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sancionan con fuerza de Ley: 
 

LEY DE MIGRACIONES 
 

TITULO PRELIMINAR 
 

POLÍTICA MIGRATORIA ARGENTINA 
 

CAPITULO I 
 

ÁMBITO DE APLICACIÓN 
 
ARTICULO 1° — La admisión, el ingreso, la permanencia y el egreso de personas se 
rigen por las disposiciones de la presente ley y su reglamentación. 
 
ARTICULO 2° — A los fines de la presente ley se entiende por "inmigrante" todo aquel 
extranjero que desee ingresar, transitar, residir o establecerse definitiva, temporaria o 
transitoriamente en el país conforme a la legislación vigente. 
 

CAPITULO II 
 

PRINCIPIOS GENERALES 
 
ARTICULO 3° — Son objetivos de la presente ley: 
 
a) Fijar las líneas políticas fundamentales y sentar las bases estratégicas en materia 
migratoria, y dar cumplimiento a los compromisos internacionales de la República en 
materia de derechos humanos, integración y movilidad de los migrantes; 
 
b) Contribuir al logro de las políticas demográficas que establezca el Gobierno Nacional 
con respecto a la magnitud, tasa de crecimiento y distribución geográfica de la población 
del país; 
 



c) Contribuir al enriquecimiento y fortalecimiento del tejido cultural y social del país: 
 
d) Garantizar el ejercicio del derecho a la reunificación familiar; 
 
e) Promover la integración en la sociedad argentina de las personas que hayan sido 
admitidas como residentes permanentes; 
 
f) Asegurar a toda persona que solicite ser admitida en la República Argentina de manera 
permanente o temporaria, el goce de criterios y procedimientos de admisión no 
discriminatorios en términos de los derechos y garantías establecidos por la Constitución 
Nacional, los tratados internacionales, los convenios bilaterales vigentes y las leyes; 
 
g) Promover y difundir las obligaciones, derechos y garantías de los migrantes, conforme 
a lo establecido en la Constitución Nacional, los compromisos internacionales y las leyes, 
manteniendo en alto su tradición humanitaria y abierta con relación a los migrantes y sus 
familias; 
 
h) Promover la inserción e integración laboral de los inmigrantes que residan en forma 
legal para el mejor aprovechamiento de sus capacidades personales y laborales a fin de 
contribuir al desarrollo económico y social de país; 
 
i) Facilitar la entrada de visitantes a la República Argentina para los propósitos de 
impulsar el comercio, el turismo, las actividades culturales, científicas, tecnológicas y las 
relaciones internacionales; 
 
j) Promover el orden internacional y la justicia, denegando el ingreso y/o la permanencia 
en el territorio argentino a personas involucradas en actos reprimidos penalmente por 
nuestra legislación; 
 
k) Promover el intercambio de información en el ámbito internacional, y la asistencia 
técnica y capacitación de los recursos humanos, para prevenir y combatir eficazmente a la 
delincuencia organizada trasnacional. 
 

TITULO I 
 

DE LOS DERECHOS Y OBLIGACIONES DE LOS EXTRANJEROS 
 

CAPITULO I 
 

DE LOS DERECHOS Y LIBERTADES DE LOS EXTRANJEROS 
 
ARTICULO 4° — El derecho a la migración es esencial e inalienable de la persona y la 
República Argentina lo garantiza sobre la base de los principios de igualdad y 
universalidad. 
 
ARTICULO 5° — El Estado asegurará las condiciones que garanticen una efectiva 
igualdad de trato a fin de que los extranjeros puedan gozar de sus derechos y cumplir con 
sus obligaciones, siempre que satisfagan las condiciones establecidas para su ingreso y 
permanencia, de acuerdo a las leyes vigentes. 
 



ARTICULO 6° — El Estado en todas sus jurisdicciones, asegurará el acceso igualitario a 
los inmigrantes y sus familias en las mismas condiciones de protección, amparo y 
derechos de los que gozan los nacionales, en particular lo referido a servicios sociales, 
bienes públicos, salud, educación, justicia, trabajo, empleo y seguridad social. 
 
ARTICULO 7° — En ningún caso la irregularidad migratoria de un extranjero impedirá su 
admisión como alumno en un establecimiento educativo, ya sea este público o privado; 
nacional, provincial o municipal; primario, secundario, terciario o universitario. Las 
autoridades de los establecimientos educativos deberán brindar orientación y 
asesoramiento respecto de los trámites correspondientes a los efectos de subsanar la 
irregularidad migratoria. 
 
ARTICULO 8° — No podrá negársele o restringírsele en ningún caso, el acceso al 
derecho a la salud, la asistencia social o atención sanitaria a todos los extranjeros que lo 
requieran, cualquiera sea su situación migratoria. Las autoridades de los establecimientos 
sanitarios deberán brindar orientación y asesoramiento respecto de los trámites 
correspondientes a los efectos de subsanar la irregularidad migratoria. 
 
ARTICULO 9° — Los migrantes y sus familiares tendrán derecho a que el Estado les 
proporcione información acerca de: 
 
a) Sus derechos y obligaciones con arreglo a la legislación vigente; 
 
b) Los requisitos establecidos para su admisión, permanencia y egreso; 
 
c) Cualquier otra cuestión que le permita o facilite cumplir formalidades administrativas o 
de otra índole en la República Argentina. 
 
La autoridad de aplicación adoptará todas las medidas que considere apropiadas para 
difundir la información mencionada y, en el caso de los trabajadores migrantes y sus 
familias, velará asimismo porque sea suministrada por empleadores, sindicatos u otros 
órganos o instituciones. La información requerida será brindada gratuitamente a los 
extranjeros que la soliciten y, en la medida de lo posible, en un idioma que puedan 
entender. 
 
ARTICULO 10. — El Estado garantizará el derecho de reunificación familiar de los 
inmigrantes con sus padres, cónyuges, hijos solteros menores o hijos mayores con 
capacidades diferentes. 
 
ARTICULO 11. — La República Argentina facilitará, de conformidad con la legislación 
nacional y provincial en la materia, la consulta o participación de los extranjeros en las 
decisiones relativas a la vida pública y a la administración de las comunidades locales 
donde residan. 
 
ARTICULO 12. — El Estado cumplimentará todo lo establecido en las convenciones 
internacionales y todas otras que establezcan derechos y obligaciones de los migrantes, 
que hubiesen sido debidamente ratificadas. 
 
ARTICULO 13. — A los efectos de la presente ley se considerarán discriminatorios todos 
los actos u omisiones determinados por motivos tales como etnia, religión, nacionalidad, 
ideología, opinión política o gremial, sexo, género, posición económica o caracteres 



físicos, que arbitrariamente impidan, obstruyan, restrinjan o de algún modo menoscaben 
el pleno ejercicio sobre bases igualitarias de los derechos y garantías fundamentales 
reconocidos en la Constitución Nacional, los Tratados Internacionales y las leyes. 
 
ARTICULO 14. — El Estado en todas sus jurisdicciones, ya sea nacional, provincial o 
municipal, favorecerá las iniciativas tendientes a la integración de los extranjeros en su 
comunidad de residencia, especialmente las tendientes a: 
 
a) La realización de cursos de idioma castellano en las escuelas e instituciones culturales 
extranjeras legalmente reconocidas; 
 
b) La difusión de información útil para la adecuada inserción de los extranjeros en la 
sociedad argentina, en particular aquella relativa a sus derechos y obligaciones; 
 
c) Al conocimiento y la valoración de las expresiones culturales, recreativas, sociales, 
económicas y religiosas de los inmigrantes; 
 
d) La organización de cursos de formación, inspirados en criterios de convivencia en una 
sociedad multicultural y de prevención de comportamientos discriminatorios, destinados a 
los funcionarios y empleados públicos y de entes privados. 
 
ARTICULO 15. — Los extranjeros que sean admitidos en el país como "residentes 
permanentes" podrán introducir sus efectos personales, artículos para su hogar y 
automóvil, libres del pago de impuestos, recargos, tasas de importación y contribuciones 
de cualquier naturaleza, con los alcances y hasta el monto que determine el Poder 
Ejecutivo. 
 
ARTICULO 16. — La adopción por el Estado de todas las medidas necesarias y efectivas 
para eliminar la contratación laboral en el territorio nacional de inmigrantes en situación 
irregular, incluyendo la imposición de sanciones a los empleadores, no menoscabará los 
derechos de los trabajadores inmigrantes frente a sus empleadores en relación con su 
empleo. 
 
ARTICULO 17. — El Estado proveerá lo conducente a la adopción e implementación de 
medidas tendientes a regularizar la situación migratoria de los extranjeros. 
 

CAPITULO II 
 

DE LAS OBLIGACIONES DE LOS INMIGRANTES Y ATRIBUCIONES DEL ESTADO 
 

ARTICULO 18. — Sin perjuicio de los derechos enumerados en la presente ley, los 
migrantes deberán cumplir con las obligaciones enunciadas en la Constitución Nacional, 
los Tratados Internacionales adheridos y las leyes vigentes. 
 
ARTICULO 19. — Respecto de cualquier extranjero, la República Argentina podrá 
orientarlo con respecto a: 
 
a) El acceso a categorías limitadas de empleo, funciones, servicios o actividades, cuando 
ello sea necesario en beneficio del Estado; 
 



b) La elección de una actividad remunerada de conformidad con la legislación relativa a 
las condiciones de reconocimiento de calificaciones profesionales adheridas fuera del 
territorio; 
 
c) Las condiciones por las cuales, habiendo sido admitido para ejercer un empleo, pueda 
luego ser autorizado a realizar trabajos por cuenta propia, teniendo en consideración el 
período de residencia legal en el país y las demás condiciones establecidas en la 
reglamentación. 
 

TITULO II 
 

DE LA ADMISIÓN DE EXTRANJEROS A LA REPUBLICA ARGENTINA Y SUS 
EXCEPCIONES 

 
CAPITULO I 

 
DE LAS CATEGORÍAS Y PLAZOS DE ADMISIÓN 

 
ARTICULO 20. — Los extranjeros serán admitidos para ingresar y permanecer en el país 
en las categorías de "residentes permanentes", "residentes temporarios", o "residentes 
transitorios". Hasta tanto se formalice el trámite correspondiente, la autoridad de 
aplicación podrá conceder una autorización de "residencia precaria", que será revocable 
por la misma, cuando se desnaturalicen los motivos que se tuvieron en cuenta para su 
otorgamiento. Su validez será de hasta ciento ochenta (180) días corridos, pudiendo ser 
renovables hasta la resolución de la admisión solicitada, y habilitará a sus titulares para 
permanecer, salir y reingresar al territorio nacional, trabajar y estudiar durante su período 
de vigencia. 
 
La extensión y renovación de "residencia precaria" no genera derecho a una resolución 
favorable respecto de la admisión solicitada. 
 
ARTICULO 21. — Las solicitudes de ingreso al país que se peticionen en el territorio 
nacional o en el extranjero, deberán formalizarse en las condiciones de la presente ley. 
 
ARTICULO 22. — Se considerará "residente permanente" a todo extranjero que, con el 
propósito de establecerse definitivamente en el país, obtenga de la Dirección Nacional de 
Migraciones una admisión en tal carácter. Asimismo, se considerarán residentes 
permanentes los inmigrantes parientes de ciudadanos argentinos, nativos o por opción, 
entendiéndose como tales al cónyuge, hijos y padres. 
 
A los hijos de argentinos nativos o por opción que nacieren en el extranjero se les 
reconoce la condición de residentes permanentes. Las autoridades permitirán su libre 
ingreso y permanencia en el territorio. 
 
ARTICULO 23. — Se considerarán "residentes temporarios" todos aquellos extranjeros 
que, bajo las condiciones que establezca la reglamentación, ingresen al país en las 
siguientes subcategorías: 
 
a) Trabajador migrante: quien ingrese al país para dedicarse al ejercicio de alguna 
actividad lícita, remunerada, con autorización para permanecer en el país por un máximo 



de tres (3) años, prorrogables, con entradas y salidas múltiples, con permiso para trabajar 
bajo relación de dependencia; 
 
b) Rentista: quien solvente su estadía en el país con recursos propios traídos desde el 
exterior, de las rentas que éstos produzcan o de cualquier otro ingreso lícito proveniente 
de fuentes externas. Podrá concederse un término de residencia de hasta tres (3) años, 
prorrogables, con entradas y salidas múltiples; 
 
c) Pensionado: quien perciba de un gobierno o de organismos internacionales o de 
empresas particulares por servicios prestados en el exterior, una pensión cuyo monto le 
permita un ingreso pecuniario regular y permanente en el país. Podrá concederse un 
término de residencia de hasta tres (3) años, prorrogables, con entradas y salidas 
múltiples; 
 
d) Inversionista: quien aporte sus propios bienes para realizar actividades de interés para 
el país. Podrá concederse un término de residencia de hasta tres (3) años, prorrogables, 
con entradas y salidas múltiples; 
 
e) Científicos y personal especializado: quienes se dediquen a actividades científicas, de 
investigación, técnicas, o de asesoría, contratados por entidades públicas o privadas para 
efectuar trabajos de su especialidad. De igual forma, directivos, técnicos y personal 
administrativo de entidades públicas o privadas extranjeras de carácter comercial o 
industrial, trasladados desde el exterior para cubrir cargos específicos en sus empresas y 
que devenguen honorarios o salarios en la República Argentina. Podrá concederse un 
término de residencia de hasta tres (3) años, prorrogables, con entradas y salidas 
múltiples; 
 
f) Deportistas y artistas: contratados en razón de su especialidad por personas físicas o 
jurídicas que desarrollan actividades en el país. Podrá concederse un término de 
residencia de hasta tres (3) años, prorrogables, con entradas y salidas múltiples; 
 
g) Religiosos de cultos reconocidos oficialmente, con personería jurídica expedida por el 
Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto, que ingresen al país 
para desarrollar en forma exclusiva actividades propias de su culto. Podrá concederse un 
término de residencia de hasta tres (3) años, prorrogables, con entradas y salidas 
múltiples; 
 
h) Pacientes bajo tratamientos médicos: para atender problemas de salud en 
establecimientos sanitarios públicos o privados, con autorización para permanecer en el 
país por un año, prorrogable, con entradas y salidas múltiples. En caso de personas 
menores de edad, discapacitados o enfermos que por la importancia de su patología 
debieran permanecer con acompañantes, esta autorización se hará extensiva a los 
familiares directos, representante legal o curador; 
 
i) Académicos: para quienes ingresen al país en virtud de acuerdos académicos 
celebrados entre instituciones de educación superior en áreas especializadas, bajo la 
responsabilidad del centro superior contratante. Su vigencia será por el término de hasta 
un (1) año, prorrogable por idéntico período cada uno, con autorización de entradas y 
salidas múltiples; 
 



j) Estudiantes: quienes ingresen al país para cursar estudios secundarios, terciarios, 
universitarios o especializados reconocidos, como alumnos regulares en establecimientos 
educativos públicos o privados reconocidos oficialmente, con autorización para 
permanecer en el país por dos (2) años, prorrogables, con entradas y salidas múltiples. El 
interesado deberá demostrar la inscripción en la institución educativa en la que cursará 
sus estudios y, para las sucesivas renovaciones, certificación de su condición de 
estudiante regular; 
 
k) Asilados y refugiados: Aquellos que fueren reconocidos como refugiados o asilados se 
les concederá autorización para residir en el país por el término de dos (2) años, 
prorrogables cuantas veces la autoridad de aplicación en materia de asilo y refugio lo 
estime necesario, atendiendo a las circunstancias que determine la legislación vigente en 
la materia; 
 
l) Nacionalidad: Ciudadanos nativos de Estados Parte del MERCOSUR, Chile y Bolivia, 
con autorización para permanecer en el país por dos (2) años, prorrogables con entradas 
y salidas múltiples; (Nota Infoleg: Por art. 1° de la Disposición N° 29.929/2004 de la 
Dirección Nacional de Migraciones B.O. 21/9/2004 se considera que el detalle de países 
incluidos en el presente inciso es meramente enunciativo, debiendo considerarse 
incluidos a todos los Estados Parte y Asociados del MERCADO COMUN DEL SUR 
(MERCOSUR).). 
 
m) Razones Humanitarias: Extranjeros que invoquen razones humanitarias que justifiquen 
a juicio de la Dirección Nacional de Migraciones un tratamiento especial; 
 
n) Especiales: Quienes ingresen al país por razones no contempladas en los incisos 
anteriores y que sean consideradas de interés por el Ministerio del Interior y el Ministerio 
de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto. 
 
ARTICULO 24. — Los extranjeros que ingresen al país como "residentes transitorios" 
podrán ser admitidos en algunas de las siguientes subcategorías: 
 
a) Turistas; 
 
b) Pasajeros en tránsito; 
 
c) Tránsito vecinal fronterizo; 
 
d) Tripulantes del transporte internacional; 
 
e) Trabajadores migrantes estacionales; 
 
f) Académicos; 
 
g) Tratamiento Médico; 
 
h) Especiales: Extranjeros que invoquen razones que justifiquen a juicio de la Dirección 
Nacional de Migraciones un tratamiento especial. 
 
ARTICULO 25. — Los extranjeros admitidos en el país como "residentes temporarios" o 
"residentes transitorios" podrán permanecer en el territorio nacional durante el plazo de 



permanencia autorizado, con sus debidas prórrogas, debiendo abandonar el mismo al 
expirar dicho plazo. 
 
ARTICULO 26. — El procedimiento, requisitos y condiciones para ingresar al país, según 
las categorías y subcategorías mencionadas, serán fijados en el Reglamento de 
Migraciones. 
 
Si por responsabilidad del organismo interviniente, los trámites demoraran más de lo 
estipulado, la Dirección Nacional de Migraciones deberá tomar todos los recaudos 
pertinentes a fin de evitar que los extranjeros, a la espera de la regularización de su 
residencia en el país, tengan inconvenientes derivados de tal demora. 
 
ARTICULO 27. — Quedan excluidos del ámbito de aplicación de esta ley, a condición de 
reciprocidad, los extranjeros que fueren: 
 
a) Agentes diplomáticos y los funcionarios consulares acreditados en la República, así 
como los demás miembros de las Misiones diplomáticas permanentes o especiales y de 
las oficinas consulares y sus familiares que, en virtud de las normas del Derecho 
Internacional, estén exentos de las obligaciones relativas a la obtención de una categoría 
migratoria de admisión; 
 
b) Representantes y delegados, así como los demás miembros y sus familiares de las 
Misiones permanentes o de las Delegaciones ante los Organismos Intergubernamentales 
con sede en la República o en Conferencias Internacionales que se celebren en ella; 
 
c) Funcionarios destinados en Organizaciones Internacionales o Intergubernamentales 
con sede en la República, así como sus familiares, a quienes los Tratados en los que la 
República sea parte eximan de la obligación de visación consular; 
 
d) Titulares de visas argentinas diplomáticas, oficiales o de cortesía. 
 
De no mediar Convenio o Tratado celebrado por la República, la admisión, ingreso, 
permanencia y egreso de los extranjeros contemplados en el presente artículo se regirán 
por las disposiciones que al efecto establezca el Poder Ejecutivo nacional. 
 
En los casos previstos en el presente artículo la Dirección Nacional de Migraciones se 
limitará al contralor de la documentación en el momento del ingreso o del egreso, dejando 
constancia en la misma del carácter del ingreso; de la fecha del egreso y del plazo de 
permanencia en la República. 
 
ARTICULO 28. — Los extranjeros incluidos en Acuerdos o Convenios de Migraciones 
suscriptos por la República Argentina se regirán por lo dispuesto en los mismos y por esta 
ley, en el supuesto más favorable para la persona migrante. El principio de igualdad de 
trato no se considerará afectado por la posibilidad que tiene el Estado, conforme a los 
procedimientos establecidos en la Constitución y las leyes, de firmar acuerdos bilaterales 
de alcance general y parcial, que permitan atender fenómenos específicos, como el de la 
migración laboral fronteriza, ni por la posibilidad de establecer esquemas diferenciados de 
tratamiento entre los países que con la Argentina forman parte de una región respecto de 
aquellos países que resulten terceros dentro del proceso de regionalización, priorizando 
las medidas necesarias para el logro del objetivo final de la libre circulación de personas 
en el MERCOSUR. 



 
CAPITULO II 

 
DE LOS IMPEDIMENTOS 

 
ARTICULO 29. — Serán causas impedientes del ingreso y permanencia de extranjeros al 
Territorio Nacional: 
 
a) La presentación ante la autoridad de documentación nacional o extranjera material o 
ideológicamente falsa o adulterada. El hecho será sancionado con una prohibición de 
reingreso por un lapso mínimo de cinco (5) años; 
 
b) Tener prohibido el ingreso, haber sido objeto de medidas de expulsión o de prohibición 
de reingreso, hasta tanto las mismas no hayan sido revocadas o se hubiese cumplido el 
plazo impuesto al efecto; 
 
c) Haber sido condenado o estar cumpliendo condena, en la Argentina o en el exterior, o 
tener antecedentes por tráfico de armas, de personas, de estupefacientes o por lavado de 
dinero o inversiones en actividades ilícitas o delito que merezca para la legislación 
argentina pena privativa de la libertad de tres (3) años o más; 
 
d) Haber incurrido o participado en actos de gobierno o de otro tipo, que constituyan 
genocidio, crímenes de guerra, actos de terrorismo o delitos de lesa humanidad y de todo 
otro acto susceptible de ser juzgado por el Tribunal Penal Internacional; 
 
e) Tener antecedentes por actividades terroristas o por pertenecer a organizaciones 
nacional o internacionalmente reconocidas como imputadas de acciones susceptibles de 
ser juzgadas por el Tribunal Penal Internacional o por la ley 23.077, de Defensa de la 
Democracia; 
 
f) Haber sido condenado en la Argentina o tener antecedentes por promover o facilitar, 
con fines de lucro, el ingreso, la permanencia o el egreso ilegales de extranjeros en el 
Territorio Nacional; 
 
g) Haber sido condenado en la Argentina o tener antecedentes por haber presentado 
documentación material o ideológicamente falsa, para obtener para sí o para un tercero 
un beneficio migratorio; 
 
h) Promover la prostitución; lucrar con ello; haber sido condenado o tener antecedentes, 
en la Argentina o en el exterior por haber promovido la prostitución; por lucrar con ello o 
por desarrollar actividades relacionadas con el tráfico o la explotación sexual de personas; 
 
i) Intentar ingresar o haber ingresado al Territorio Nacional eludiendo el control migratorio 
o por lugar o en horario no habilitados al efecto; 
 
j) Constatarse la existencia de alguno de los impedimentos de radicación establecidos en 
la presente ley; 
 
k) El incumplimiento de los requisitos exigidos por la presente ley. 
 



En el caso del inciso a) el Gobierno Federal se reserva la facultad de juzgar a la persona 
en la República cuando el hecho pueda relacionarse con cuestiones relativas a la 
seguridad del Estado, a la cooperación internacional o resulte posible vincular al mismo o 
a los hechos que se le imputen con otras investigaciones sustanciadas en el Territorio 
Nacional. 
 
La Dirección Nacional de Migraciones, previa intervención del Ministerio del Interior, podrá 
admitir, excepcionalmente, por razones humanitarias o de reunificación familiar, en el país 
en las categorías de residentes permanentes o temporarios, mediante resolución fundada 
en cada caso particular, a los extranjeros comprendidos en el presente artículo. 
 

CAPITULO III 
 

DE LOS DOCUMENTOS 
 
ARTICULO 30. — Podrán obtener el Documento Nacional de Identidad, los extranjeros 
con residencia permanente o temporaria. 
 
ARTICULO 31. — Los solicitantes de refugio o asilo, con autorización de residencia 
precaria, podrán obtener su Documento Nacional de Identidad una vez reconocidos como 
"refugiados" o "asilados" por la autoridad competente. 
 
ARTICULO 32. — Cuando se trate de extranjeros autorizados en calidad de "residentes 
temporarios’’ el Documento Nacional de Identidad se expedirá por el mismo plazo que 
corresponda a la subcategoría migratoria otorgada, renovable conforme a las prórrogas 
que se autoricen. 
 
ARTICULO 33. — En los casos precedentes, en el documento identificatorio a otorgarse, 
deberá dejarse expresa y visible constancia de: 
 
a) La nacionalidad del titular; 
 
b) El carácter permanente o temporario de la residencia en el país; 
 
c) Actuación en la que se otorgó el beneficio y número de resolución; 
 
d) Plazo de la residencia autorizada y vencimiento. 
 

TITULO III 
 

DEL INGRESO Y EGRESO DE PERSONAS 
 

CAPITULO I 
 

DEL INGRESO Y EGRESO 
 
ARTICULO 34. — El ingreso y egreso de personas al territorio nacional se realizará 
exclusivamente por los lugares habilitados por la Dirección Nacional de Migraciones, sean 
éstos terrestres, fluviales, marítimos o aéreos, oportunidad y lugar en que serán 
sometidos al respectivo control migratorio. 
 



Se podrá autorizar la entrada al país de los extranjeros que no reúnan los requisitos 
establecidos en la ley y su reglamentación, cuando existan razones excepcionales de 
índole humanitaria, interés público o cumplimiento de compromisos adquiridos por la 
Argentina. 
 
ARTICULO 35. — En el supuesto de arribar una persona al territorio de la República con 
un documento extranjero destinado a acreditar su identidad que no cumpliera las 
condiciones previstas en la legislación vigente, y en tanto no se trate de un reingreso 
motivado por un rechazo de un tercer país, se procederá al inmediato rechazo en frontera 
impidiéndosele el ingreso al territorio nacional. 
 
Aquellos rechazos que se produjeran motivados en la presentación de documentación 
material o ideológicamente falsa o que contengan atestaciones apócrifas implicarán una 
prohibición de reingreso de cinco (5) años. 
 
Sin perjuicio de los procedimientos previstos en el presente artículo, el Gobierno Nacional 
se reserva la facultad de denunciar el hecho ante la Justicia Federal cuando se 
encuentren en juego cuestiones relativas a la seguridad del Estado, a la cooperación 
internacional, o resulte posible vincular al mismo o a los hechos que se le imputen, con 
otras investigaciones sustanciadas en el territorio nacional. 
 
Cuando existiera sospecha fundada que la real intención que motiva el ingreso difiere de 
la manifestada al momento de obtener la visa o presentarse ante el control migratorio; y 
hasta tanto se corrobore la misma, no se autorizará su ingreso al territorio argentino y 
deberá permanecer en las instalaciones del punto de ingreso. Si resultare necesario para 
preservar la salud e integridad física de la persona, la autoridad migratoria, reteniendo la 
documentación de la misma, le otorgará una autorización provisoria de permanencia que 
no implicará ingreso legal a la República Argentina. 
 
Asimismo se comunicará a la empresa transportadora que se mantiene vigente su 
obligación de reconducción hasta tanto la autorización provisoria de permanencia sea 
transformada en ingreso legal. 
 
Si tras la corroboración se confirmara el hecho se procederá a la inmediata cancelación 
de la autorización provisoria de permanencia y al rechazo del extranjero. 
 
Las decisiones adoptadas en virtud de las previsiones contenidas en los párrafos primero 
y segundo del presente artículo sólo resultarán recurribles desde el exterior, mediante 
presentación efectuada por el extranjero ante las delegaciones diplomáticas argentinas o 
las oficinas en el extranjero de la Dirección Nacional de Migraciones, desde donde se 
harán llegar a la sede central de la Dirección Nacional de Migraciones. El plazo para 
presentar el recurso será de quince (15) días a contar del momento del rechazo. 
 
ARTICULO 36. — La autoridad migratoria podrá impedir la salida del país a toda persona 
que no se encuentre en posesión de la documentación necesaria, conforme a lo dispuesto 
por esta ley y su reglamentación. 
 
ARTICULO 37. — El extranjero que ingrese a la República por lugar no habilitado a tal 
efecto, o eludiendo cualquier forma de contralor migratorio, será pasible de expulsión en 
los términos y condiciones de la presente ley. 
 



CAPITULO II 
 

DE LAS OBLIGACIONES DE LOS MEDIOS DE TRANSPORTE INTERNACIONAL 
 
ARTICULO 38. — El capitán, comandante, armador, propietario, encargado o responsable 
de todo medio de transporte de personas, para o desde la República, ya sea marítimo, 
fluvial, aéreo o terrestre, y las compañías, empresas o agencias propietarias, explotadoras 
o consignatarias de un medio de transporte serán responsables solidariamente de la 
conducción y transporte de pasajeros y tripulantes en condiciones reglamentarias. 
 
ARTICULO 39. — De igual forma y modo, los mencionados en el artículo anterior, serán 
responsables por el cuidado y custodia de los pasajeros y tripulantes, hasta que hayan 
pasado el examen de contralor migratorio y hayan ingresado en la República, o verificada 
la documentación al egresar. 
 
ARTICULO 40. — Al rehusar la autoridad migratoria el ingreso de cualquier persona, el 
capitán, comandante, armador, propietario, encargado o responsable del medio de 
transporte y de las compañías, empresas o agencias, quedarán obligados a reconducirla 
a su país de origen o procedencia, o fuera del territorio de la República en el medio de 
transporte en que llegó, o en caso de imposibilidad, en otro medio dentro del plazo 
perentorio que se le fije, siendo a su cargo los gastos que ello ocasione. 
 
ARTICULO 41. — El capitán, comandante, armador, propietario, encargado o responsable 
de un medio de transporte de personas al país, o desde el mismo o en el mismo, ya sea 
marítimo, fluvial, aéreo o terrestre, o la compañía, empresa o agencia propietaria, 
consignataria, explotadora o responsable, quedan obligados solidariamente a transportar 
a su cargo, en el plazo que se le fije, fuera del territorio argentino, o hasta el lugar de 
frontera, a todo extranjero cuya expulsión resuelva y su transporte disponga la autoridad 
migratoria, de conformidad con lo establecido en la presente ley. 
 
ARTICULO 42. — Los artículos precedentes no serán de aplicación en el supuesto de 
extranjeros que soliciten el status de refugio o asilo en el país; en estos casos, la 
obligación para las personas que describen los artículos 40 y 41 se reducirá a dar cuenta 
de inmediato de tal situación a la autoridad con competencia en materia de refugio y asilo. 
 
ARTICULO 43. — La obligación de transporte establecida en los artículos 40 y 41 se 
limitará a: 
 
a) Una (1) plaza por viaje, cuando la capacidad del medio de transporte no exceda de 
cincuenta (50) plazas en los medios internacionales aéreos, marítimos, fluviales o 
terrestres y en los de carácter interno, cuando la capacidad no exceda de treinta (30) 
plazas; 
 
b) Dos (2) plazas cuando la capacidad del medio de transporte fuera superior a la 
indicada para cada caso en el inciso a); 
 
c) Cuando la expulsión se motivara en fallas en la documentación de ingreso del 
extranjero detectadas al momento de controlar el mismo y debiera efectivizarse con 
custodia, la empresa de transporte utilizada para el ingreso deberá hacerse cargo de los 
pasajes de ida y vuelta del personal de custodia y de los viáticos que le correspondieran. 
 



En todos los casos deberá preverse expresamente el mecanismo de intereses que 
correspondiere. 
 
ARTICULO 44. — El límite dispuesto por el artículo anterior no regirá cuando las personas 
a transportar: 
 
a) Integren un grupo familiar; 
 
b) Deban ser transportadas por la misma compañía a la cual pertenece el medio en el que 
ingresaron; 
 
c) Sean de la nacionalidad del país de bandera o matrícula del medio en que se efectuará 
el transporte. 
 
ARTICULO 45. — Las obligaciones emergentes de los artículos 40, 41, 43 y 44 serán 
consideradas carga pública. 
 
ARTICULO 46. — El incumplimiento de las disposiciones previstas en el presente Título y 
sus reglamentaciones, será sancionado por la Dirección Nacional de Migraciones con una 
multa cuyo monto será de hasta el triple de la tarifa en el medio de transporte utilizado 
desde el punto de origen hasta el punto de destino en territorio nacional, al valor vigente al 
momento de la imposición de la multa. En ningún caso las multas podrán ser inferiores al 
equivalente a mil doscientos diecinueve (1.219) litros de gasoil al precio subsidiado para 
transportistas o en ausencia de éste al más bajo del mercado para consumidor particular 
al día de la imposición de la multa; ni superiores al equivalente a treinta mil cuatrocientos 
ochenta y siete (30.487) litros de gasoil al precio subsidiado para transportistas o en 
ausencia de éste al más bajo del mercado para consumidor particular al día de la 
imposición de la multa. 
 
En caso de mora en el pago de la multa se devengarán los correspondientes intereses. 
 
ARTICULO 47. — La sanción será aplicada solidariamente al capitán, comandante, 
armador, propietario, encargado o responsable del medio de transporte y a la compañía, 
empresa o agencia propietaria, explotadora, consignataria o responsable del mismo. 
 
El Ministerio del Interior, a propuesta de la Dirección Nacional de Migraciones, aprobará el 
nomenclador regulador del monto de las multas impuestas por infracciones a las 
previsiones del presente título. A tal efecto se tendrán en cuenta la naturaleza de la 
infracción, la condición jurídica del infractor, sus antecedentes y reincidencias en las 
infracciones a la presente ley o su reglamentación. 
 
La Dirección Nacional de Migraciones queda facultada a fijar la forma y modo de pago de 
las multas que se impongan en función de las previsiones de la presente ley. 
 
ARTICULO 48. — En los casos de incumplimiento de las obligaciones previstas en los 
artículos 40, 41, 43 y 44 de la presente, la autoridad de aplicación podrá disponer la 
interdicción provisoria de salida del territorio nacional, espacio aéreo o aguas 
jurisdiccionales argentinas, del medio de transporte correspondiente. 
 
La misma se hará efectiva por medio de la Policía Migratoria Auxiliar o la Autoridad 
Nacional con jurisdicción sobre el transporte. 



 
ARTICULO 49. — Podrán imponerse cauciones reales en efectivo o documentarias a las 
empresas, compañías o agencias propietarias, consignatarias, explotadoras o 
responsables de cualquier medio de transporte, en garantía del cumplimiento de las 
obligaciones de reconducir o transportar que se dicten en virtud de lo dispuesto por la 
presente ley. 
 
ARTICULO 50. — La autoridad de aplicación establecerá el monto de las cauciones y las 
modalidades, plazos y condiciones de su prestación, así como los requisitos para su 
cancelación, devolución o percepción. 
 

TITULO IV 
 

DE LA PERMANENCIA DE LOS EXTRANJEROS 
 

CAPITULO I 
 

DEL TRABAJO Y ALOJAMIENTO DE LOS EXTRANJEROS 
 
ARTICULO 51. — Los extranjeros admitidos o autorizados como "residentes 
permanentes" podrán desarrollar toda tarea o actividad remunerada o lucrativa, por 
cuenta propia o en relación de dependencia, gozando de la protección de las leyes que 
rigen la materia. Los extranjeros admitidos o autorizados como "residentes temporarios" 
podrán desarrollarlas sólo durante el período de su permanencia autorizada. 
 
ARTICULO 52. — Los extranjeros admitidos o autorizados como "residentes transitorios" 
no podrán realizar tareas remuneradas o lucrativas, ya sea por cuenta propia o en 
relación de dependencia, con excepción de los incluidos en la subcategoría de 
"trabajadores migrantes estacionales", o salvo que fueran expresamente autorizados por 
la Dirección Nacional de Migraciones de conformidad con lo dispuesto por la presente ley 
o en Convenios de Migraciones suscriptos por la República Argentina. Los extranjeros a 
los que se le hubiera autorizado una residencia precaria podrán ser habilitados para 
trabajar por el plazo y con las modalidades que establezca la Dirección Nacional de 
Migraciones. 
 
ARTICULO 53. — Los extranjeros que residan irregularmente en el país no podrán 
trabajar o realizar tareas remuneradas o lucrativas, ya sea por cuenta propia o ajena, con 
o sin relación de dependencia. 
 
ARTICULO 54. — Los extranjeros mantendrán actualizados ante la Dirección Nacional de 
Migraciones, por la vía y plazos que se indique en la reglamentación, los datos referidos a 
su domicilio, en donde se considerarán válidas todas las notificaciones. 
 

CAPITULO II 
 

DE LAS RESPONSABILIDADES Y OBLIGACIONES DE LOS DADORES DE 
TRABAJO, ALOJAMIENTO Y OTROS 

 
ARTICULO 55. — No podrá proporcionarse alojamiento a titulo oneroso a los extranjeros 
que se encuentren residiendo irregularmente en el país. 
 



Asimismo, ninguna persona de existencia visible o ideal, pública o privada, podrá 
proporcionar trabajo u ocupación remunerada, con o sin relación de dependencia, a los 
extranjeros que residan irregularmente. 
 
ARTICULO 56. — La aplicación de la presente ley no eximirá al empleador o dador de 
trabajo del cumplimiento de las obligaciones emergentes de la legislación laboral respecto 
del extranjero, cualquiera sea su condición migratoria; asimismo, en ningún modo se 
afectarán los derechos adquiridos por los extranjeros, como consecuencia de los trabajos 
ya realizados, cualquiera sea su condición migratoria. 
 
ARTICULO 57. — Quien contrate o convenga con extranjeros que residan irregularmente 
en el país, la adquisición, venta o constitución de gravamen sobre bienes inmuebles, 
derechos o muebles registrables, o la constitución o integración de sociedades civiles o 
comerciales, deberá comunicarlo fehacientemente a la autoridad migratoria. 
 
ARTICULO 58. — Los actos celebrados con los requisitos formales inherentes a los 
mismos, aún cuando no se cumpliere con la exigencia del artículo anterior, serán 
considerados válidos. 
 
ARTICULO 59. — Quienes infrinjan las disposiciones establecidas en el artículo 55, 
primer párrafo de la presente, serán sancionados solidariamente con una multa cuyo 
monto ascenderá a veinte (20) Salarios Mínimo Vital y Móvil por cada extranjero al que se 
proporcione alojamiento a título oneroso. 
 
Quienes infrinjan las disposiciones establecidas en el artículo 55, segundo párrafo de la 
presente, serán sancionados solidariamente con una multa cuyo monto ascenderá a 
cincuenta (50) Salarios Mínimo Vital y Móvil por cada extranjero, carente de habilitación 
migratoria para trabajar, al que se proporcione trabajo u ocupación remunerada. 
 
El monto de la sanción a imponer será de cien (100) Salarios Mínimo Vital y Móvil cuando 
se proporcione trabajo u ocupación remunerada a extranjeros no emancipados o menores 
de catorce (14) años. 
 
La reincidencia se considerará agravante de la infracción y elevará el monto de la multa 
impuesta hasta en un cincuenta por ciento (50%). 
 
La Dirección Nacional de Migraciones mediando petición del infractor que acredite falta de 
medios suficientes podrá excepcionalmente, mediante disposición fundada, disponer para 
el caso concreto una disminución del monto de la multa a imponer o autorizar su pago en 
cuotas. A tal efecto se merituará la capacidad económica del infractor y la posible 
reincidencia que pudiera registrar en la materia. En ningún caso la multa que se imponga 
será inferior a dos (2) Salarios Mínimos Vital y Móvil. 
 
Facúltase al Ministerio del Interior a establecer mecanismos alternativos de sanciones a 
las infracciones previstas en el presente Título —De las responsabilidades de los 
empleadores, dadores de trabajo y alojamiento—, basadas en la protección del migrante, 
la asistencia y acción social. 
 
ARTICULO 60. — Las sanciones serán graduadas de acuerdo con la naturaleza de la 
infracción, la persona, antecedentes en la materia y en caso de reincidencia en las 
infracciones a la presente ley, las mismas serán acumulativas y progresivas. 



 
TITULO V 

 
DE LA LEGALIDAD E ILEGALIDAD DE LA PERMANENCIA 

 
CAPITULO I 

 
DE LA DECLARACIÓN DE ILEGALIDAD Y CANCELACIÓN DE LA PERMANENCIA 

 
ARTICULO 61. — Al constatar la irregularidad de la permanencia de un extranjero en el 
país, y atendiendo a las circunstancias de profesión del extranjero, su parentesco con 
nacionales argentinos, el plazo de permanencia acreditado y demás condiciones 
personales y sociales, la Dirección Nacional de Migraciones deberá conminarlo a 
regularizar su situación en el plazo perentorio que fije para tal efecto, bajo apercibimiento 
de decretar su expulsión. Vencido el plazo sin que se regularice la situación, la Dirección 
Nacional de Migraciones decretará su expulsión con efecto suspensivo y dará 
intervención y actuará como parte ante el Juez o Tribunal con competencia en la materia, 
a efectos de la revisión de la decisión administrativa de expulsión. 
 
ARTICULO 62. — La Dirección Nacional de Migraciones, sin perjuicio de las acciones 
judiciales que correspondieran deducir, cancelará la residencia que hubiese otorgado, con 
efecto suspensivo, cualquiera fuese su antigüedad, categoría o causa de la admisión y 
dispondrá la posterior expulsión, cuando: 
 
a) Con la finalidad de obtener un beneficio migratorio o la ciudadanía argentina se hubiese 
articulado un hecho o un acto simulado o éste hubiese sido celebrado en fraude a la ley o 
con vicio del consentimiento o se hubiere presentado documentación material o 
ideológicamente falsa o adulterada; 
 
b) El residente hubiese sido condenado judicialmente en la República por delito doloso 
que merezca pena privativa de libertad mayor de cinco (5) años o registrase una conducta 
reiterante en la comisión de delitos. En el primer supuesto cumplida la condena, deberá 
transcurrir un plazo de dos (2) años para que se dicte la resolución definitiva de 
cancelación de residencia, la que se fundamentará en la posible incursión por parte del 
extranjero en los impedimentos previstos en el artículo 29 de la presente ley. En caso de 
silencio de la Administración, durante los treinta (30) días posteriores al vencimiento de 
dicho plazo, se considerará que la residencia queda firme; 
 
c) El beneficiario de una radicación permanente hubiese permanecido fuera del Territorio 
Nacional por un período superior a los dos (2) años o la mitad del plazo acordado, si se 
tratara de residencia temporaria, excepto que la ausencia obedeciere al ejercicio de una 
función pública argentina o se hubiese generado en razón de actividades, estudios o 
investigaciones que a juicio de la Dirección Nacional de Migraciones pudieran ser de 
interés o beneficiosa para la República Argentina o que mediara autorización expresa de 
la autoridad migratoria la que podrá ser solicitada por intermedio de las autoridades 
consulares argentinas; 
 
d) Asimismo será cancelada la residencia permanente, temporaria o transitoria concedida 
cuando se hayan desnaturalizado las razones que motivaron su concesión o cuando la 
instalación en el país hubiera sido subvencionada total o parcialmente, directa o 



indirectamente por el Estado Argentino y no se cumplieran o se violaren las condiciones 
expresamente establecidas para la subvención; 
 
e) El Ministerio del Interior podrá disponer la cancelación de la residencia permanente o 
temporaria y la expulsión de la República de todo extranjero, cualquiera sea la situación 
de residencia, cuando realizare en el país o en el exterior, cualquiera de las actividades 
previstas en los incisos d) y e) del artículo 29 de la presente. 
 
El Ministerio del Interior dispensará el cumplimiento de la cancelación prevista en virtud 
del presente artículo cuando el extranjero fuese padre, hijo o cónyuge de argentino, salvo 
decisión debidamente fundada por parte de la autoridad migratoria. 
 
Asimismo, dicha dispensa podrá ser otorgada teniendo en cuenta el plazo de 
permanencia, legal inmediata anterior a la ocurrencia de alguna de las causales previstas 
en los incisos a) a d) del presente artículo, el que no podrá ser inferior a dos (2) años, 
debiendo tenerse en cuenta las circunstancias personales y sociales del beneficiario. 
 
ARTICULO 63. — En todos los supuestos previstos por la presente ley: 
 
a) La cancelación de la residencia conlleva la conminación a hacer abandono del país 
dentro del plazo que se fije o la expulsión del Territorio Nacional tomando en 
consideración las circunstancias fácticas y personales del interesado, según lo establezca 
la Reglamentación; 
 
b) La expulsión lleva implícita la prohibición de reingreso permanente o por un término 
que en ningún caso podrá ser inferior a cinco (5) años y se graduará según la importancia 
de la causa que la motivara. Dicha prohibición sólo podrá ser dispensada por la Dirección 
Nacional de Migraciones. 
 
ARTICULO 64. — Los actos administrativos de expulsión firmes y consentidos dictados 
respecto de extranjeros que se encuentren en situación irregular, se ejecutarán en forma 
inmediata cuando se trate de: 
 
a) Extranjeros que se encontraren cumpliendo penas privativas de libertad, cuando se 
hubieran cumplido los supuestos establecidos en los acápites I y II del artículo 17 de la ley 
24.660 que correspondieren para cada circunstancia. La ejecución del extrañamiento dará 
por cumplida la pena impuesta originalmente por el Tribunal competente; 
 
b) Extranjeros sometidos a proceso, cuando sobre los mismos recayere condena firme de 
ejecución condicional. La ejecución del extrañamiento dará por cumplida la pena impuesta 
originalmente por el Tribunal competente; 
 
c) El procesamiento de un extranjero sobre el que pesa orden administrativa de expulsión 
firme y consentida, en cuyo caso no procederá el otorgamiento del beneficio de la 
suspensión del juicio a prueba o de medidas curativas, las que serán reemplazadas por la 
ejecución del extrañamiento, dándose por cumplida la carga impuesta al extranjero. 
 
ARTICULO 65. — Ningún extranjero o familiar suyo será privado de su autorización de 
residencia ni expulsado por el solo hecho de no cumplir una obligación emanada de un 
contrato de trabajo, a menos que el cumplimiento de esa obligación constituya condición 
necesaria para dicha autorización o permiso. 



 
ARTICULO 66. — Los extranjeros y sus familiares no podrán ser objeto de medidas de 
expulsión colectiva. Cada caso de expulsión será examinado y decidido individualmente. 
 
ARTICULO 67. — La expulsión no menoscabará por sí sola ninguno de los derechos que 
haya adquirido el migrante de conformidad con la legislación nacional, incluido el derecho 
a recibir los salarios y toda otra prestación que le pudiere corresponder. 
 
ARTICULO 68. — El interesado deberá contar con oportunidad razonable, aún después 
de la partida, para reclamar lo concerniente al pago de los salarios y otras prestaciones 
que le pudieren corresponder, así como para cumplimentar sus obligaciones pendientes. 
Los gastos a que dé lugar el procedimiento de expulsión de un migrante o un familiar suyo 
estarán a cargo de la autoridad de aplicación. Podrá exigírsele que pague sus propios 
gastos de viaje desde el puesto de salida hasta su lugar de destino, sin perjuicio de lo 
previsto en el Título III. 
 
ARTICULO 69. — A aquellos extranjeros a quienes se impidiere hacer abandono del país 
por disposición judicial, la autoridad de migración les concederá autorización de 
"residencia precaria". 
 

CAPITULO II 
 

DE LAS MEDIDAS CAUTELARES 
 
ARTICULO 70. — Firme y consentida la expulsión de un extranjero, el Ministerio del 
Interior o la Dirección Nacional de Migraciones, solicitarán a la autoridad judicial 
competente que ordene su retención, mediante resolución fundada, al solo y único efecto 
de cumplir aquélla. 
 
Excepcionalmente y cuando las características del caso lo justificare, la Dirección 
Nacional de Migraciones o el Ministerio del Interior podrán solicitar a la autoridad judicial 
la retención del extranjero aún cuando la orden de expulsión no se encuentre firme y 
consentida. 
 
Producida tal retención y en el caso que el extranjero retenido alegara ser padre, hijo o 
cónyuge de argentino nativo, siempre que el matrimonio se hubiese celebrado con 
anterioridad al hecho que motivara la resolución, la Dirección Nacional de Migraciones 
deberá suspender la expulsión y constatar la existencia del vínculo alegado en un plazo 
de cuarenta y ocho (48) horas hábiles. Acreditado que fuera el vínculo el extranjero 
recuperará en forma inmediata su libertad y se habilitará respecto del mismo, un 
procedimiento sumario de regularización migratoria. 
 
En todos los casos el tiempo de retención no podrá exceder el estrictamente 
indispensable para hacer efectiva la expulsión del extranjero. 
 
Producida la retención, se dará inmediato conocimiento de la misma al Juzgado que 
hubiere dictado la orden a tal efecto. 
 
ARTICULO 71. — Hecha efectiva la retención de un extranjero, la autoridad de aplicación, 
podrá disponer su libertad provisoria bajo caución real o juratoria que fijen en cada caso, 
cuando no pueda realizarse la expulsión en un plazo prudencial o medien causas que lo 



justifiquen. Dicha decisión deberá ser puesta en conocimiento del Juez Federal 
competente en forma inmediata. 
 
ARTICULO 72. — La retención se hará efectiva por los organismos integrantes de la 
policía migratoria auxiliar, los que alojarán a los detenidos en sus dependencias o donde 
lo disponga la Dirección Nacional de Migraciones, hasta su salida del territorio nacional. 
 
Cuando por razones de seguridad o por las condiciones personales del expulsado, se 
haga necesaria su custodia hasta el lugar de destino, la autoridad migratoria podrá 
disponerla y requerirla de la policía migratoria auxiliar. En caso de necesidad, podrá 
solicitar asistencia médica. 
 
ARTICULO 73. — Las personas, compañías, empresas, asociaciones o sociedades que 
solicitaren el ingreso, la permanencia o la regularización de la situación migratoria de un 
extranjero en el país, deberán presentar caución suficiente, de acuerdo a lo que 
establezca la reglamentación. 
 

TITULO VI 
 

DEL RÉGIMEN DE LOS RECURSOS 
 

CAPITULO I 
 

DEL RÉGIMEN DE LOS RECURSOS 
 
ARTICULO 74. — Contra las decisiones de la Dirección Nacional de Migraciones que 
revistan carácter de definitivas o que impidan totalmente la tramitación del reclamo o 
pretensión del interesado y contra los interlocutorios de mero trámite que lesionen 
derechos subjetivos o un interés legítimo, procederá la revisión en sede administrativa y 
judicial, cuando: 
 
a) Se deniegue la admisión o la permanencia de un extranjero; 
 
b) Se cancele la autorización de residencia permanente, temporaria o transitoria; 
 
c) Se conmine a un extranjero a hacer abandono del país o se decrete su expulsión; 
 
d) Se resuelva la aplicación de multas y cauciones o su ejecución. 
 
ARTICULO 75. — Podrán ser objeto de Recurso de Reconsideración los actos 
administrativos que resuelvan sobre las cuestiones enumeradas precedentemente. 
 
Dicho recurso se interpondrá contra los actos dictados por la Dirección Nacional de 
Migraciones y serán resueltos por ésta. 
 
En el caso de que el acto hubiese sido dictado por autoridad delegada, ésta será quien 
resuelva, sin perjuicio del derecho de avocación de la mencionada Dirección, salvo que la 
delegación hubiere cesado al tiempo de deducirse el recurso, supuesto en el cual 
resolverá el delegante. 
 



El Recurso de Reconsideración deberá deducirse dentro de los diez (10) días hábiles de 
la notificación fehaciente del acto y ante el mismo órgano que lo dictó. 
 
ARTICULO 76. — La autoridad competente deberá resolver el Recurso de 
Reconsideración deducido, dentro de los treinta (30) días hábiles de su interposición. 
Vencido dicho plazo sin que hubiere una resolución al respecto, podrá reputarse 
denegado tácitamente, sin necesidad de requerir pronto despacho. 
 
ARTICULO 77. — El Recurso de Reconsideración lleva implícito el Recurso Jerárquico en 
Subsidio en el caso de decisiones adoptadas por autoridad delegada. Conforme a ello, 
cuando la reconsideración hubiese sido rechazada —expresa o tácitamente— las 
actuaciones deberán elevarse a la Dirección Nacional de Migraciones dentro del término 
de cinco (5) días hábiles, de oficio —supuesto de denegatoria expresa— o a petición de 
parte —supuesto de silencio—. 
 
Dentro de los cinco (5) días hábiles de recibida por la Dirección Nacional de Migraciones, 
el interesado podrá mejorar o ampliar los fundamentos del recurso. 
 
ARTICULO 78. — Los actos administrativos que resuelvan sobre las cuestiones 
enumeradas en el artículo 74, podrán también ser objeto del Recurso Jerárquico a 
interponerse ante la autoridad emisora del acto recurrido dentro de los quince (15) días 
hábiles de su notificación fehaciente, y será elevado de oficio y dentro del término de 
cinco (5) días hábiles a la Dirección Nacional de Migraciones. 
 
El Organismo citado deberá resolver el Recurso Jerárquico dentro de los treinta (30) días 
hábiles contados desde la recepción de las actuaciones. 
 
La interposición del Recurso Jerárquico no requiere la previa deducción del Recurso de 
Reconsideración. Si se hubiere interpuesto éste, no será indispensable fundar 
nuevamente el Jerárquico. 
 
ARTICULO 79. — Contra los actos dispuestos por la Dirección Nacional de Migraciones 
en los términos del Artículo 74, procederá a opción del interesado, el recurso 
administrativo de alzada o el recurso judicial pertinente. 
 
ARTICULO 80. — La elección de la vía judicial hará perder la administrativa; pero la 
interposición del recurso de alzada no impedirá desistirlo en cualquier estado a fin de 
promover la acción judicial, ni obstará a que se articule ésta una vez resuelto el recurso 
administrativo. 
 
ARTICULO 81. — El Ministro del Interior será competente para resolver en definitiva el 
recurso de alzada. 
 
ARTICULO 82. — La interposición de recursos, administrativos o judiciales, en los casos 
previstos en el artículo 74, suspenderá la ejecución de la medida dictada hasta tanto la 
misma quede firme. 
 
ARTICULO 83. — En los casos no previstos en este Título, serán de aplicación supletoria 
las disposiciones de la ley 19.549, el Decreto N° 1759/72 y sus modificaciones. 
 



ARTICULO 84. — Agotada la vía administrativa a través de los Recursos de 
Reconsideración, Jerárquico o Alzada, queda expedita la vía recursiva judicial. 
 
El plazo para la interposición del respectivo recurso, será de treinta (30) días hábiles a 
contar desde la notificación fehaciente al interesado. 
 
ARTICULO 85. — La parte interesada podrá solicitar judicialmente se libre orden de 
pronto despacho, la cual será procedente cuando la autoridad administrativa hubiere 
dejado vencer los plazos fijados o, en caso de no existir éstos, si hubiere transcurrido un 
plazo que exceda lo razonable para dictaminar. Presentado el pedido, el juez debe 
expedirse sobre su procedencia teniendo en cuenta las circunstancias del caso y, de 
entenderlo procedente, requerirá a la autoridad administrativa interviniente un informe 
acerca de las causas de la demora invocada, fijándole para ello un plazo. La decisión 
judicial será inapelable. 
 
Contestado el requerimiento o vencido el plazo para hacerlo sin haber obtenido la 
resolución pertinente, el juez resolverá lo que corresponda con relación a la mora, 
librando —en su caso— la orden correspondiente a fin de que la autoridad administrativa 
responsable despache las actuaciones en el plazo que se establezca de acuerdo con la 
naturaleza y complejidad del caso pendiente. 
 
ARTICULO 86. — Los extranjeros que se encuentren en territorio nacional y que carezcan 
de medios económicos, tendrán derecho a asistencia jurídica gratuita en aquellos 
procedimientos administrativos y judiciales que puedan llevar a la denegación de su 
entrada, al retorno a su país de origen o a la expulsión del territorio argentino. Además 
tendrán derecho a la asistencia de intérprete/s si no comprenden o hablan el idioma 
oficial. Las reglamentaciones a la presente, que en su caso se dicten, deberán resguardar 
el ejercicio del Derecho Constitucional de defensa. 
 
ARTICULO 87. — La imposibilidad de pago de las tasas establecidas para la interposición 
de recursos no podrán obstaculizar el acceso al régimen de recursos establecido en el 
presente Título. 
 
ARTICULO 88. — La imposibilidad del pago de la tasa prevista para la interposición de los 
recursos, no será obstáculo para acceder al régimen recursivo previsto en el presente 
capítulo. 
 
ARTICULO 89. — El recurso judicial previsto en el artículo 84, como la consecuente 
intervención y decisión del órgano judicial competente para entender respecto de 
aquéllos, se limitarán al control de legalidad, debido proceso y de razonabilidad del acto 
motivo de impugnación. 
 

CAPITULO II 
 

DE LA REVISIÓN DE LOS ACTOS DECISORIOS 
 
ARTICULO 90. — El Ministerio del Interior y la Dirección Nacional de Migraciones podrán 
rever, de oficio o a petición de parte, sus resoluciones y las de las autoridades que actúen 
por delegación. Serán susceptibles de revisión las decisiones cuando se comprueben 
casos de error, omisión o arbitrariedad manifiesta, violaciones al debido proceso, o 
cuando hechos nuevos de suficiente entidad justifiquen dicha medida. 



 
CAPITULO III 

 
DEL COBRO DE MULTAS 

 
ARTICULO 91. — Las multas que se impongan en virtud de lo dispuesto por la presente 
ley, deberán ser abonadas dentro del plazo, en el lugar, forma y destino que determine la 
reglamentación. 
 
ARTICULO 92. — Contra las resoluciones que dispongan la sanción, multa o caución, 
procederá el recurso jerárquico previsto en los artículos 77 y 78, o el judicial contemplado 
en el artículo 84 de la presente. Este último deberá interponerse acreditando 
fehacientemente el previo depósito de la multa o cumplimiento de la caución impuesta. 
 
ARTICULO 93. — Cuando las multas impuestas de acuerdo con la presente ley no 
hubiesen sido satisfechas temporáneamente, la Dirección Nacional de Migraciones, 
perseguirá su cobro judicial, por vía de ejecución fiscal, dentro del término de sesenta (60) 
días de haber quedado firmes. 
 
La certificación emanada de dicho organismo será título ejecutivo suficiente a tales 
efectos. La Justicia Federal será competente para entender en la vía ejecutiva. 
 
ARTICULO 94. — A los fines previstos en el artículo anterior, y en los casos en que deba 
presentarse ante jueces y tribunales, la Dirección Nacional de Migraciones tendrá 
personería para actuar en juicio. 
 
ARTICULO 95. — Los domicilios constituidos en las respectivas actuaciones 
administrativas serán válidos en el procedimiento judicial. 
 

CAPITULO IV 
 

DE LA PRESCRIPCIÓN 
 
ARTICULO 96. — Las infracciones reprimidas con multas, prescribirán a los dos (2) años. 
 
ARTICULO 97. — La prescripción se interrumpirá por la comisión de una nueva infracción 
o por la secuela del procedimiento administrativo o judicial. 
 

TITULO VII 
 

COMPETENCIA 
 
ARTICULO 98. — Serán competentes para entender en lo dispuesto en los Títulos V y VI 
los Juzgados Nacionales de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo Federal o 
los Juzgados Federales del interior del país, hasta tanto se cree un fuero específico en 
materia migratoria. 
 

TITULO VIII 
 

DE LAS TASAS 
 



TASA RETRIBUTIVA DE SERVICIOS 
 
ARTICULO 99. — El Poder Ejecutivo nacional determinará los actos de la Dirección 
Nacional de Migraciones que serán gravados con tasas retributivas de servicios, 
estableciendo los montos, requisitos y modos de su percepción. 
 
ARTICULO 100. — Los servicios de inspección o de contralor migratorio que la Dirección 
Nacional de Migraciones preste en horas o días inhábiles o fuera de sus sedes, a los 
medios de transporte internacional que lleguen o que salgan de la República, se 
encontrarán gravados por las tasas que fije el Poder Ejecutivo al efecto. 
 
ARTICULO 101. — Los fondos provenientes de las tasas percibidas de acuerdo con la 
presente ley, serán depositados en el lugar y la forma establecidos por la reglamentación. 
 

TITULO IX 
 

DE LOS ARGENTINOS EN EL EXTERIOR 
 
ARTICULO 102. — El gobierno de la República Argentina podrá suscribir convenios con 
los Estados en los que residan emigrantes argentinos para asegurarles la igualdad o 
asimilación de los derechos laborales y de seguridad social que rijan en el país receptor. 
Dichos tratados deberán asimismo garantizar a los emigrantes la posibilidad de efectuar 
remesas de fondos para el sostenimiento de sus familiares en la República Argentina. 
 
El Poder Ejecutivo podrá suspender los beneficios otorgados por la presente ley respecto 
de los súbditos de aquellos países que tengan establecidas restricciones para los 
ciudadanos argentinos allí residentes, que afecten gravemente el principio de 
reciprocidad. 
 
ARTICULO 103. — Todo argentino con más de dos (2) años de residencia en el exterior 
que decida retornar al país podrá introducir los bienes de su pertenencia destinados a su 
actividad laboral libre de derechos de importación, tasas, contribuciones y demás 
gravámenes, así como su automóvil, efectos personales y del hogar hasta el monto que 
determine la autoridad competente, hasta el monto y con los alcances que establezca el 
Poder Ejecutivo nacional. 
 
ARTICULO 104. — Las embajadas y consulados de la República Argentina deberán 
contar con los servicios necesarios para mantener informados a los argentinos en el 
exterior de las franquicias y demás exenciones para retornar al país. 
 

TITULO X 
 

DE LA AUTORIDAD DE APLICACIÓN 
 

CAPITULO I 
 

AUTORIDAD DE APLICACIÓN 
 
ARTICULO 105. — La autoridad de aplicación de la presente ley será la Dirección 
Nacional de Migraciones. 
 



ARTICULO 106. — Los poderes públicos impulsarán el fortalecimiento del movimiento 
asociativo entre los inmigrantes y apoyarán a los sindicatos, organizaciones 
empresariales y a las organizaciones no gubernamentales que, sin ánimo de lucro, 
favorezcan su integración social, prestándoles ayuda en la medida de sus posibilidades. 
 

CAPITULO II 
 

DE LA DIRECCION NACIONAL DE MIGRACIONES 
 
ARTICULO 107. — La Dirección Nacional de Migraciones, será el órgano de aplicación de 
la presente ley, con competencia para entender en la admisión, otorgamiento de 
residencias y su extensión, en el Territorio Nacional y en el exterior, pudiendo a esos 
efectos establecer nuevas delegaciones, con el objeto de conceder permisos de ingresos; 
prórrogas de permanencia y cambios de calificación para extranjeros. Asimismo 
controlará el ingreso y egreso de personas al país y ejercerá el control de permanencia y 
el poder de policía de extranjeros en todo el Territorio de la República. 
 
ARTICULO 108. — La Dirección Nacional de Migraciones podrá delegar el ejercicio de 
sus funciones y facultades de la Dirección Nacional de Migraciones en las instituciones 
que constituyan la Policía Migratoria Auxiliar o en otras autoridades, nacionales, 
provinciales o municipales, las que actuarán conforme a las normas y directivas que 
aquella les imparta. 
 

CAPITULO III 
 

DE LA RELACIÓN ENTRE DIRECCION NACIONAL DE MIGRACIONES CON OTROS 
ENTES Y ORGANISMOS 

 
ARTICULO 109. — Los Gobernadores de Provincias y el Jefe de Gobierno de la Ciudad 
de Buenos Aires, en su carácter de agentes naturales del Gobierno Federal, proveerán lo 
necesario para asegurar el cumplimiento de la presente ley en sus respectivas 
jurisdicciones, y designarán los organismos que colaborarán para tales fines con la 
Dirección Nacional de Migraciones. 
 
ARTICULO 110. — Los juzgados federales deberán comunicar a la Dirección Nacional de 
Migraciones sobre las cartas de ciudadanía otorgadas y su cancelación en un plazo no 
mayor de treinta (30) días, para que ésta actualice sus registros. 
 
ARTICULO 111. — Las autoridades competentes que extiendan certificado de defunción 
de extranjeros deberán comunicarlo a la Dirección Nacional de Migraciones en un plazo 
no mayor de quince (15) días, para que ésta actualice sus registros. 
 

CAPITULO IV 
 

DE LOS REGISTROS MIGRATORIOS 
 
ARTICULO 112. — La Dirección Nacional de Migraciones creará aquellos registros que 
resulten necesarios para el cumplimiento de la presente ley. 
 

CAPITULO V 
 



DE LA POLICÍA MIGRATORIA AUXILIAR 
 
ARTICULO 113. — El Ministerio del Interior podrá convenir con los gobernadores de 
provincias y el Jefe de Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires el ejercicio de 
funciones de Policía Migratoria Auxiliar en sus respectivas jurisdicciones y las autoridades 
u organismos provinciales que la cumplirán. 
 
ARTICULO 114. — La Policía Migratoria Auxiliar quedará integrada por la Prefectura 
Naval Argentina, la Gendarmería Nacional, la Policía Aeronáutica Nacional y la Policía 
Federal, las que en tales funciones quedarán obligadas a prestar a la Dirección Nacional 
de Migraciones la colaboración que les requiera. 
 
ARTICULO 115. — La Dirección Nacional de Migraciones, mediante la imputación de un 
porcentaje del producido de las tasas o multas que resulten de la aplicación de la 
presente, podrá solventar los gastos en que incurrieran la Policía Migratoria Auxiliar, las 
autoridades delegadas o aquellas otras con las que hubiera celebrado convenios, en 
cumplimiento de las funciones acordadas. 
 

CAPITULO VI 
 

DELITOS AL ORDEN MIGRATORIO 
 
ARTICULO 116. — Será reprimido con prisión o reclusión de uno (1) a seis (6) años el 
que realizare, promoviere o facilitare el tráfico ilegal de personas desde, en tránsito o con 
destino a la República Argentina. 
 
Se entenderá por tráfico ilegal de personas, la acción de realizar, promover o facilitar el 
cruce ilegal de personas, por los límites fronterizos nacionales con el fin de obtener 
directa o indirectamente un beneficio. 
 
ARTICULO 117. — Será reprimido con prisión o reclusión de uno (1) a seis (6) años el 
que promoviere o facilitare la permanencia ilegal de extranjeros en el Territorio de la 
República Argentina con el fin de obtener directa o indirectamente un beneficio. 
 
ARTICULO 118. — Igual pena se impondrá a quien mediante la presentación de 
documentación material o ideológicamente falsa peticione para un tercero algún tipo de 
beneficio migratorio. 
 
ARTICULO 119. — Será reprimido con prisión o reclusión de DOS (2) a OCHO (8) años el 
que realice las conductas descriptas en el presente capítulo empleando violencia, 
intimidación o engaño o abusando de la necesidad o inexperiencia de la víctima. 
 
(Artículo sustituido por art. 15 de la Ley N° 26.364 B.O. 30/4/2008) 
 
ARTICULO 120. — Las penas descriptas en el presente capítulo se agravarán de tres (3) 
a diez (10) años cuando se verifiquen algunas de las siguientes circunstancias: 
 
a) Si se hiciere de ello una actividad habitual; 
 



b) Interviniere en el hecho un funcionario o empleado público en ejercicio o en ocasión de 
sus funciones o con abuso de su cargo. En este caso se impondrá también inhabilitación 
absoluta perpetua para ejercer cargos públicos. 
 
ARTICULO 121. — Las penas establecidas en el presente capítulo se agravarán de 
CINCO (5) a QUINCE (15) años cuando se hubiere puesto en peligro la vida, la salud o la 
integridad de los migrantes o cuando la víctima sea menor de edad; y de OCHO (8) a 
VEINTE (20) años cuando el tráfico de personas se hubiere efectuado con el objeto de 
cometer actos de terrorismo, actividades de narcotráfico o lavado de dinero. 
 
(Artículo sustituido por art. 16 de la Ley N° 26.364 B.O. 30/4/2008) 
 

TITULO XI 
 

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS Y TRANSITORIAS 
 
ARTICULO 122. — La presente ley entrará en vigencia a partir de su publicación. 
Producida la entrada en vigor de la presente ley, sus normas serán aplicables aún a los 
casos que se encontraren pendientes de una decisión firme a esa fecha. 
 
ARTICULO 123. — La elaboración de la reglamentación de la presente ley estará a cargo 
de la autoridad de aplicación. 
 
ARTICULO 124. — Derógase la ley 22.439, su decreto reglamentario 1023/94 y toda otra 
norma contraria a la presente ley, que no obstante retendrán su validez y vigencia hasta 
tanto se produzca la entrada en vigor de esta última y su reglamentación. 
 
ARTICULO 125. — Ninguna de las disposiciones de la presente ley tendrá por efecto 
eximir a los extranjeros de la obligación de cumplir con la legislación nacional ni de la 
obligación de respetar la identidad cultural de los argentinos. 
 
ARTICULO 126. — Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
 
DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN BUENOS 
AIRES, A LOS DIECISIETE DIAS DEL MES DE DICIEMBRE DEL AÑO DOS MIL TRES. 
 
— REGISTRADA BAJO EL N° 25.871 — 
 
EDUARDO O. CAMAÑO. — DANIEL O. SCIOLI. — Eduardo D. Rollano. — Juan Estrada. 
 
 
 
 
ACUERDOS 
 
Ley 25.902 
 
Apruébase el Acuerdo sobre Residencia para Nacionales de los Estados Partes del 
Mercosur, Bolivia y Chile, suscripto en Brasilia el 6 de diciembre de 2002. 
 
Sancionada: Junio 9 de 2004 



 
Promulgada de Hecho: Julio 13 de 2004 
 
El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, etc. 
sancionan con fuerza de Ley: 
 
ARTICULO 1º — Apruébase el ACUERDO SOBRE RESIDENCIA PARA NACIONALES 
DE LOS ESTADOS PARTES DEL MERCOSUR, BOLIVIA Y CHILE, suscripto en Brasilia 
—REPUBLICA FEDERATIVA DEL BRASIL— el 6 de diciembre de 2002, que consta de 
DIECISEIS (16) artículos, cuya fotocopia autenticada forma parte de la presente ley. 
 
ARTICULO 2º — Comuníquese al Poder Ejecutivo nacional. 
 
DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN BUENOS 
AIRES, A LOS NUEVE DIAS DEL MES DE JUNIO DEL AÑO DOS MIL CUATRO. 
 
— REGISTRADO BAJO EL Nº 25.902 — 
 
EDUARDO O. CAMAÑO. — MARCELO A. GUINLE. — Eduardo D. Rollano. — Juan 
Estrada. 
 
 

ACUERDO SOBRE RESIDENCIA PARA NACIONALES DE LOS ESTADOS PARTES 
DEL MERCOSUR, BOLIVIA Y CHILE 

 
 
La República Argentina, la República Federativa del Brasil, la República de Paraguay y la 
República Oriental del Uruguay, Estados Partes del MERCOSUR, la República de Bolivia 
y la República de Chile, Estados Asociados. 
 
CONSIDERANDO el Tratado de Asunción firmado el 26 de marzo de 1991 entre la 
República Argentina, la República Federativa del Brasil, la República del Paraguay y la 
República Oriental del Uruguay y el Protocolo de Ouro Preto, sobre la estructura 
institucional del MERCOSUR firmado el 17 de diciembre de 1994 por esos mismos 
Estados. 
 
ATENDIENDO la decisión del Consejo del Mercado Común del MERCOSUR Nº 14/96 
"Participación de Terceros Países Asociados en reuniones del MERCOSUR" y la Nº 12/97 
"Participación de Chile en reuniones del MERCOSUR". 
 
EN CONCORDANCIA con la Decisión Nº 07/96 (XI CMC - Fortaleza, 17/96) que motivó la 
necesidad de avanzar en la elaboración de mecanismos comunes, para profundizar la 
cooperación en las áreas de competencia de los respectivos Ministerios del Interior o 
equivalentes. 
 
REAFIRMANDO el deseo de los Estados Partes y Asociados del MERCOSUR de 
fortalecer y profundizar el proceso de integración así como los fraternales vínculos 
existentes entre ellos. 
 
TENIENDO PRESENTE que la implementación de una política de libre circulación de 
personas en la región es esencial para la consecución de esos objetivos. 



 
BUSCANDO solucionar la situación migratoria de los nacionales de los Estados Partes y 
Asociados en la región a fin de fortalecer los lazos que unen a la comunidad regional. 
 
CONVENCIDOS de la importancia de combatir el tráfico de personas para fines de 
explotación laboral y aquellas situaciones que impliquen degradación de la dignidad 
humana, buscando soluciones conjuntas y conciliadoras para los graves problemas que 
asolan a los Estados Partes y Asociados y a la comunidad como un todo, en consonancia 
con el compromiso firmado en el Plan General de Cooperación y Coordinación de 
Seguridad Regional. 
 
RECONOCIENDO el compromiso de los Estados Partes de armonizar sus legislaciones 
para lograr el fortalecimiento del proceso de integración, tal cual fuera dispuesto en el 
artículo 1º del Tratado de Asunción. 
 
PROCURANDO establecer reglas comunes para la tramitación de la autorización de 
residencia de los nacionales de los Estados Partes y Asociados del MERCOSUR. 
 
ACUERDAN: 
 

Artículo 1 
OBJETO 

 
Los nacionales de un Estado Parte que deseen residir en el territorio de otro Estado Parte 
podrán obtener una residencia legal en este último, de conformidad con los términos de 
este Acuerdo, mediante la acreditación de su nacionalidad y presentación de los 
requisitos previstos en el artículo 4º del presente. 
 

Artículo 2 
DEFINICIONES 

 
Los términos utilizados en el presente Acuerdo, deberán interpretarse con el siguiente 
alcance: 
 
"Estados Partes": Estados miembros y Países asociados del MERCOSUR; 
 
"Nacionales de una Parte": son las personas que poseen nacionalidad originaria de uno 
de los Estados Partes o nacionalidad adquirida por naturalización y ostentaran dicho 
beneficio desde hace cinco años; 
 
"lnmigrantes": son los nacionales de las Partes que deseen establecerse en el territorio de 
la otra Parte; 
 
"País de origen": es el país de nacionalidad de los inmigrantes; 
 
"País de recepción" es el país de la nueva residencia de los inmigrantes. 
 

Artículo 3 
AMBITO DE APLICACION 

 
El presente Acuerdo se aplica a: 



 
1) Nacionales de una Parte, que deseen establecerse en el territorio de la otra, y que 
presenten ante la sede consular respectiva su solicitud de ingreso al país y la 
documentación que se determina en el articulado siguiente; 
 
2) Nacionales de una Parte, que se encuentren en el territorio de otra Parte deseando 
establecerse en el mismo, y que presenten ante los servicios de migración su solicitud de 
regularización y la documentación que se determina en el articulado siguiente. 
 
El procedimiento previsto en el párrafo 2 se aplicará con independencia de la condición 
migratoria con la que hubiera ingresado el peticionante al territorio del país de recepción, 
e implicará la exención del pago de multas u otras sanciones más gravosas. 
 

Artículo 4 
TIPO DE RESIDENCIA A OTORGAR Y REQUISITOS 

 
1. A los peticionantes comprendidos en los párrafos 1 y 2 del artículo 3º, la representación 
consular o los servicios de migraciones correspondientes, según sea el caso, podrá 
otorgar una residencia temporaria de hasta dos años, previa presentación de la siguiente 
documentación: 
 
a) Pasaporte válido y vigente o cédula de identidad o certificado de nacionalidad expedido 
por el agente consular del país de origen del peticionante acreditado en el país de 
recepción, de modo tal que resulte acreditada la identidad y nacionalidad del peticionante; 
 
b) Partida de nacimiento y comprobación de estado civil de la persona y certificado de 
nacionalización o naturalización, cuando fuere el caso; 
 
c) Certificado que acredite la carencia de antecedentes judiciales y/o penales y/o 
policiales en el país de origen o en los que hubiera residido el peticionante durante los 
cinco años anteriores a su arribo al país de recepción o a su petición ante el Consulado, 
según sea el caso; 
 
d) Declaración jurada de carencia de antecedentes internacionales penales o policiales; 
 
e) Certificado que acredite la carencia de antecedentes judiciales y/o penales y/o 
policiales del peticionante en el país de recepción, si se tratare de nacionales 
comprendidos en el párrafo 2 del Artículo 3º del presente Acuerdo; 
 
f) Si fuere exigido por la legislación interna del Estado Parte de ingreso, certificado médico 
expedido por autoridad médica migratoria u otra sanitaria oficial del país de origen o 
recepción, según corresponda, del que surja la aptitud psicofísica del peticionante de 
conformidad con las normas internas del país de recepción; 
 
g) Pago de la tasa retributiva de servicios, conforme lo dispongan las respectivas 
legislaciones internas. 
 
2. A los efectos de la legalización de los documentos, cuando la solicitud se tramite en 
sede consular, bastará la certificación de su autenticidad, conforme a los procedimientos 
establecidos en el país del cual el documento procede. Cuando la solicitud se tramite ante 
los servicios migratorios, dichos documentos sólo deberán ser certificados por el agente 



consular del país de origen del peticionante acreditado en el país de recepción, sin otro 
recaudo. 
 

Artículo 5 
RESIDENCIA PERMANENTE 

 
La residencia temporaria podrá transformarse en permanente mediante la presentación 
del peticionante ante la autoridad migratoria del país de recepción, dentro de los noventa 
(90) días anteriores al vencimiento de la misma, y acompañamiento de la siguiente 
documentación; 
 
a) Constancia de residencia temporaria obtenida de conformidad a los términos del 
presente Acuerdo; 
 
b) Pasaporte válido y vigente o cédula de identidad o certificado de nacionalidad expedido 
por el agente consular del país de origen del peticionante acreditado en el país de 
recepción, de modo tal que, resulte acreditada la identidad del peticionante; 
 
c) Certificado que acredite carencia de antecedentes judiciales y/o penales y/o policiales 
en el país de recepción; 
 
d) Acreditación de medios de vida lícitos que permitan la subsistencia del peticionante y 
su grupo familiar conviviente; 
 
e) Pago de la tasa retributiva de servicios ante el respectivo servicio de migración, 
conforme lo dispongan las respectivas legislaciones internas. 
 

Artículo 6 
NO PRESENTACIÓN EN TERMINO 

 
Los inmigrantes que una vez vencida la residencia temporaria de hasta dos años otorgada 
en virtud del artículo 4º del presente, no se presentaran ante la autoridad migratoria de 
país de recepción, quedarán sometidos a la legislación migratoria interna de cada Estado 
Parte. 
 

Artículo 7 
INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN 

 
Las Partes se comunicarán sus respectivas reglamentaciones nacionales sobre 
inmigración, así como, en caso de producirse sus ulteriores modificaciones, y asegurarán 
a los ciudadanos de los otros Estados Partes que hubiesen obtenido su residencia, un 
tratamiento igualitario en cuanto a derechos civiles de acuerdo con sus respectivas 
legislaciones internas. 
 
Artículo 8 
NORMAS GENERALES SOBRE ENTRADA Y PERMANENCIA 
 
1. Las personas que hayan obtenido su residencia conforme lo dispuesto en el artículo 4º 
y 5º del presente Acuerdo tienen derecho a entrar, salir, circular y permanecer libremente 
en territorio del país de recepción, previo al cumplimiento de las formalidades previstas 



por éste y sin perjuicio de restricciones excepcionales impuestas por razones de orden 
público y seguridad pública. 
 
2. Asimismo, tienen derecho a acceder a: cualquier actividad, tanto por cuenta propia, 
como por cuenta ajena, en las mismas condiciones, que los nacionales de los países de 
recepción, de acuerdo con las normas legales de cada país. 
 

Artículo 9 
DERECHOS DE LOS INMIGRANTES Y DE LOS MIEMBROS DE SUS FAMILIAS 

 
1. IGUALDAD DE DERECHOS CIVILES: Los nacionales de las Partes y sus familias que 
hubieren obtenido residencia en los términos del presente Acuerdo gozarán de los 
mismos derechos y libertades civiles, sociales, culturales y económicas de los nacionales 
del país de recepción, en particular el derecho a trabajar; y ejercer toda actividad lícita en 
las condiciones que disponen las leyes; peticionar a las autoridades; entrar, permanecer, 
transitar y salir del territorio de las Partes; asociarse con fines lícitos y profesar libremente 
su culto, de conformidad a las leyes que reglamenten su ejercicio. 
 
2. REUNION FAMILIAR: A los miembros de la familia que no ostenten la nacionalidad de 
uno de los Estados Partes, se les expedirá una residencia de idéntica vigencia de aquella 
que posea la persona de la cual dependan, siempre y cuando presenten la 
documentación que se establece en el artículo 3, y no posean impedimentos. Si por su 
nacionalidad los miembros de la familia necesitan visación para ingresar al país, deberán 
tramitar la residencia ante la autoridad consular, salvo que de conformidad con la 
normativa interna del país de recepción este último requisito no fuere necesario. 
 
3. TRATO IGUALITARIO CON NACIONALES: Los inmigrantes gozarán en el territorio de 
las Partes, de un trato no menos favorable que el que reciben los nacionales del país de 
recepción, en lo que concierne a la aplicación de la legislación laboral, especialmente en 
materia de remuneraciones, condiciones de trabajo y seguros sociales. 
 
4. COMPROMISO EN MATERIA PREVISIONAL: Las Partes analizarán la factibilidad de 
suscribir convenios de reciprocidad en materia previsional. 
 
5. DERECHO A TRANSFERIR REMESAS: Los inmigrantes de las Partes, tendrán 
derecho a transferir libremente a su país de origen, sus ingresos y ahorros personales, en 
particular los fondos necesarios para el sustento de sus familiares, de conformidad con la 
normativa y la legislación interna en cada una de las Partes. 
 
6. DERECHO DE LOS HIJOS DE LOS INMIGRANTES: Los hijos de los inmigrantes que 
hubieran nacido en el territorio de una de las Partes tendrán derecho a tener un nombre, 
al registro de su nacimiento y a tener una nacionalidad, de conformidad con las 
respectivas legislaciones internas. 
 
Los hijos de los inmigrantes gozarán en el territorio de las Partes, del derecho 
fundamental de acceso a la educación en condiciones de igualdad con los nacionales del 
país de recepción. El acceso a las instituciones de enseñanza preescolar o a las escuelas 
públicas no podrá denegarse o limitarse a causa de la circunstancial situación irregular de 
la permanencia de los padres. 
 

Artículo 10 



PROMOCIÓN DE MEDIDAS RELATIVAS A CONDICIONES LEGALES DE MIGRACION 
Y EMPLEO EN LAS PARTES. 

 
Las Partes establecerán mecanismos de cooperación permanente tendientes a impedir el 
empleo ilegal de los inmigrantes en el territorio de la otra, a cuyo efecto adoptarán entre 
otras, las siguientes medidas: 
 
a) Mecanismos de cooperación entre los organismos de inspección migratoria y laboral, 
destinados a la detección y sanción del empleo ilegal de inmigrantes; 
 
b) Sanciones efectivas a las personas físicas o jurídicas que empleen nacionales de las 
Partes en condiciones ilegales. Dichas medidas no afectarán los derechos que pudieran 
corresponder a los trabajadores inmigrantes, como consecuencia de los trabajos 
realizados en estas condiciones; 
 
c) Mecanismos para la detección y penalización de personas individuales u 
organizaciones que lucren con los movimientos ilegales o clandestinos de trabajadores 
inmigrantes, cuyo objetivo sea el ingreso, la permanencia o el trabajo en condiciones 
abusivas de estas personas o de sus familiares; 
 
d) Las Pares intensificarán las campañas de difusión e información pública, a fin de que 
los potenciales migrantes conozcan sus derechos. 
 

Artículo 11 
APLICACIÓN DE LA NORMA MAS BENÉFICA 

 
El presente Acuerdo será aplicado sin perjuicio de normas o disposiciones internas de 
cada Estado Parte que sean más favorables a los inmigrantes. 
 

Artículo 12 
RELACIÓN CON NORMATIVA ADUANERA 

 
Las disposiciones del presente Acuerdo no incluyen la regularización de eventuales 
bienes y valores que los inmigrantes hayan ingresado provisoriamente en el territorio de 
los Estado Partes. 
 

Artículo 13 
INTERPRETACIÓN Y APLICACIÓN 

 
Los conflictos que se originen en el alcance, interpretación y aplicación del presente 
Acuerdo se solucionarán conforme el mecanismo que se encuentre vigente al momento 
de presentarse el problema y que hubiere sido consensuado entre las Partes. 
 

Artículo 14 
VIGENCIA 

 
El presente Acuerdo entrará en vigencia a partir de la comunicación por los seis Estados 
Partes a la República del Paraguay informando que se ha dado cumplimiento a las 
formalidades internas necesarias para la entrada en vigencia del presente instrumento. 
 

Artículo 15 



DEPOSITO 
 
La República del Paraguay será depositaria del presente Acuerdo y de las notificaciones 
de los demás Estados Partes en cuanto a vigencia y denuncia. La República del Paraguay 
enviará copia debidamente autenticada del presente Acuerdo a las demás Partes. 
 

Artículo 16 
DENUNCIA 

 
Los Estados Partes podrán en cualquier momento denunciar el presente Acuerdo 
mediante notificación escrita dirigida al depositario, que notificará a las demás Partes. La 
denuncia producirá sus efectos a los ciento ochenta (180) días, después de la referida 
notificación. 
 
Hecho en la ciudad de Brasilia, República Federativa del Brasil, a los seis (6) días del mes 
de diciembre de 2002, en un original, en los idiomas español y portugués, siendo ambos 
textos igualmente auténticos. 
 
Eduardo Duhalde  
República Argentina 
 
Fernando Henrique Cardoso 
República Federativa del Brasil 
  
Luis Angel González Macchi 
República del Paraguay 
 
José Batlle Ibánez 
República Oriental del Uruguay  
 
Gonzalo Sánchez de Lozada 
República de Bolivia 
 
Ricardo Lagos Escobar 
República de Chile 
  
Gloria Amarilla 
Directora de Tratados 
 
 
ACUERDOS 
 
Ley 25.903 
 
Apruébase el Acuerdo sobre Residencia para Nacionales de los Estados Partes del 
Mercosur, suscripto en Brasilia el 6 de diciembre de 2002. 
 
Sancionada: Junio 9 de 2004 
 
Promulgada de Hecho: Julio 13 de 2004 
 



El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, etc. 
sancionan con fuerza de Ley: 
 
ARTICULO 1º — Apruébase el ACUERDO SOBRE RESIDENCIA PARA NACIONALES 
DE LOS ESTADOS PARTES DEL MERCOSUR, suscripto en Brasilia —REPUBLICA 
FEDERATIVA DEL BRASIL — el 6 de diciembre de 2002, que consta de DIECISEIS (16) 
artículos, cuya fotocopia autenticada forma parte de la presente ley. 
 
ARTICULO 2º — Comuníquese al Poder Ejecutivo nacional. 
 
DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN BUENOS 
AIRES, A LOS NUEVE DIAS DEL MES DE JUNIO DEL AÑO DOS MIL CUATRO. 
 
— REGISTRADO BAJO EL Nº 25.903 — 
 
EDUARDO O. CAMAÑO. — MARCELO A. GUINLE. — Eduardo D. Rollano. — Juan 
Estrada. 
 
 

ACUERDO SOBRE RESIDENCIA PARA NACIONALES DE LOS ESTADOS PARTES 
DEL MERCOSUR 

 
La República Argentina, la República Federativa del Brasil, la República de Paraguay y la 
República Oriental del Uruguay, Estados Partes del MERCOSUR, 
 
CONSIDERANDO el Tratado de Asunción firmado el 26 de marzo de 1991 entre la 
República Argentina, la República Federativa del Brasil, la República del Paraguay y la 
República Oriental del Uruguay y el Protocolo de Ouro Preto, sobre la estructura 
institucional del MERCOSUR firmado el 17 de diciembre de 1994 por esos mismos 
Estados. 
 
EN CONCORDANCIA con la Decisión CMC Nº 07/96 (XI CMC - Fortaleza, 17/96) que 
motivó la necesidad de avanzar en la elaboración de mecanismos comunes, para 
profundizar la cooperación en las áreas de competencia de los respectivos Ministerios del 
Interior o equivalentes. 
 
REAFIRMANDO el deseo de los Estados Partes del MERCOSUR de fortalecer y 
profundizar el proceso de integración así como los fraternales vínculos existentes entre 
ellos. 
 
TENIENDO PRESENTE que la implementación de una política de libre circulación de 
personas en la región es esencial para la consecución de esos objetivos. 
 
BUSCANDO solucionar la situación migratoria de los nacionales de los Estados Partes en 
la región a fin de fortalecer los lazos que unen a la comunidad regional. 
 
CONVENCIDOS de la importancia de combatir el tráfico de personas para fines de 
explotación laboral y aquellas situaciones que impliquen degradación de la dignidad 
humana, buscando soluciones conjuntas y conciliadoras para los graves problemas que 
asolan a los Estados Partes y a la comunidad como un todo, en consonancia con el 



compromiso firmado en el Plan General de Cooperación y Coordinación de Seguridad 
Regional. 
 
RECONOCIENDO el compromiso de los Estados Partes de armonizar sus legislaciones 
para lograr el fortalecimiento del proceso de integración, tal cual fuera dispuesto en el 
artículo 1º del Tratado de Asunción. 
 
PROCURANDO establecer reglas comunes para la tramitación de la autorización de 
residencia de los nacionales de los Estados Partes del MERCOSUR, 
 
ACUERDAN: 
 

Artículo 1 
OBJETO 

 
Los nacionales de Estado Parte que deseen residir en el territorio de otro Estado Parte 
podrán obtener una residencia legal en este último, de conformidad con los términos de 
este Acuerdo, mediante la acreditación de su nacionalidad y presentación de los 
requisitos previstos en el artículo 4º del presente. 
 

Artículo 2 
DEFINICIONES 

 
Los términos utilizados en el presente Acuerdo, deberán interpretarse con el siguiente 
alcance: 
 
"Estados Partes": Estados partes del MERCOSUR; 
 
"Nacionales de una Parte": son las personas que poseen nacionalidad originaria de uno 
de los Estados Partes o nacionalidad adquirida por naturalización y ostentaran dicho 
beneficio desde hace cinco años; 
 
"Inmigrantes": son los nacionales de las Partes que deseen establecerse en el territorio de 
la otra Parte; 
 
"País de origen": es el país de nacionalidad de los inmigrantes; 
 
"País de recepción" es el país de la nueva residencia de los inmigrantes. 
 

Artículo 3 
ÁMBITO DE APLICACIÓN 

 
El presente Acuerdo se aplica a: 
 
1) Nacionales de una Parte, que deseen establecerse en el territorio de la otra, y que 
presenten ante la sede consular respectiva su solicitud de ingreso al país y la 
documentación que se determina en el articulado siguiente; 
 
2) Nacionales de una Parte, que se encuentren en el territorio de otra Parte deseando 
establecerse en el mismo, y que presenten ante los servicios de migración su solicitud de 
regularización y la documentación que se determina en el articulado siguiente. 



 
El procedimiento previsto en el párrafo 2 se aplicará con independencia de la condición 
migratoria con la que hubiera ingresado el peticionante al territorio del país de recepción, 
e implicará la exención del pago de multas u otras sanciones más gravosas. 
 

Artículo 4 
TIPO DE RESIDENCIA A OTORGAR Y REQUISITOS 

 
1. A los peticionantes comprendidos en los párrafos 1 y 2 del artículo 3º, la representación 
consular o los servicios de migración correspondientes, según sea el caso, podrán otorgar 
una residencia temporaria de hasta dos años, previa presentación de la siguiente 
documentación: 
 
a) Pasaporte válido y vigente o cédula de identidad o certificado de nacionalidad expedido 
por el agente consular del país de origen del peticionante acreditado en el país de 
recepción, de modo tal que resulte acreditada la identidad y nacionalidad del peticionante; 
 
b) Partida de nacimiento y comprobación de estado civil de la persona y certificado de 
nacionalización o naturalización cuando fuere el caso; 
 
c) Certificado que acredite la carencia de antecedentes judiciales y/o penales y/o 
policiales en el país de origen o en los que hubiera residido el peticionante durante los 
cinco años anteriores a su arribo al país de recepción o a su petición ante el Consulado, 
según sea el caso; 
 
d) Declaración jurada de carencia de antecedentes internacionales penales o policiales; 
 
e) Certificado que acredite la carencia de antecedentes judiciales y/o penales y/o 
policiales del peticionante en el país de recepción, si se tratare de nacionales 
comprendidos en el párrafo 2 del Artículo 3º del presente Acuerdo; 
 
f) Si fuere exigido por la legislación interna de los Estados Parte de ingreso, certificado 
médico expedido por autoridad médica migratoria u otra sanitaria oficial del país de origen 
o recepción, según corresponda, del que surja la aptitud psicofísica del peticionante de 
conformidad con las normas internas del país de recepción; 
 
g) Pago de la tasa retributiva de servicios, conforme lo dispongan las respectivas 
legislaciones internas. 
 
2. A los efectos de la legalización de los documentos, cuando la solicitud se tramite en 
sede consular, bastará la certificación de su autenticidad, conforme a los procedimientos 
establecidos en el país del cual el documento procede. Cuando la solicitud se tramite ante 
los servicios migratorios, dichos documentos sólo deberán ser certificados por el agente 
consular del país de origen del peticionante acreditado en el país de recepción, sin otro 
recaudo. 
 

Artículo 5 
RESIDENCIA PERMANENTE 

 
La residencia temporaria podrá transformarse en permanente mediante la presentación 
del peticionante ante la autoridad migratoria del país de recepción, dentro de los noventa 



(90) días anteriores al vencimiento de la misma, y acompañamiento de la siguiente 
documentación: 
 
a) Constancia de residencia temporaria obtenida de conformidad a los términos del 
presente Acuerdo; 
 
b) Pasaporte válido y vigente o cédula de identidad o certificado de nacionalidad expedido 
por el agente consular del país de origen del peticionante acreditado en el país de 
recepción, de modo tal que resulte acreditada la identidad del peticionante; 
 
c) Certificado que acredite carencia de antecedentes judiciales y/o penales y/o policiales 
en el país de recepción; 
 
d) Acreditación de medios de vida lícitos que permitan la subsistencia del peticionante y 
su grupo familiar conviviente; 
 
e) Pago de la tasa retributiva de servicios ante el respectivo servicio de migración, 
conforme lo dispongan las respectivas legislaciones internas. 
 

Artículo 6 
NO PRESENTACIÓN EN TERMINO 

 
Los inmigrantes que una vez vencida la residencia temporaria de hasta dos años otorgada 
en virtud del artículo 4º del presente, no se presentaran ante la autoridad migratoria de 
país de recepción, quedarán sometidos a la legislación migratoria interna de cada Estado 
Parte. 
 

Artículo 7 
INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN 

 
Las Partes se comunicarán sus respectivas reglamentaciones nacionales sobre 
inmigración, así como, en caso de producirse sus ulteriores modificaciones, y asegurarán 
los ciudadanos de los otros Estados Partes que hubiesen obtenido su residencia, un 
tratamiento igualitario en cuanto a derechos civiles de acuerdo con sus respectivas 
legislaciones internas. 
 

Artículo 8 
NORMAS GENERALES SOBRE ENTRADA Y PERMANENCIA 

 
1. Las personas que hayan obtenido su residencia conforme lo dispuesto en el artículo 4º 
y 5º del presente Acuerdo tienen derecho a entrar, salir, circular y permanecer libremente 
en territorio del país de recepción, previo al cumplimiento de las formalidades previstas 
por éste y sin perjuicio de restricciones excepcionales impuestas por razones de orden 
público y seguridad pública. 
 
2. Asimismo, tienen derecho a acceder a cualquier actividad, tanto por cuenta propia 
como por cuenta ajena, en las mismas condiciones que los nacionales de los países de 
recepción, de acuerdo con las normas legales de cada país. 
 

Artículo 9 
DERECHOS DE LOS INMIGRANTES Y DE LOS MIEMBROS DE SUS FAMILIAS 



 
1. IGUALDAD DE DERECHOS CIVILES: Los nacionales de las Partes y sus familias que 
hubieren obtenido residencia en los términos del presente Acuerdo gozarán de los 
mismos derechos y libertades civiles, sociales, culturales y económicas de los nacionales 
del país de recepción, en particular el derecho a trabajar; y ejercer toda actividad lícita en 
las condiciones que disponen las leyes; peticionar a las autoridades; entrar, permanecer, 
transitar y salir del territorio de las Partes; asociarse con fines lícitos y profesar libremente 
su culto, de conformidad a las leyes que reglamenten su ejercicio. 
 
2. REUNIÓN FAMILIAR: A los miembros de la familia que no ostenten la nacionalidad de 
uno de los Estados Parte, se les expedirá una residencia de idéntica vigencia de aquella 
que posea de la persona de la cual dependan, siempre y cuando presenten la 
documentación que se establece en el artículo 3º, y no posean impedimentos. Si por su 
nacionalidad los miembros de la familia necesitan visación para ingresar al país, deberán 
tramitar la residencia ante la autoridad consular, salvo que de conformidad con la 
normativa interna del país de recepción este último requisito no fuere necesario. 
 
3. TRATO IGUALITARIO CON NACIONALES: Los inmigrantes gozarán en el territorio de 
las Partes, de un trato no menos favorable que el que reciben los nacionales del país de 
recepción, en lo que concierne a la aplicación de la legislación laboral, especialmente en 
materia de remuneraciones, condiciones de trabajo y seguros sociales. 
 
4. COMPROMISO EN MATERIA PREVISIONAL: Las Partes analizarán la factibilidad de 
suscribir convenios de reciprocidad en materia previsional. 
 
5. DERECHO A TRANSFERIR REMESAS: Los inmigrantes de las Partes, tendrán 
derecho a transferir libremente a su país de origen, sus ingresos y ahorros personales, en 
particular los fondos necesarios para el sustento de sus familiares, de conformidad con la 
normativa y la legislación interna en cada una de las Partes. 
 
6. DERECHO DE LOS HIJOS DE LOS INMIGRANTES: Los hijos de los inmigrantes que 
hubieran nacido en el territorio de una de las Partes tendrán derecho a tener un nombre, 
al registro de su nacimiento y a tener una nacionalidad, de conformidad con las 
respectivas legislaciones internas. 
 
Los hijos de los inmigrantes gozarán en el territorio de las Partes, del derecho 
fundamental de acceso a la educación en condiciones de igualdad con los nacionales del 
país de recepción. 
 
El acceso a las instituciones de enseñanza preescolar o a las escuelas públicas no podrá 
denegarse o limitarse a causa de la circunstancial situación irregular de la permanencia 
de los padres. 
 

Artículo 10 
PROMOCIÓN DE MEDIDAS RELATIVAS A CONDICIONES LEGALES DE MIGRACIÓN 

Y EMPLEO EN LAS PARTES. 
 
Las Partes establecerán mecanismos de cooperación permanente tendientes a impedir el 
empleo ilegal de los inmigrantes en el territorio de la otra, a cuyo efecto adoptarán entre 
otras, las siguientes medidas: 
 



a) Mecanismos de cooperación entre los organismos de inspección migratoria y laboral, 
destinados a la detección y sanción del empleo ilegal de inmigrantes; 
 
b) Sanciones efectivas a las personas físicas o jurídicas que empleen nacionales de las 
Partes en condiciones ilegales. Dichas medidas no afectarán los derechos que pudieran 
corresponder a los trabajadores inmigrantes, como consecuencia de los trabajos 
realizados en estas condiciones; 
 
c) Mecanismos para la detección y penalización de personas individuales u 
organizaciones que lucren con los movimientos ilegales o clandestinos de trabajadores 
inmigrantes, cuyo objetivo sea el ingreso, la permanencia o el trabajo en condiciones 
abusivas de estas personas o de sus familiares; 
 
d) Las Partes intensificarán las campañas de difusión e información pública, a fin de que 
los potenciales migrantes conozcan sus derechos. 
 

Artículo 11 
APLICACIÓN DE LA NORMA MAS BENÉFICA 

 
El presente Acuerdo será aplicado sin perjuicio de normas o disposiciones internas de 
cada Estado Parte que sean más favorables a los inmigrantes. 
 

Artículo 12 
RELACIÓN CON NORMATIVA ADUANERA 

 
Las disposiciones del presente Acuerdo no incluyen la regularización de eventuales 
bienes y valores que los inmigrantes hayan ingresado provisoriamente en el territorio de 
los Estados Partes. 
 

Artículo 13 
INTERPRETACIÓN Y APLICACIÓN 

 
Los conflictos que se originen en el alcance, interpretación y aplicación del presente 
Acuerdo se solucionarán conforme el mecanismo que se encuentre vigente al momento 
de presentarse el problema y que hubiere sido consensuado entre las Partes. 
 

Artículo 14 
VIGENCIA 

 
 
El presente Acuerdo entrará en vigencia a partir de la comunicación por los cuatro 
Estados Partes a la República del Paraguay, informando que se ha dado cumplimiento a 
las formalidades internas necesarias para la entrada en vigencia del presente instrumento. 
 

Artículo 15 
DEPOSITO 

 
La República del Paraguay será depositaria del presente Acuerdo y de las notificaciones 
de los demás Estados Partes en cuanto a vigencia y denuncia. La República del Paraguay 
enviará copia debidamente autenticada del presente Acuerdo a las demás Partes. 
 



Artículo 16 
DENUNCIA 

 
Los Estados Partes podrán en cualquier momento denunciar el presente Acuerdo 
mediante notificación escrita dirigida al depositario, que notificará a las demás Partes. La 
denuncia producirá sus efectos a los ciento ochenta (180) días, después de la referida 
notificación. 
 
Hecho en la ciudad de Brasilia, República Federativa del Brasil, a los seis (6) días del mes 
de diciembre de 2002, en un original; en los idiomas español y portugués, siendo ambos 
textos igualmente auténticos. 
 
Eduardo Duhalde 
República Argentina 
 
Fernando Henrique Cardoso 
República Federativa del Brasil 
 
Luis Angel González Macchi 
República del Paraguay 
 
José Batlle Ibánez 
República Oriental del Uruguay 
  
Gloria Amarilla 
Directora de Tratados 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



REPÚBLICA FEDERATIVA DE BRASIL 
 
DECRETO Nº 6.964, DE 29 DE SETEMBRO DE 2009. 
 
Promulga o Acordo sobre Residência para Nacionais dos Estados Partes do MERCOSUL, 
assinado por ocasião da XXIII Reunião do Conselho do Mercado Comum, realizada em 
Brasília, nos dias 5 e 6 de dezembro de 2002. 
 
O PRESIDENTE DA REPÚBLICA, no uso da atribuição que lhe confere o art. 84, inciso 
IV, da Constituição, e  
 
Considerando que o Congresso Nacional aprovou, por meio do Decreto Legislativo no 
210, de 20 de maio de 2004, o Acordo sobre Residência para Nacionais dos Estados 
Partes do MERCOSUL, assinado por ocasião da XXIII Reunião do Conselho do Mercado 
Comum, realizada em Brasília, nos dias 5 e 6 de dezembro de 2002; 
 
Considerando que o Governo brasileiro depositou o instrumento de ratificação do referido 
Acordo junto ao Departamento de Tratados do Ministério das Relações Exteriores do 
Paraguai, em 23 de agosto de 2004; 
 
Considerando que o Acordo entrou em vigor para o Brasil, no plano jurídico externo, em 
28 de julho de 2009; 
 
DECRETA: 
 
Art. 1° O Acordo sobre Residência para Nacionais dos Estados Partes do MERCOSUL, 
assinado por ocasião da XXIII Reunião do Conselho do Mercado Comum, realizada em 
Brasília, nos dias 5 e 6 de dezembro de 2002, apenso por cópia ao presente Decreto, 
será executado e cumprido tão inteiramente como nele se contém. 
 
Art. 2° São sujeitos à aprovação do Congresso Nacional quaisquer atos que possam 
resultar em revisão do referido Acordo, bem como quaisquer ajustes complementares 
que, nos termos do inciso I do art. 49 da Constituição, acarretem encargos ou 
compromissos gravosos ao patrimônio nacional. 
 
Art. 3° Este Decreto entra em vigor na data de sua publicação. 
 
Brasília, 29 de setembro de 2009; 188o da Independência e 121o da República. 
 
LUIZ INÁCIO LULA DA SILVA 
Celso Luiz Nunes Amorim 
 
 
DECRETO Nº 6.975, DE 7 DE OUTUBRO DE 2009. 
 
Promulga o Acordo sobre Residência para Nacionais dos Estados Partes do Mercado 
Comum do Sul – Mercosul, Bolívia e Chile, assinado por ocasião da XXIII Reunião do 
Conselho do Mercado Comum, realizada em Brasília nos dias 5 e 6 de dezembro de 
2002. 
 



O PRESIDENTE DA REPÚBLICA, no uso da atribuição que lhe confere o art. 84, inciso 
IV, da Constituição, e 
 
Considerando que o Congresso Nacional aprovou, por meio do Decreto Legislativo no 
925, de 15 de setembro de 2005, o Acordo sobre Residência para Nacionais dos Estados 
Partes do Mercado Comum do Sul - Mercosul, Bolívia e Chile, assinado por ocasião da 
XXIII Reunião do Conselho do Mercado Comum, realizada em Brasília, nos dias 5 e 6 de 
dezembro de 2002; 
 
Considerando que o Governo brasileiro depositou o instrumento de ratificação do referido 
Acordo junto ao Departamento de Tratados do Ministério das Relações Exteriores do 
Paraguai, em 18 de outubro de 2005; 
 
Considerando que o Acordo entrou em vigor para o Brasil, no plano jurídico externo, em 
28 de julho de 2009; 
 
DECRETA: 
 
Art. 1° O Acordo sobre Residência para Nacionais dos Estados Partes do Mercado 
Comum do Sul - Mercosul, Bolívia e Chile, assinado por ocasião da XXIII Reunião do 
Conselho do Mercado Comum, realizada em Brasília nos dias 5 e 6 de dezembro de 
2002, apenso por cópia ao presente Decreto, será executado e cumprido tão inteiramente 
como nele se contém. 
 
Art. 2° São sujeitos à aprovação do Congresso Nacional quaisquer atos que possam 
resultar em revisão do referido Acordo, bem como quaisquer ajustes complementares 
que, nos termos do inciso I do art. 49 da Constituição, acarretem encargos ou 
compromissos gravosos ao patrimônio nacional. 
 
Art. 3° Este Decreto entra em vigor na data de sua publicação. 
 
Brasília, 7 de outubro de 2009; 188o da Independência e 121o da República. 
 
LUIZ INÁCIO LULA DA SILVA 
Celso Luiz Nunes Amorim 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



REPÚBLICA DEL PARAGUAY 
 
PODER LEGISLATIVO 
 
LEY N° 3565 
 
QUE APRUEBA EL ACUERDO SOBRE RESIDENCIA PARA NACIONALES DE LOS 
ESTADOS PARTES DEL MERCOSUR 
 

EL CONGRESO DE LA NACIÓN PARAGUAYA SANCIONA CON FUERZA DE LEY 
 
Artículo 1°.- Apruébase el “Acuerdo sobre Residencia para Nacionales de los Estados 
Partes del MERCOSUR”, sucrito en la ciudad de Brasilia, República Federativa del Brasil, 
el 6 de diciembre de 2002, cuyo texto es como sigue:  
 
“ACUERDO SOBRE RESIDENCIA PARA NACIONALES DE LOS ESTADOS PARTES 
DEL MERCOSUR 
 
La República Argentina, la República Federativa del Brasil, la República del Paraguay y la 
República Oriental del Uruguay, Estados Partes del MERCOSUR, 
 
Considerando el Tratado de Asunción firmado el 26 de marzo de 1991 entre la República 
Argentina, la República Federativa del Brasil, la República del Paraguay y la República 
Oriental del Uruguay y el Protocolo de Ouro Preto, sobre la estructura institucional del 
MERCOSUR firmado el 17 de diciembre de 1994 por esos mismos Estados. 
 
En concordancia con la Decisión CMC Nº 07/96 (XI CMC – Fortaleza, 17/ 96) que motivó 
la necesidad de avanzar en la elaboración de mecanismos comunes, para profundizar la 
cooperación en las áreas de competencia de los respectivos Ministerios del Interior o 
equivalentes. 
 
Reafirmando el deseo de los Estados Partes del MERCOSUR de fortalecer y profundizar 
el proceso de integración así como los fraternales vínculos existentes entre ellos. 
 
Teniendo presente que la implementación de una política de libre circulación de personas 
en la región es esencial para la consecución de esos objetivos. 
 
Buscando solucionar la situación migratoria de los nacionales de los Estados Partes en la 
región a fin de fortalecer los lazos que unen a la comunidad regional. 
 
Convencidos de la importancia de combatir el tráfico de personas para fines de 
explotación laboral y aquellas situaciones que impliquen degradación de la dignidad 
humana, buscando soluciones conjuntas y conciliadoras para los graves problemas que 
asolan a los Estados Partes y a la comunidad como un todo, en consonancia con el 
compromiso firmado en el Plan General de Cooperación y Coordinación de Seguridad 
Regional. 
 
 
 



Reconociendo el compromiso de los Estados Partes de armonizar sus legislaciones para 
lograr el fortalecimiento del proceso de integración, tal cual fuera dispuesto en el Artículo 
1º del Tratado de Asunción. 
 
Procurando establecer reglas comunes para la tramitación de la autorización de 
residencia de los nacionales de los Estados Partes del MERCOSUR, 
 
ACUERDAN: 
 

Artículo 1 
OBJETO 

 
Los nacionales de un Estado Parte que deseen residir en el territorio de otro Estado Parte 
podrán obtener una residencia legal en este último, de conformidad con los términos de 
este Acuerdo, mediante la acreditación de su nacionalidad y presentación de los 
requisitos previstos en el Artículo 4° del presente. 
 

Artículo 2 
DEFINICIONES 

 
Los términos utilizados en el presente Acuerdo, deberán interpretarse con el siguiente 
alcance: 
 
“Estados Partes”: Estados Partes del MERCOSUR; 
 
“Nacionales de una Parte”: son las personas que poseen nacionalidad originaria de uno 
de los Estados Partes o nacionalidad adquirida por naturalización y ostentaran dicho 
beneficio desde hace 5 (cinco) años; 
 
“Inmigrantes”: son los nacionales de las Partes que deseen establecerse en el territorio de 
la otra Parte; 
 
“País de origen”: es el país de nacionalidad de los inmigrantes; 
 
“País de recepción”: es el país de la nueva residencia de los inmigrantes. 
 

Artículo 3 
ÁMBITO DE APLICACIÓN 

 
El presente Acuerdo se aplica a:  
 
1) Nacionales de una Parte, que deseen establecerse en el territorio de la otra, y que 
presenten ante la sede consular respectiva su solicitud de ingreso al país y la 
documentación que se determina en el articulado siguiente; 
 
2) Nacionales de una Parte, que se encuentren en el territorio de otra Parte deseando 
establecerse en el mismo, y que presenten ante los servicios de migración su solicitud de 
regularización y la documentación que se determina en el articulado siguiente. 
El procedimiento previsto en el párrafo 2 se aplicará con independencia de la condición 
migratoria con la que hubiera ingresado el peticionante al territorio del país de recepción, 
e implicará la exención del pago de multas u otras sanciones más gravosas. 



 
Artículo 4 

TIPO DE RESIDENCIA A OTORGAR Y REQUISITOS 
 
1. A los peticionantes comprendidos en los párrafos 1 y 2 del Artículo 3º, la representación 
consular o los servicios de migración correspondientes, según sea el caso, podrán otorgar 
una residencia temporaria de hasta 2 (dos) años, previa presentación de la siguiente 
documentación: 
 
a) Pasaporte válido y vigente o cédula de identidad o certificado de nacionalidad expedido 
por el agente consular del país de origen del peticionante acreditado en el país de 
recepción, de modo tal que resulte acreditada la identidad y nacionalidad del peticionante; 
 
b) Partida de nacimiento y comprobación del estado civil de la persona y certificado de 
nacionalización o naturalización, cuando fuere el caso; 
 
c) Certificado que acredite la carencia de antecedentes judiciales y/o penales y/o 
policiales en el país de origen o en los que hubiera residido el peticionante durante los 5 
(cinco) años anteriores a su arribo al país de recepción o a su petición ante el Consulado, 
según sea el caso; 
 
d) Declaración jurada de carencia de antecedentes internacionales penales o policiales; 
 
e) Certificado que acredite la carencia de antecedentes judiciales y/o penales y/o 
policiales del peticionante en el país de recepción, si se tratare de nacionales 
comprendidos en el párrafo 2 del Artículo 3º del presente Acuerdo; 
 
f) Si fuere exigido por la legislación interna de los Estados Partes de ingreso, certificado 
médico expedido por autoridad médica migratoria u otra sanitaria oficial del país de origen 
o recepción, según corresponda, del que surja la aptitud psicofísica del peticionante de 
conformidad con las normas internas del país de recepción; 
 
g) Pago de la tasa retributiva de servicios, conforme lo dispongan las respectivas 
legislaciones internas. 
 
2. A los efectos de la legalización de los documentos, cuando la solicitud se tramite en 
sede consular, bastará la certificación de su autenticidad, conforme a los procedimientos 
establecidos en el país del cual el documento procede. Cuando la solicitud se tramite ante 
los servicios migratorios, dichos documentos sólo deberán ser certificados por el agente 
consular del país de origen del peticionante acreditado en el país de recepción, sin otro 
recaudo.  
 

Artículo 5 
RESIDENCIA PERMANENTE 

 
La residencia temporaria podrá transformarse en permanente mediante la presentación 
del peticionante ante la autoridad migratoria del país de recepción, dentro de los 90 
(noventa) días anteriores al vencimiento de la misma, y acompañamiento de la siguiente 
documentación: 
 



a) Constancia de residencia temporaria obtenida de conformidad a los términos del 
presente Acuerdo; 
 
b) Pasaporte válido y vigente o cédula de identidad o certificado de nacionalidad expedido 
por el agente consular del país de origen del peticionante acreditado en el país de 
recepción, de modo tal que resulte acreditada la identidad del peticionante; 
 
c) Certificado que acredite carencia de antecedentes judiciales y/o penales y/o policiales 
en el país de recepción; 
 
d) Acreditación de medios de vida lícitos que permitan la subsistencia del 
peticionante y su grupo familiar conviviente; 
 
e) Pago de la tasa retributiva de servicios ante el respectivo servicio de migración, 
conforme lo dispongan las respectivas legislaciones internas. 
 

Artículo 6 
NO PRESENTACIÓN EN TÉRMINO 

 
Los inmigrantes que una vez vencida la residencia temporaria de hasta 2 (dos) años 
otorgada en virtud del Artículo 4° del presente, no se presentaran ante la autoridad 
migratoria del país de recepción, quedarán sometidos a la legislación migratoria interna de 
cada Estado Parte. 
 

Artículo 7 
INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN 

 
Las Partes se comunicarán sus respectivas reglamentaciones nacionales sobre 
inmigración, así como, en caso de producirse sus ulteriores modificaciones, y asegurarán 
a los ciudadanos de los otros Estados Partes que hubiesen obtenido su residencia, un 
tratamiento igualitario en cuanto a derechos civiles de acuerdo con sus respectivas 
legislaciones internas.  
 

Artículo 8 
NORMAS GENERALES SOBRE ENTRADA Y PERMANENCIA 

 
1. Las personas que hayan obtenido su residencia conforme lo dispuesto en los Artículo 
4º y 5° del presente Acuerdo tienen derecho a entrar, salir, circular y permanecer 
libremente en el territorio del país de recepción, previo al cumplimiento de las 
formalidades previstas por éste y sin perjuicio de restricciones excepcionales impuestas 
por razones de orden público y seguridad pública. 
 
2. Asimismo, tienen derecho a acceder a cualquier actividad, tanto por cuenta propia 
como por cuenta ajena, en las mismas condiciones que los nacionales de los países de 
recepción, de acuerdo con las normas legales de cada país. 
 

Artículo 9 
DERECHOS DE LOS INMIGRANTES Y DE LOS MIEMBROS DE SUS FAMILIAS 

 
1. IGUALDAD DE DERECHOS CIVILES: Los nacionales de las Partes y sus familias que 
hubieren obtenido residencia en los términos del presente Acuerdo gozarán de los 



mismos derechos y libertades civiles, sociales, culturales y económicas de los nacionales 
del país de recepción, en particular el derecho a trabajar; y ejercer toda actividad lícita en 
las condiciones que disponen las leyes; peticionar a las autoridades; entrar, permanecer, 
transitar y salir del territorio de las Partes; asociarse con fines lícitos y profesar libremente 
su culto, de conformidad a las leyes que reglamenten su ejercicio. 
 
2. REUNIÓN FAMILIAR: A los miembros de la familia que no ostenten la nacionalidad de 
uno de los Estados Partes, se les expedirá una residencia de idéntica vigencia de aquella 
que posea la persona de la cual dependan, siempre y cuando presenten la 
documentación que se establece en el Artículo 3º, y no posean impedimentos. Si por su 
nacionalidad los miembros de la familia necesitan visación para ingresar al país, deberán 
tramitar la residencia ante la autoridad consular, salvo que de conformidad con la 
normativa interna del país de recepción este último requisito no fuere necesario. 
 
3. TRATO IGUALITARIO CON NACIONALES: Los inmigrantes gozarán en el territorio de 
las Partes, de un trato no menos favorable que el que reciben los nacionales del país de 
recepción, en lo que concierne a la aplicación de la legislación laboral, especialmente en 
materia de remuneraciones, condiciones de trabajo y seguros sociales. 
 
4. COMPROMISO EN MATERIA PREVISIONAL: Las Partes analizarán la factibilidad de 
suscribir convenios de reciprocidad en materia provisional. 
 
5. DERECHO A TRANSFERIR REMESAS: Los inmigrantes de las Partes, tendrán 
derecho a transferir libremente a su país de origen, sus ingresos y ahorros personales, en 
particular los fondos necesarios para el sustento de sus familiares, de conformidad con la 
normativa y la legislación interna en cada una de las Partes. 
 
6. DERECHO DE LOS HIJOS DE LOS INMIGRANTES: Los hijos de los inmigrantes que 
hubieran nacido en el territorio de una de las Partes tendrán derecho a tener un nombre, 
al registro de su nacimiento y a tener una nacionalidad, de conformidad con las 
respectivas legislaciones internas. 
 
Los hijos de los inmigrantes gozarán en el territorio de las Partes, del derecho 
fundamental de acceso a la educación en condiciones de igualdad con los nacionales del 
país de recepción. El acceso a las instituciones de enseñanza preescolar o a las escuelas 
públicas no podrá denegarse o limitarse a causa de la circunstancial situación irregular de 
la permanencia de los padres. 
 

Artículo 10 
PROMOCIÓN DE MEDIDAS RELATIVAS A CONDICIONES LEGALES DE MIGRACIÓN 

Y EMPLEO EN LAS PARTES 
 
Las Partes establecerán mecanismos de cooperación permanente tendientes a impedir el 
empleo ilegal de los inmigrantes en el territorio de la otra, a cuyo efecto adoptarán entre 
otras, las siguientes medidas: 
 
a) Mecanismos de cooperación entre los organismos de inspección migratoria y laboral, 
destinados a la detección y sanción del empleo ilegal de inmigrantes; 
 
 



b) Sanciones efectivas a las personas físicas o jurídicas que empleen nacionales de las 
Partes en condiciones ilegales. Dichas medidas no afectarán los derechos que pudieran 
corresponder a los trabajadores inmigrantes, como consecuencia de los trabajos 
realizados en estas condiciones; 
 
c) Mecanismos para la detección y penalización de personas individuales u 
organizaciones que lucren con los movimientos ilegales o clandestinos de trabajadores 
inmigrantes, cuyo objetivo sea el ingreso, la permanencia o el trabajo en condiciones 
abusivas de estas personas o de sus familiares; 
 
d) Las Partes intensificarán las campañas de difusión e información pública, a fin de que 
los potenciales migrantes conozcan sus derechos. 
 

Artículo 11 
APLICACIÓN DE LA NORMA MAS BENÉFICA 

 
El presente Acuerdo será aplicado sin perjuicio de normas o disposiciones internas de 
cada Estado Parte que sean más favorables a los inmigrantes. 
 

Artículo 12 
RELACIÓN CON NORMATIVA ADUANERA 

 
Las disposiciones del presente Acuerdo no incluyen la regularización de eventuales 
bienes y valores que los inmigrantes hayan ingresado provisoriamente en el territorio de 
los Estados Partes. 
 

Artículo 13 
INTERPRETACIÓN Y APLICACIÓN 

 
Los conflictos que se originen en el alcance, interpretación y aplicación del presente 
Acuerdo se solucionarán conforme el mecanismo que se encuentre vigente al momento 
de presentarse el problema y que hubiere sido consensuado entre las Partes. 
 

Artículo 14 
VIGENCIA 

 
El presente Acuerdo entrará en vigencia a partir de la comunicación por los cuatro 
Estados Partes a la República del Paraguay, informando que se ha dado cumplimiento a 
las formalidades internas necesarias para la entrada en vigencia del presente instrumento. 
 

Artículo 15 
DEPÓSITO 

 
La República del Paraguay será depositaria del presente Acuerdo y de las notificaciones 
de los demás Estados Partes en cuanto a vigencia y denuncia. La República del Paraguay 
enviará copia debidamente autenticada del presente Acuerdo a las demás Partes. 
 
 

Artículo 16 
DENUNCIA 

 



Los Estados Partes podrán en cualquier momento denunciar el presente Acuerdo 
mediante notificación escrita dirigida al depositario, que notificará a las demás Partes. La 
denuncia producirá sus efectos a los 180 (ciento ochenta) días, después de la referida 
notificación. 
 
Hecho en la ciudad de Brasilia, República Federativa del Brasil, a los 6 (seis) días del mes 
de diciembre de 2002, en un original, en los idiomas español y portugués, siendo ambos 
textos igualmente auténticos. 
 
Fdo.: Por la República Argentina, Eduardo Duhalde, Presidente de la República. 
 
Fdo.: Por la República Federativa del Brasil, Fernando Henrique Cardoso, Presidente de 
la República. 
 
Fdo.: Por la República del Paraguay, Luis Angel González Macchi, Presidente de la 
República. 
 
Fdo.: Por la República Oriental del Uruguay, Jorge Batlle Ibáñez, Presidente de la 
República.”  
  
Artículo 2°.- Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
   
Aprobado el Proyecto de Ley por la Honorable Cámara de Senadores, a los diez días del 
mes de junio del año dos mil ocho, quedando sancionado el mismo, por la Honorable 
Cámara de Diputados, a los diecisiete días del mes de julio del año dos mil ocho, de 
conformidad a lo dispuesto en el Artículo 204 de la Constitución Nacional. 
 
Enrique Salyn Buzarquis Cáceres           
Presidente                              
H. Cámara de Diputados  
         
Enrique González Quintana   
Presidente  
H. Cámara de Senadores 
 
Francisco José Rivas Almada  
Secretario Parlamentario              
  
Zulma Gómez Cáceres                                                         
Secretaria Parlamentaria 
 
Asunción, 31 de julio de 2008. 
 
Téngase por Ley de la República, publíquese e insértese en el Registro Oficial. 
 
El Presidente de la República 
Nicanor Duarte Frutos 
 
Rubén Ramírez Lezcano 
Ministro de Relaciones Exteriores 
 



 
PODER LEGISLATIVO 
 
LEY Nº 3578 
 
QUE APRUEBA EL ACUERDO SOBRE RESIDENCIA PARA NACIONALES DE LOS 
ESTADOS PARTES DEL MERCOSUR, BOLIVIA Y CHILE 
 

EL CONGRESO DE LA NACIÓN PARAGUAYA SANCIONA CON FUERZA DE LEY 
 
Artículo 1°.- Apruébase el “Acuerdo sobre Residencia para Nacionales de los Estados 
Partes del MERCOSUR, Bolivia y Chile”, suscrito en la ciudad de Brasilia, República 
Federativa del Brasil, el 6 de diciembre de 2002, cuyo texto es como sigue: 
 
“ACUERDO SOBRE RESIDENCIA PARA NACIONALES DE LOS ESTADOS PARTES 

DEL MERCOSUR, BOLIVIA Y CHILE 
 
La República Argentina, la República Federativa del Brasil, la República del Paraguay y la 
República Oriental del Uruguay, Estados Partes del MERCOSUR, la República de Bolivia 
y la República de Chile, Estados Asociados. 
 
Considerando el Tratado de Asunción firmado el 26 de marzo de 1991 entre la República 
Argentina, la República Federativa del Brasil, la República del Paraguay y la República 
Oriental del Uruguay y el Protocolo de Ouro Preto, sobre la estructura institucional del 
MERCOSUR firmado el 17 de diciembre de 1994 por esos mismos Estados. 
 
Atendiendo la decisión del Consejo del Mercado Común del Sur MERCOSUR Nº 14/96 
“Participación de Terceros Países Asociados en Reuniones del MERCOSUR” y la Nº 
12/97 “Participación de Chile en Reuniones del MERCOSUR” 
 
En concordancia con la Decisión Nº 07/96 (XI CMC – Fortaleza, 17/96) que motivó la 
necesidad de avanzar en la elaboración de mecanismos comunes, para profundizar la 
cooperación en las áreas de competencia de los respectivos Ministerios del Interior o 
equivalentes. 
 
Reafirmando el deseo de los Estados Partes y Asociados del MERCOSUR de fortalecer y 
profundizar el proceso de integración así como los fraternales vínculos existentes entre 
ellos. 
 
Teniendo presente que la implementación de una política de libre circulación de personas 
en la región es esencial para la consecución de esos objetivos. 
 
Buscando solucionar la situación migratoria de los nacionales de los Estados Partes y 
Asociados en la región a fin de fortalecer los lazos que unen a la comunidad regional. 
 
Convencidos de la importancia de combatir el tráfico de personas para fines de 
explotación laboral y aquellas situaciones que impliquen degradación de la dignidad 
humana, buscando soluciones conjuntas y conciliadoras para los graves problemas que 
asolan a los Estados Partes y Asociados y a la comunidad como un todo, en consonancia 
con el compromiso firmado en el Plan General de Cooperación y Coordinación de 
Seguridad Regional. 



 
Reconociendo el compromiso de los Estados Partes de armonizar sus legislaciones para 
lograr el fortalecimiento del proceso de integración, tal cual fuera dispuesto en el Artículo 
1 del Tratado de Asunción. 
 
Procurando establecer reglas comunes para la tramitación de la autorización de 
residencia de los nacionales de los Estados Partes y Asociados del MERCOSUR 
 
Acuerdan: 
 

Artículo 1 
OBJETO 

 
Los nacionales de un Estado Parte que deseen residir en el territorio de otro Estado Parte 
podrán obtener una residencia legal en este último, de conformidad con los términos de 
este Acuerdo, mediante la acreditación de su nacionalidad y presentación de los 
requisitos previstos en el Artículo 4 del presente. 
 

Artículo 2 
DEFINICIONES 

 
Los términos utilizados en el presente Acuerdo, deberán interpretarse con el siguiente 
alcance: 
 
“Estados Partes”: Estados miembros y Países asociados del MERCOSUR; 
 
“Nacionales de una Parte”: son las personas que poseen nacionalidad originaria de uno 
de los Estados Partes o nacionalidad adquirida por naturalización y ostentaran dicho 
beneficio desde hace 5 (cinco) años; 
 
“Inmigrantes”: son los nacionales de las Partes que deseen establecerse en el territorio de 
la otra Parte; 
 
“País de origen”: es el país de nacionalidad de los inmigrantes; 
 
“País de recepción”: es el país de la nueva residencia de los inmigrantes. 
 

Artículo 3 
ÁMBITO DE APLICACIÓN 

 
El presente Acuerdo se aplica a:  
 
1) Nacionales de una Parte, que deseen establecerse en el territorio de la otra, y que 
presenten ante la sede consular respectiva su solicitud de ingreso al país y la 
documentación que se determina en el articulado siguiente; 
 
2) Nacionales de una Parte, que se encuentren en el territorio de otra Parte deseando 
establecerse en el mismo, y que presenten ante los servicios de migración su solicitud de 
regularización y la documentación que se determina en el articulado siguiente. 
 



El procedimiento previsto en el párrafo 2 se aplicará con independencia de la condición 
migratoria con la que hubiera ingresado el peticionante al territorio del país de recepción, 
e implicará la exención del pago de multas u otras sanciones más gravosas. 
 

Artículo 4 
TIPO DE RESIDENCIA A OTORGAR Y REQUISITOS 

 
1. A los peticionantes comprendidos en los párrafos 1 y 2 del Artículo 3, la representación 
consular o los servicios de migraciones correspondientes, según sea el caso, podrá 
otorgar una residencia temporaria de hasta 2 (dos) años, previa presentación de la 
siguiente documentación: 
 
a) Pasaporte válido y vigente o cédula de identidad o certificado de nacionalidad expedido 
por el agente consular del país de origen del peticionante acreditado en el país de 
recepción, de modo tal que resulte acreditada la identidad y nacionalidad del peticionante; 
 
b) Partida de nacimiento y comprobación del estado civil de la persona y certificado de 
nacionalización o naturalización, cuando fuere el caso; 
 
c) Certificado que acredite la carencia de antecedentes judiciales y/o penales y/o 
policiales en el país de origen o en los que hubiera residido el peticionante durante los 5 
(cinco) años anteriores a su arribo al país de recepción o a su petición ante el Consulado, 
según sea el caso; 
 
d) Declaración jurada de carencia de antecedentes internacionales penales o policiales; 
 
e) Certificado que acredite la carencia de antecedentes judiciales y/o penales y/o 
policiales del peticionante en el país de recepción, si se tratare de nacionales 
comprendidos en el párrafo 2 del Artículo 3 del presente Acuerdo; 
 
f) Si fuere exigido por la legislación interna del Estado Parte de ingreso, certificado médico 
expedido por autoridad médica migratoria u otra sanitaria oficial del país de origen o 
recepción, según corresponda, del que surja la aptitud psicofísica del peticionante de 
conformidad con las normas internas del país de recepción; 
 
g) Pago de la tasa retributiva de servicios, conforme lo dispongan las respectivas 
legislaciones internas. 
 
2. A los efectos de la legalización de los documentos, cuando la solicitud se tramite en 
sede consular, bastará la certificación de su autenticidad, conforme a los procedimientos 
establecidos en el país del cual el documento procede. Cuando la solicitud se tramite ante 
los servicios migratorios, dichos documentos sólo deberán ser certificados por el agente 
consular del país de origen del peticionante acreditado en el país de recepción, sin otro 
recaudo.  
 

Artículo 5 
RESIDENCIA PERMANENTE 

 
La residencia temporaria podrá transformarse en permanente mediante la presentación 
del peticionante ante la autoridad migratoria del país de recepción, dentro de los 90 



(noventa) días anteriores al vencimiento de la misma, y acompañamiento de la siguiente 
documentación; 
 
a) Constancia de residencia temporaria obtenida de conformidad a los términos del 
presente Acuerdo; 
 
b) Pasaporte válido y vigente o cédula de identidad o certificado de nacionalidad expedido 
por el agente consular del país de origen del peticionante acreditado en el país de 
recepción, de modo tal que resulte acreditada la identidad del peticionante; 
 
c) Certificado que acredite carencia de antecedentes judiciales y/o penales y/o policiales 
en el país de recepción; 
 
d) Acreditación de medios de vida lícitos que permitan la subsistencia del peticionante y 
su grupo familiar conviviente; 
 
e) Pago de la tasa retributiva de servicios ante el respectivo servicio de migración, 
conforme lo dispongan las respectivas legislaciones internas. 
 

Artículo 6 
NO PRESENTACIÓN EN TÉRMINO 

 
Los inmigrantes que una vez vencida la residencia temporaria de hasta 2 (dos) años 
otorgada en virtud del Artículo 4 del presente, no se presentaran ante la autoridad 
migratoria del país de recepción, quedarán sometidos a la legislación migratoria interna de 
cada Estado Parte. 
 

Artículo 7 
INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN 

 
Las Partes se comunicarán sus respectivas reglamentaciones nacionales sobre 
inmigración, así como, en caso de producirse sus ulteriores modificaciones, y asegurarán 
a los ciudadanos de los otros Estados Partes que hubiesen obtenido su residencia, un 
tratamiento igualitario en cuanto a derechos civiles de acuerdo con sus respectivas 
legislaciones internas.  
 

Artículo 8 
NORMAS GENERALES SOBRE ENTRADA Y PERMANENCIA 

 
1. Las personas que hayan obtenido su residencia conforme lo dispuesto en el Artículo 4 y 
5 del presente Acuerdo tienen derecho a entrar, salir, circular y permanecer libremente en 
territorio del país de recepción, previo al cumplimiento de las formalidades previstas por 
éste y sin perjuicio de restricciones excepcionales impuestas por razones de orden 
público y seguridad pública. 
 
 
 
2. Asimismo, tienen derecho a acceder a cualquier actividad, tanto por cuenta propia, 
como por cuenta ajena, en las mismas condiciones que los nacionales de los países de 
recepción, de acuerdo con las normas legales de cada país. 
 



Artículo 9 
DERECHOS DE LOS INMIGRANTES Y DE LOS MIEMBROS DE SUS FAMILIAS 

 
1. IGUALDAD DE DERECHOS CIVILES: Los nacionales de las Partes y sus familias que 
hubieren obtenido residencia en los términos del presente Acuerdo gozarán de los 
mismos derechos y libertades civiles, sociales, culturales y económicas de los nacionales 
del país de recepción, en particular el derecho a trabajar; y ejercer toda actividad lícita en 
las condiciones que disponen las leyes; peticionar a las autoridades; entrar, permanecer, 
transitar y salir del territorio de las Partes; asociarse con fines lícitos y profesar libremente 
su culto, de conformidad a las leyes que reglamenten su ejercicio. 
 
2. REUNION FAMILIAR: A los miembros de la familia que no ostenten la nacionalidad de 
uno de los Estados Partes, se les expedirá una residencia de idéntica vigencia de aquella 
que posea la persona de la cual dependan, siempre y cuando presenten la 
documentación que se establece en el Artículo 3, y no posean impedimentos. Si por su 
nacionalidad los miembros de la familia necesitan visación para ingresar al país, deberán 
tramitar la residencia ante la autoridad consular, salvo que de conformidad con la 
normativa interna del país de recepción este último requisito no fuere necesario 
 
3. TRATO IGUALITARIO CON NACIONALES: Los inmigrantes gozarán en el territorio de 
las Partes, de un trato no menos favorable que el que reciben los nacionales del país de 
recepción, en lo que concierne a la aplicación de la legislación laboral, especialmente en 
materia de remuneraciones, condiciones de trabajo y seguros sociales. 
 
4. COMPROMISO EN MATERIA PREVISIONAL: Las Partes analizarán la factibilidad de 
suscribir convenios de reciprocidad en materia previsional. 
 
5. DERECHO A TRANSFERIR REMESAS: Los inmigrantes de las Partes, tendrán 
derecho a transferir libremente a su país de origen, sus ingresos y ahorros personales, en 
particular los fondos necesarios para el sustento de sus familiares, de conformidad con la 
normativa y la legislación interna en cada una de las Partes. 
 
6. DERECHO DE LOS HIJOS DE LOS INMIGRANTES: Los hijos de los inmigrantes que 
hubieran nacido en el territorio de una de las Partes tendrán derecho a tener un nombre, 
al registro de su nacimiento y a tener una nacionalidad, de conformidad con las 
respectivas legislaciones internas. 
 
Los hijos de los inmigrantes gozarán en el territorio de las Partes, del derecho 
fundamental de acceso a la educación en condiciones de igualdad con los nacionales del 
país de recepción. El acceso a las instituciones de enseñanza preescolar o a las escuelas 
públicas no podrá denegarse o limitarse a causa de la circunstancial situación irregular de 
la permanencia de los padres. 
 

Artículo 10 
PROMOCIÓN DE MEDIDAS RELATIVAS A CONDICIONES LEGALES DE MIGRACIÓN 

Y EMPLEO EN LAS PARTES. 
 
Las Partes establecerán mecanismos de cooperación permanente tendientes a impedir el 
empleo ilegal de los inmigrantes en el territorio de la otra, a cuyo efecto adoptarán entre 
otras, las siguientes medidas: 
 



a) Mecanismos de cooperación entre los organismos de inspección migratoria y laboral, 
destinados a la detección y sanción del empleo ilegal de inmigrantes; 
b) Sanciones efectivas a las personas físicas o jurídicas que empleen nacionales de las 
Partes en condiciones ilegales. Dichas medidas no afectarán los derechos que pudieran 
corresponder a los trabajadores inmigrantes, como consecuencia de los trabajos 
realizados en estas condiciones; 
 
c) Mecanismos para la detección y penalización de personas individuales u 
organizaciones que lucren con los movimientos ilegales o clandestinos de trabajadores 
inmigrantes, cuyo objetivo sea el ingreso, la permanencia o el trabajo en condiciones 
abusivas de estas personas o de sus familiares; 
 
d) Las Partes intensificarán las campañas de difusión e información pública, a fin de que 
los potenciales migrantes conozcan sus derechos. 
 

Artículo 11 
APLICACIÓN DE LA NORMA MAS BENÉFICA 

 
El presente Acuerdo será aplicado sin perjuicio de normas o disposiciones internas de 
cada Estado Parte que sean más favorables a los inmigrantes. 
 

Artículo 12 
RELACIÓN CON NORMATIVA ADUANERA 

 
Las disposiciones del presente Acuerdo no incluyen la regularización de eventuales 
bienes y valores que los inmigrantes hayan ingresado provisoriamente en el territorio de 
los Estado Partes. 
 

Artículo 13 
INTERPRETACIÓN Y APLICACIÓN 

 
Los conflictos que se originen en el alcance, interpretación y aplicación del presente 
Acuerdo se solucionarán conforme el mecanismo que se encuentre vigente al momento 
de presentarse el problema y que hubiere sido consensuado entre las Partes. 
 

Artículo 14 
VIGENCIA 

 
El presente Acuerdo entrará en vigencia a partir de la comunicación por los 6 (seis) 
Estados Partes a la República del Paraguay informando que se ha dado cumplimiento a 
las formalidades internas necesarias para la entrada en vigencia del presente instrumento. 
 

Artículo 15 
DEPÓSITO 

 
La República del Paraguay será depositaria del presente Acuerdo y de las notificaciones 
de los demás Estados Partes en cuanto a vigencia y denuncia. La República del Paraguay 
enviará copia debídamente autenticada del presente Acuerdo a las demás Partes. 
 

Artículo 16 
DENUNCIA 



 
Los Estados Partes podrán en cualquier momento denunciar el presente Acuerdo 
mediante notificación escrita dirigida al depositario, que notificará a las demás Partes. La 
denuncia producirá sus efectos a los 180 (ciento ochenta) días, después de la referida 
notificación. 
 
Hecho en la ciudad de Brasilia, República Federativa del Brasil, a los 6 (seis) días del mes 
de diciembre de 2002, en un original, en los idiomas español y portugués, siendo ambos 
textos igualmente auténticos. 
 
Fdo.: Por la República Argentina, Eduardo Duhalde, Presidente de la República. 
  
Fdo.: Por la República Federativa del Brasil, Fernando Henrique Cardoso, Presidente de 
la República. 
 
Fdo.: Por la República del Paraguay, Luis Angel González Macchi, Presidente de la 
República. 
 
Fdo.: Por la República Oriental del Uruguay, Jorge Batlle Ibáñez, Presidente de la 
República. 
 
Fdo.: Por la República de Bolivia, Gonzalo Sánchez de Lozada, Presidente de la 
República. 
 
Fdo.: Por la República de Chile, Ricardo Lagos Escobar, Presidente de la República.” 
  
Artículo 2°.- Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
 
Aprobado el Proyecto de Ley por la Honorable Cámara de Senadores, a los diez días del 
mes de junio del año dos mil ocho, quedando sancionado el mismo, por la Honorable 
Cámara de Diputados, a los treinta y un días del mes de julio del año dos mil ocho, de 
conformidad a lo dispuesto en el Artículo 204 de la Constitución Nacional. 
 
Enrique Salyn Buzarquis Cáceres      
Presidente                
H. Cámara de Diputados                                        
   
Enrique González Quintana                                                                    
    
Presidente                                                          
H. Cámara de Senadores 
 
Francisco José Rivas Almada                        
Secretario Parlamentario                                 
 
Zulma Gómez Cáceres 
Secretaria Parlamentaria        
 
Asunción, 14 de agosto de 2008 
 
Téngase por Ley de la República, publíquese e insértese en el Registro Oficial. 



 
El Presidente de la República 
Nicanor Duarte Frutos 
 
Rubén Ramírez Lezcano 
Ministro de Relaciones Exteriores 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



REPÚBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY 
 
Ley Nº 18.250 
   
MIGRACIÓN 
 
NORMAS 
   
El Senado y la Cámara de Representantes de la República Oriental del Uruguay, reunidos 
en Asamblea General,  
 
DECRETAN: 
   

CAPÍTULO I 
PRINCIPIOS GENERALES 

 
Artículo 1º.- El Estado uruguayo reconoce como derecho inalienable de las personas 
migrantes y sus familiares sin perjuicio de su situación migratoria, el derecho a la 
migración, el derecho a la reunificación familiar, al debido proceso y acceso a la justicia, 
así como a la igualdad de derechos con los nacionales, sin distinción alguna por motivos 
de sexo, raza, color, idioma, religión o convicción, opinión política o de otra índole, origen 
nacional, étnico o social, nacionalidad, edad, situación económica, patrimonio, estado 
civil, nacimiento o cualquier otra condición. 
 

CAPÍTULO II 
ÁMBITO DE APLICACIÓN 

 
Artículo 2º.- La admisión, el ingreso, la permanencia y el egreso de las personas al 
territorio nacional se regirán por las disposiciones de la Constitución, de la presente ley y 
de la reglamentación que a sus efectos se dicte. 
 
Artículo 3º.- Se entiende por "migrante" toda persona extranjera que ingrese al territorio 
con ánimo de residir y establecerse en él, en forma permanente o temporaria. 
 
Artículo 4º.- El Estado uruguayo garantizará a las personas migrantes los derechos y 
privilegios que acuerden las leyes de la República y los instrumentos internacionales 
ratificados por el país. 
 
Artículo 5º.- Quedan exceptuados del régimen de ingreso, permanencia y salida del país 
establecidos por la presente ley: 
 
1) El personal diplomático y consular de países extranjeros acreditados en la República. 
  
2) Las personas que vinieran en misiones oficiales procedentes de Estados extranjeros o 
de organismos internacionales. 
 
3) El personal extranjero con inmunidades y privilegios diplomáticos de organismos 
internacionales con sede en la República, debidamente acreditados. 
 
  



4) El personal extranjero técnico y administrativo enviado a prestar servicios en las 
misiones diplomáticas, consulares o de organismos internacionales, que gocen de 
inmunidades y privilegios diplomáticos. 
 
5) Los familiares y el personal de servicio extranjero de las personas precedentemente 
mencionadas en los numerales 1) y 3) de este artículo, que gocen de inmunidades y 
privilegios diplomáticos. 
  
6) El personal diplomático y consular de países extranjeros y de organismos 
internacionales, en tránsito por el territorio nacional. 
 
7) Quienes por circunstancias especiales y fundadas determine el Poder Ejecutivo.  
 
Artículo 6º.- En todos los casos las autoridades migratorias deberán obrar conforme lo 
disponen los tratados internacionales suscritos por el Uruguay en materia diplomática y 
consular y las demás leyes especiales o generales vigentes, limitándose en el caso del 
artículo 5º de la presente ley, a controlar la documentación de ingreso y egreso. 
 

CAPÍTULO III 
DERECHOS Y OBLIGACIONES DE LAS PERSONAS EXTRANJERAS 

 
Artículo 7º.- Las personas extranjeras que ingresen y permanezcan en territorio nacional 
en las formas y condiciones establecidas en la presente ley tienen garantizado por el 
Estado uruguayo el derecho a la igualdad de trato con el nacional en tanto sujetos de 
derechos y obligaciones. 
 
Artículo 8º.- Las personas migrantes y sus familiares gozarán de los derechos de salud, 
trabajo, seguridad social, vivienda y educación en pie de igualdad con los nacionales. 
Dichos derechos tendrán la misma protección y amparo en uno y otro caso. 
 
Artículo 9º.- La irregularidad migratoria en ningún caso impedirá que la persona extranjera 
tenga libre acceso a la justicia y a los establecimientos de salud. Las autoridades de 
dichos centros implementarán los servicios necesarios para brindar a las personas 
migrantes la información que posibilite su regularización en el país. 
 
Artículo 10.- El Estado uruguayo garantizará el derecho de las personas migrantes a la 
reunificación familiar con padres, cónyuges, concubinos, hijos solteros menores o 
mayores con discapacidad, de acuerdo al artículo 40 de la Constitución de la República. 
 
Artículo 11.- Los hijos de las personas migrantes gozarán del derecho fundamental de 
acceso a la educación en condiciones de igualdad de trato con los nacionales. El acceso 
de los hijos de trabajadores migrantes a las instituciones de enseñanza pública o privada 
no podrá denegarse ni limitarse a causa de la situación irregular de los padres. 
 
Artículo 12.- Toda persona migrante tendrá derecho a que el Estado le proporcione 
información relativa a sus derechos, deberes y garantías, especialmente en lo que refiere 
a su condición migratoria. 
 
Artículo 13.- El Estado implementará acciones para favorecer la integración sociocultural 
de las personas migrantes en el territorio nacional y su participación en las decisiones de 
la vida pública. 



 
Artículo 14.- El Estado velará por el respeto de la identidad cultural de las personas 
migrantes y de sus familiares y fomentará que éstas mantengan vínculos con sus Estados 
de origen. 
 
Artículo 15.- Las personas migrantes deberán respetar y cumplir las obligaciones de la 
Constitución de la República, los instrumentos internacionales ratificados, leyes, decretos 
y reglamentaciones vigentes. 
 

CAPÍTULO IV 
DEL TRABAJO DE LAS PERSONAS EXTRANJERAS 

 
Artículo 16.- Las personas migrantes tendrán igualdad de trato que las nacionales con 
respecto al ejercicio de una actividad laboral. 
 
Artículo 17.- El Estado adoptará las medidas necesarias para asegurar que las personas 
migrantes no sean privadas de ninguno de los derechos amparados en la legislación 
laboral a causa de irregularidades en su permanencia o empleo. 
 
Artículo 18.- Las personas migrantes gozarán, con respecto a la seguridad social, del 
mismo trato que las nacionales en la medida que cumplan los requisitos previstos en la 
legislación del Estado uruguayo en la materia y de los instrumentos bilaterales y 
multilaterales ratificados por el país. 
 
Artículo 19.- Las personas extranjeras admitidas en la categoría de "residente 
permanente" podrán desarrollar actividad laboral en relaciones de dependencia o por 
cuenta propia amparadas en la legislación laboral vigente. En igual sentido el "residente 
temporario" podrá realizar su actividad laboral en las mismas condiciones durante el 
período concedido para dicha residencia. 
 
Artículo 20.- Las personas extranjeras admitidas en la categoría de "no residente" no 
podrán ejercer actividad laboral alguna fuera de las específicas en su categoría. 
 
Artículo 21.- Las personas físicas o jurídicas que en el territorio nacional ocupen 
trabajadores extranjeros en relación de dependencia deberán cumplir la normativa laboral 
vigente, tal como se aplica a los trabajadores nacionales. 
 
Artículo 22.- Ningún empleador podrá contratar laboralmente a personas extranjeras que 
se encuentren en situación irregular en el territorio nacional. 
 
Artículo 23.- El Estado podrá establecer en determinadas circunstancias políticas que 
determinen categorías limitadas de empleo, funciones, servicios o actividades, de acuerdo 
a la legislación nacional y los instrumentos bilaterales y multilaterales ratificados por el 
país. 
 

CAPÍTULO V 
DE LOS ORGANISMOS COMPETENTES Y SUS ATRIBUCIONES 

 
Artículo 24.- Créase la Junta Nacional de Migración como órgano asesor y coordinador de 
políticas migratorias del Poder Ejecutivo. 
 



Estará integrada por un delegado del Ministerio del Interior, un delegado del Ministerio de 
Relaciones Exteriores y un delegado del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, 
designados por los jerarcas de cada uno de los Ministerios. 
 
La Presidencia será ejercida en forma rotativa por cada una de las Secretarías de Estado, 
con una alternancia por períodos no menores a los seis meses, tomándose las 
resoluciones por consenso. 
 
La Junta Nacional de Migración podrá convocar para consulta o asesoramiento a otras 
instituciones públicas o privadas, representantes de las organizaciones sociales y 
gremiales, representantes de organismos internacionales y expertos, cuando la temática 
así lo imponga. 
 
Artículo 25.- Son competencias de la Junta Nacional de Migración: 
 
A) Proponer las políticas migratorias al Poder Ejecutivo. 
 
B) Proponer la reglamentación de la normativa migratoria. 
 
C) Implementar instancias de coordinación intergubernamental en la aplicación de dichas 
políticas. 
 
D) Asesorar en materia migratoria dentro de la órbita de competencia de cada organismo 
del Estado. 
  
E) Analizar y proponer modificaciones en la normativa migratoria. 
  
F) Procurar el relacionamiento multilateral en la materia. 
 
G) Promover la adopción de decisiones que favorezcan el proceso de integración regional 
en relación con las migraciones intra y extra zona. 
  
H) Promover la adopción de todas las medidas necesarias para lograr una adecuada 
aplicación de las disposiciones migratorias. 
  
I) Actuar como órgano dinamizador de las políticas migratorias. 
 
J) Proponer la implementación de los siguientes programas: de migración selectiva 
relativo a la inmigración de personas extranjeras; de retorno de uruguayos; de la 
vinculación con compatriotas en el exterior y de poblaciones con alta propensión 
migratoria. 
  
K) Implementar cursos de formación y sensibilización a los recursos humanos vinculados 
con la materia con el fin de capacitar sobre la base de los principios que inspiran la 
presente ley. 
  
L) Promover el relevamiento de datos estadísticos sobre el fenómeno migratorio.  
 
Artículo 26.- Créase el Consejo Consultivo Asesor de Migración integrado por las 
organizaciones sociales y gremiales relacionadas con la temática migratoria. 
 



La reglamentación establecerá la forma de funcionamiento y su integración, la que podrá 
modificarse en razón de los asuntos que se sometan a su asesoramiento. 
 
Compete al Consejo Consultivo Asesor de Migración asesorar a la Junta Nacional de 
Migración en los temas relativos a la inmigración y emigración de personas, en el diseño 
de políticas migratorias y en el seguimiento del cumplimiento de la normativa vigente en la 
materia. 
 
Artículo 27.- El Ministerio del Interior tendrá las siguientes atribuciones en materia 
migratoria: 
 
A) Habilitar los lugares por los cuales las personas deben ingresar o egresar del país. 
  
B) Otorgar y cancelar, a las personas extranjeras, la residencia definitiva, en los casos 
señalados en la presente ley. 
  
C) Expulsar a las personas extranjeras según las causales previstas en la presente ley.  
 
Artículo 28.- El Ministerio del Interior podrá, por resolución fundada, delegar en la 
Dirección Nacional de Migración cualquiera de las atribuciones establecidas en el artículo 
27 de la presente ley. 
 
Artículo 29.- La Dirección Nacional de Migración tendrá las siguientes atribuciones: 
 
A) Controlar y fiscalizar el ingreso, permanencia y egreso de personas del país, en 
cumplimiento de las normas legales y reglamentarias vigentes, así como declarar irregular 
el ingreso o permanencia de personas extranjeras cuando no pudieran probar su situación 
migratoria en el país. 
  
B) Rechazar a las personas extranjeras en el momento de ingresar al país, de acuerdo a 
las situaciones previstas en la presente ley. 
  
C) Exigir permiso de viaje a menores de edad de nacionalidad uruguaya o extranjera con 
domicilio o residencia habitual en el país. 
  
D) Registrar las entradas y salidas de las personas del territorio nacional y efectuar las 
estadísticas correspondientes. 
  
E) Controlar la permanencia de las personas extranjeras en relación a su situación 
migratoria en el país. 
  
F) Otorgar y cancelar el permiso de residencia temporaria y autorizar su prórroga. 
  
G) Otorgar la prórroga de permanencia a quienes hubieren ingresado al país como no 
residentes. 
  
H) Autorizar el cambio de categoría a las personas extranjeras que ingresan regularmente 
al país como residentes temporarios o no residentes. 
  
I) Regularizar la situación de las personas migrantes cuando así correspondiere. 
  



J) Inspeccionar los medios de transporte internacional para verificar el cumplimiento de 
las normas vigentes relacionadas con la entrada y salida del país de pasajeros y 
tripulantes. 
  
K) Aplicar las sanciones administrativas que correspondan a quienes infrinjan las normas 
migratorias en los casos previstos en la presente ley y cobrar las multas pertinentes. 
  
L) Percibir y proponer los tributos que por la prestación de servicios pudieran 
corresponder. 
  
M) Disponer medidas de expulsión de residentes temporarios y no residentes cuando así 
lo haya resuelto el Ministerio del Interior. 
  
N) Ejercer las demás atribuciones que le confiere la presente ley y su reglamentación.  
 
Artículo 30.- El Ministerio de Relaciones Exteriores a través de sus Consulados tendrá las 
siguientes atribuciones en materia migratoria: 
 
A) Recibir, controlar e informar las solicitudes de ingreso al país que se tramiten en el 
exterior, para luego remitirlas a la Dirección Nacional de Migración para su 
diligenciamiento de acuerdo a la reglamentación que se dicte al efecto. 
  
B) Otorgar visas de ingreso al país en las categorías previstas en la presente ley y su 
reglamentación. 
  
C) Difundir las políticas y programas del Estado uruguayo en materia migratoria.  
 

CAPÍTULO VI 
CATEGORÍAS MIGRATORIAS 

 
Artículo 31.- Las personas extranjeras serán admitidas para ingresar y permanecer en el 
territorio nacional en las categorías de no residente y residente. 
 
La categoría de residente se subdivide en residente permanente y temporario. 
 
Artículo 32.- Se considera residente permanente la persona extranjera que ingresa al país 
con el ánimo de establecerse definitivamente y que reúna las condiciones legales para 
ello. 
 
Artículo 33.- Tendrán la categoría de residentes permanentes los cónyuges, concubinos, 
padres y nietos de uruguayos, bastando para ello acreditar dicho vínculo ante las 
autoridades de la Dirección Nacional de Migración. 
 
Artículo 34.- Se considera residente temporario la persona extranjera que ingresa al país 
a desarrollar una actividad por un plazo determinado. 
 
Podrán ser consideradas dentro de esta categoría las siguientes actividades sin perjuicio 
de las que se puedan establecer mediante la correspondiente reglamentación: 
 
A) Trabajadores migrantes.  
B) Científicos, investigadores y académicos.  



C) Profesionales, técnicos y personal especializado.  
D) Estudiantes, becarios y pasantes.  
E) Personas de negocios, empresarios, directores, gerentes y consultores.  
F) Periodistas.  
G) Deportistas.  
H) Artistas.  
I) Religiosos.  
 
Asimismo estarán comprendidos: 
 
A) Cónyuges, hijos menores y padres de las personas mencionadas en los literales 
anteriores del presente artículo. 
  
B) Personas que ingresen al país por razones humanitarias. 
  
C) Aquellos que sin estar comprendidos en los literales anteriores del presente artículo 
fueran autorizados por el Poder Ejecutivo por resolución fundada.  
 
Los ciudadanos de los Estados miembros del MERCOSUR y Estados Asociados tendrán 
también esta categoría cuando así lo soliciten. 
 
Artículo 35.- Mientras se encuentren vigentes los plazos de permanencia, las personas 
con residencia temporaria podrán entrar y salir del territorio nacional cuantas veces lo 
estimen conveniente, bastando para ello acreditar su condición en la forma que 
establezca la reglamentación. 
 
Artículo 36.- Se considera no residente a la persona extranjera que ingresa al país sin 
ánimo de permanecer en forma definitiva ni temporaria en el territorio nacional. 
 
Integran esta categoría migratoria: 
 
1) Turistas. Las personas extranjeras que ingresan al país con fines de recreo, 
esparcimiento o descanso. 
  
2) Invitados por entes públicos o privados en razón de su profesión o arte. 
  
3) Negociantes. 
  
4) Integrantes de espectáculos públicos, artísticos o culturales. 
  
5) Tripulantes de los medios de transporte internacional. 
  
6) Pasajeros en tránsito. 
  
7) Personas en tránsito vecinal fronterizo. 
  
8) Tripulantes de buques de pesca. 
  
9) Tripulantes que realicen trasbordo en el territorio nacional. 
  
10) Personas que vienen a someterse a tratamiento médico. 



  
11) Deportistas. 
  
12) Periodistas y demás profesionales de los medios de comunicación. 
  
13) Todas aquellas personas que sin estar incluidas en los numerales anteriores fueran 
autorizadas expresamente por la Dirección Nacional de Migración.  
 
Artículo 37.- Los requisitos, procedimientos y plazos para obtener la admisión en una u 
otra categoría prevista en la presente ley, serán fijados por la reglamentación que se dicte 
al efecto. 
 
Artículo 38.- Vencidos los plazos de permanencia autorizada, las personas extranjeras 
deberán hacer abandono del país, excepto en aquellos casos en que la Dirección 
Nacional de Migración por razones justificadas prorrogue dicho plazo o que se solicite por 
aquéllas, antes de su vencimiento, el cambio de categoría migratoria. 
 
Artículo 39.- Las personas extranjeras admitidas en alguna de las categorías descriptas, 
podrán solicitar el cambio de una categoría migratoria a otra, siempre que cumplan con 
las exigencias que la reglamentación fije al efecto. 
 

CAPÍTULO VII 
DEL CONTROL DEL INGRESO Y DEL EGRESO 

 
Artículo 40.- El ingreso y el egreso de personas al territorio nacional deberá realizarse por 
los lugares habilitados, munidas de la documentación que la reglamentación determine. 
 
Artículo 41.- Serán documentos hábiles de viaje el pasaporte y los documentos de 
identidad vigentes, así como todos los que la reglamentación establezca. 
 
Artículo 42.- El otorgamiento de la visa consular, en aquellos casos en que sea exigible, 
se regirá por lo dispuesto por los acuerdos y tratados suscritos por la República y por la 
legislación vigente, reservándose el Poder Ejecutivo, por razones fundadas, el derecho a 
no otorgarla. 
 

CAPÍTULO VIII 
DEL DESEMBARCO CONDICIONAL 

 
Artículo 43.- En caso de duda sobre la situación legal o documentaria de personas 
extranjeras se podrá autorizar, con carácter condicional, el ingreso al territorio nacional, 
reteniéndose la documentación presentada, elevando los antecedentes a la Dirección 
Nacional de Migración o a la Justicia Penal, cuando así correspondiere. 
 
Artículo 44.- Asimismo, se podrá autorizar el ingreso condicional al país de las personas 
que no reúnan los requisitos establecidos en la presente ley y su reglamentación, cuando 
existan razones excepcionales de índole humanitaria, interés público o en cumplimiento 
de compromisos internacionales. 
 

CAPÍTULO IX 
DE LOS IMPEDIMENTOS DEL INGRESO Y DE LA PERMANENCIA 

 



Sección I 
Causales de rechazo al ingreso 

 
Artículo 45.- Serán causales de rechazo para el ingreso al país: 
 
A) La falta de documentación requerida para ingresar al país. 
  
B) Haber incurrido o participado en actos de Gobierno o de otro tipo que constituyan 
genocidio, crímenes de guerra o delitos de lesa humanidad o cualquier acto violatorio de 
los derechos humanos establecido como tal en los instrumentos internacionales 
ratificados por el país. 
  
C) Haber sido objeto de medidas de expulsión o de prohibición de reingreso al país y la 
medida no haya sido revocada. 
  
D) Haber sido objeto de condena por delitos relacionados al tráfico y trata de personas, 
lavado de activos, tráfico de estupefacientes y tráfico de armas en el país o fuera de él. 
  
E) Haber intentado ingresar al territorio nacional eludiendo el control migratorio. 
  
F) Razones de orden público de índole sanitaria en concordancia con lo establecido en el 
Reglamento Sanitario Internacional vigente. 
  
G) Razones de orden público o de seguridad del Estado determinadas por el Poder 
Ejecutivo.  
 
Sin perjuicio de lo señalado en el artículo 44 de la presente ley, el personal asignado en 
frontera terrestre, marítima, fluvial o aérea, se abstendrá de impedir el ingreso al territorio 
nacional a toda persona que manifieste su intención de solicitar refugio. Esta disposición 
se aplicará aun cuando la persona extranjera no posea documentación exigible por las 
disposiciones legales migratorias o ésta sea visiblemente falsificada o alterada. 
 

Sección II 
Causales de denegatoria de la residencia 

 
Artículo 46.- Son causales de denegatoria de la residencia de las personas: 
 
1) Haber sido procesadas o condenadas por delitos comunes de carácter doloso 
cometidos en el país o fuera de él, que merezcan según las leyes de la República la 
aplicación de penas privativas de libertad mayores a los dos años. 
  
2) Registrar una conducta reiterante en la comisión de delitos.  
 
Para que dichas personas puedan gestionar su residencia deberá haber transcurrido un 
término de cinco años sin haber cometido nuevo delito computado a partir de la condena. 
A tales efectos deberá descontarse, para la determinación del plazo, los días que el 
agente permaneciese privado de su libertad a raíz de la detención preventiva o por el 
cumplimiento de la pena. 
 

CAPÍTULO X 
CANCELACIÓN DE LA RESIDENCIA Y DE LA PERMANENCIA 



 
Sección I 

Roles del Ministerio del Interior 
 
Artículo 47.- El Ministerio del Interior podrá cancelar, en todos los casos, la residencia que 
hubiese otorgado y disponer su consecuente expulsión cuando: 
 
A) La persona extranjera que mediante hechos o actos simulados o fraudulentos hubiere 
logrado obtener la categoría migratoria pertinente. 
  
B) La persona extranjera que en el territorio nacional cometiere delito de carácter doloso y 
fuera condenado con pena de penitenciaría o registrase una conducta reiterante en la 
comisión de delitos, excepto los refugiados. 
  
C) La persona con residencia permanente que se ausentare del país por un plazo superior 
a tres años. 
  
D) La persona con residencia permanente o temporaria que haya ingresado al país a 
través de un programa subvencionado por el Estado uruguayo o haya sido exonerado del 
pago de impuestos, tasas o contribuciones y no cumpliere con las condiciones que dieron 
origen a la subvención o exoneración. 
  
E) La persona con residencia permanente o temporaria que realizare alguna de las 
conductas previstas en los literales B) y D) del artículo 45 de la presente ley. 
  
F) La persona con residencia que cometiere en el país o fuera de él actos de terrorismo o 
cualquier acto violatorio de los derechos humanos establecido como tal en los 
instrumentos internacionales ratificados por el país.  
 
Artículo 48.- La cancelación de la residencia permanente o temporaria no se efectivizará 
en los casos en que la persona extranjera fuera madre, padre, cónyuge o concubino del 
nacional. 
 
Artículo 49.- La resolución administrativa que dispone la cancelación podrá ser impugnada 
por el régimen de recursos previsto en el artículo 317 de la Constitución de la República, 
demás disposiciones legales y concordantes y tendrán efecto suspensivo. 
 
Artículo 50.- La Dirección Nacional de Migración, por resolución fundada, podrá disponer 
la cancelación de la residencia temporaria o del plazo de permanencia autorizada al no 
residente, cuando se hayan desnaturalizado las razones que motivaron su concesión y 
disponer su consecuente expulsión. 
 

Sección II 
Causales de expulsión 

 
Artículo 51.- Serán causales de expulsión del territorio nacional: 
 
A) Haber ingresado al país por punto no habilitado o eludiendo el control migratorio. 
  
B) Haber sido objeto de desembarco condicional a raíz de dudas de la condición legal o 
documentaria. 



  
C) Permanecer en el país una vez vencido el plazo de permanencia autorizado. 
  
D) Haber ingresado al país mediante documentación material o ideológicamente falsa o 
adulterada, en los casos que así lo haya dispuesto la Justicia competente. 
  
E) La ejecución de la medida de cancelación de la residencia temporaria y del plazo de 
permanencia autorizado al no residente. 
  
F) Si habiendo ingresado legítimamente al país posteriormente se comprueba que la 
persona está comprendida en algunas de las hipótesis previstas en los literales B) y D) del 
artículo 45 de la presente ley.  
 
Artículo 52.- La Dirección Nacional de Migración, en los casos previstos en los literales A), 
B) y C) del artículo 51 de la presente ley, atendiendo a las circunstancias del caso -
parentesco con nacional, condiciones personales y sociales del migrante- deberá intimarlo 
previamente a regularizar su situación en el país, en un plazo perentorio, bajo 
apercibimiento de resolverse su expulsión. 
 
Artículo 53.- Las resoluciones administrativas que disponen la expulsión de las personas 
extranjeras serán pasibles de impugnación por el régimen de recursos previsto en el 
artículo 317 de la Constitución de la República, demás disposiciones legales y 
concordantes y tendrán efecto suspensivo. 
 
Artículo 54.- La medida de expulsión recién podrá concretarse cuando la resolución 
denegatoria se encuentre firme. 
 
Artículo 55.- En ningún caso la medida de expulsión menoscabará por sí sola los 
derechos adquiridos por las personas extranjeras a recibir o demandar el pago de sus 
salarios u otras prestaciones que le pudieran corresponder. 
 
Artículo 56.- Queda prohibida la expulsión colectiva de migrantes. 
 

CAPÍTULO XI 
DEL CONTROL DE SALIDA 

 
Artículo 57.- La autoridad migratoria deberá impedir la salida del país de toda persona que 
no se encuentre en posesión de la documentación migratoria que al efecto fije la 
reglamentación de la presente ley. 
 
Tampoco se permitirá la salida cuando exista cierre de frontera dispuesto por la autoridad 
judicial competente. 
 
Los impedimentos de salida del país de personas mayores de edad dispuestos por los 
tribunales jurisdiccionales caducarán al cumplir los cinco años, contados a partir de la 
fecha del auto que lo dispuso. En caso de personas, a cuyo respecto se haya decretado el 
cierre de fronteras por parte de la Justicia Penal, el plazo de prescripción de la pena del 
delito determinará la finalización del mismo. 
 
Si transcurridos los cinco años la sede jurisdiccional competente estimara necesario 
mantener el cierre dispuesto oportunamente, así lo hará saber a la autoridad migratoria. 



 
Los impedimentos de salida del país dispuestos por los tribunales jurisdiccionales con 
respecto a los menores de edad, caducarán al cumplir la mayoría de edad. 
 
En los oficios o comunicaciones dirigidos a las autoridades encargadas de llevar a la 
práctica los impedimentos deberán establecerse los nombres y apellidos, nacionalidad, 
fecha de nacimiento y número de documento de identidad o de viaje. 
 
En caso de carecer de algún dato imprescindible para la correcta identificación de la 
persona impedida, las reparticiones a las que van dirigidas no estarán obligadas a dar 
trámite a la medida dispuesta hasta tanto sea subsanada la omisión. 
 
Los impedimentos de salida dispuestos a personas mayores de edad con anterioridad a la 
promulgación de la presente ley, caducarán a partir de los ciento ochenta días de la 
vigencia de ésta, siempre que hayan transcurrido cinco años desde el auto que lo 
dispuso. 
 

CAPÍTULO XII 
DE LAS EMPRESAS DE TRANSPORTE INTERNACIONAL 

 
Artículo 58.- Las empresas de transporte internacional, sus agentes o representantes, 
intermediarios o comisionistas, deberán registrarse en la Dirección Nacional de Migración, 
cumpliendo los requisitos que al respecto establezca la reglamentación. 
 
Artículo 59.- Las empresas de transporte internacional, sus agentes o representantes, 
intermediarios o comisionistas, serán solidariamente responsables por el transporte y 
custodia de pasajeros y tripulantes, hasta que hubiesen pasado la inspección del control 
migratorio, debiendo cumplir al efecto con las disposiciones de la presente ley y su 
reglamentación, así como demás normas vigentes. 
 
Artículo 60.- Las empresas de transporte internacional, sus agentes o representantes 
legales, intermediarios o comisionistas deberán: 
 
1) Permitir la inspección por parte de la Dirección Nacional de Migración de todos los 
medios de transporte, cuando fuere pertinente.Y 
 
2) Presentar la documentación requerida de los tripulantes y pasajeros y demás 
documentos que establezca la reglamentación.Y 
  
3) No vender pasajes ni transportar pasajeros sin la presentación de la documentación 
requerida a tales efectos, debidamente visada cuando correspondiere. 
  
4) Abonar los gastos que demanden por servicios de inspección o de control migratorio. 
  
5) No permitir el desembarco de pasajeros en una escala técnica, salvo que se 
encuentren expresamente autorizados por la Dirección Nacional de Migración.  
 
Artículo 61.- Los tripulantes y el personal que integra la dotación de un medio de 
transporte internacional deberán estar provistos de la documentación hábil para acreditar 
su identidad y su condición de tripulante o de pertenecer a la dotación de transporte. 
 



Artículo 62.- Al rechazar la autoridad migratoria la admisión de cualquier pasajero 
extranjero al momento de efectuarse el control migratorio de ingreso al país, la empresa 
de transporte, sus agentes o representantes, intermediarios o comisionistas, quedarán 
obligados a reconducirlos a su cargo al país de origen o procedencia o fuera del territorio 
de la República, en el medio de transporte en que llegó. En caso de imposibilidad, la 
empresa es responsable de su reconducción por otro medio, dentro del plazo perentorio 
que se le fije, quedando a su cargo los gastos que ello ocasionare. 
 
Artículo 63.- Las empresas de transporte internacional quedan obligadas a transportar a 
su cargo fuera del territorio uruguayo y en el plazo que se le fije, a toda persona extranjera 
cuya expulsión ordene la autoridad administrativa o judicial competente. 
 
Artículo 64.- La obligación de transporte establecida en el artículo 63 de la presente ley, 
se limita a una plaza cuando el medio de transporte no exceda de doscientas plazas y a 
dos plazas cuando supere dicha cantidad. 
 
Artículo 65.- En caso de deserción de tripulantes o personal de la dotación, el transportista 
queda obligado a reconducirlos a su cargo fuera del territorio nacional, debiendo depositar 
la caución que fije la reglamentación mientras no se haga efectiva la medida. 
 
Artículo 66.- Las obligaciones emergentes de los artículos 62, 63, 64 y 65 de la presente 
ley, son consideradas cargas públicas y su acatamiento no dará lugar a pago o 
indemnización alguna. 
 
Artículo 67.- En caso de que la empresa no diera cumplimiento a las obligaciones 
emergentes de los artículos 62, 63, 64, 65 y 66 de la presente ley, el Ministerio del Interior 
podrá impedir la salida del territorio o de aguas jurisdiccionales nacionales, del medio de 
transporte, hasta tanto la empresa responsable cumpla las obligaciones pertinentes. 
 
Artículo 68.- La Dirección Nacional de Migración autorizará a las empresas de transporte 
internacional o a las agencias de turismo, sus agentes o representantes, intermediarios o 
comisionistas, el desembarco de los pasajeros de los buques, aeronaves u otros medios 
de transporte que hagan escala en puertos o aeropuertos nacionales, en cruceros de 
turismo o por razones de emergencia, en las condiciones que la reglamentación disponga. 
 

CAPÍTULO XIII 
DE LAS SANCIONES ADMINISTRATIVAS Y LAS EXONERACIONES 

 
Artículo 69.- La Dirección Nacional de Migración queda facultada para aplicar multas de 
carácter pecuniario, las que serán fijadas por la reglamentación correspondiente, entre un 
mínimo de 4 UR (cuatro unidades reajustables) y un máximo de 400 UR (cuatrocientas 
unidades reajustables). 
 
Serán pasibles de aplicación de sanciones y multas las empresas de transporte 
internacional terrestres, marítimas, fluviales o aéreas que no cumplan las disposiciones 
migratorias vigentes. 
 
Artículo 70.- La Dirección Nacional de Migración podrá exonerar del pago de la tasa 
correspondiente a sus servicios a aquellas personas que se encuentren en situación de 
pobreza. Dicha situación deberá justificarse fehacientemente, entendiéndose como tal, a 
quien presente carencias críticas en sus condiciones de vida. 



 
Asimismo, y en igualdad de condiciones, podrá exonerar de la tasa correspondiente a sus 
servicios a aquellas personas que sean solicitantes de refugio o refugiadas. 
 

CAPÍTULO XIV 
DE LOS URUGUAYOS EN EL EXTERIOR 

 
Artículo 71.- El Estado uruguayo fomentará la suscripción de convenios con los Estados 
en los que residen nacionales uruguayos, a los efectos de garantizarles la igualdad de 
trato con los nacionales de esos Estados. 
 
Artículo 72.- El Poder Ejecutivo podrá suspender los beneficios que otorga la presente ley 
a los nacionales de los Estados que dicten normas o reglamentos que dispongan 
restricciones a los uruguayos que se encuentren en el territorio de dichos Estados con 
ánimo de permanencia, en tanto se afecte el principio de reciprocidad. 
 
Artículo 73.- El Ministerio de Relaciones Exteriores, a través de la Dirección General para 
Asuntos Consulares y Vinculación, tendrá a su cargo la coordinación de la política 
nacional de vinculación y retorno con la emigración. Planificará, programará y ejecutará 
dicha política en el exterior a través del Servicio Exterior de la República, el que 
considerará especialmente las sugerencias que al efecto emitan los Consejos Consultivos 
en cuanto fuera pertinente. 
 
Artículo 74.- Los Consejos Consultivos son organizaciones representantivas de los 
uruguayos residentes en el exterior cuyo cometido central será la vinculación con el país 
en sus más diversas manifestaciones. 
 
La organización y funcionamiento de los mismos se sustentará sobre la base de principios 
democráticos y la forma organizativa que establezca la reglamentación. 
 
El Servicio Exterior de la República, a través de sus misiones diplomáticas y oficinas 
consulares, los reconocerá como tales y brindará, dentro del ámbito de sus competencias, 
el apoyo que le sea requerido. 
 
Artículo 75.- La declaración de los nacimientos de hijos de padre o madre oriental 
ocurridos en el exterior, podrá hacerse ante los Agentes Consulares de la República con 
jurisdicción. 
 
El Ministerio de Relaciones Exteriores difundirá a través de sus sedes en el exterior la 
disposición que antecede. 
 
Artículo 76.- Todo uruguayo con más de dos años de residencia en el exterior que decida 
retornar al país, podrá introducir libre de todo trámite cambiario y exento de toda clase de 
derechos de aduana, tributos o gravámenes conexos: 
 
A) Los bienes muebles y efectos que alhajan su casa habitación. 
  
B) Las herramientas, máquinas, aparatos e instrumentos vinculados con el ejercicio de su 
profesión, arte u oficio. 
  



C) Por una única vez, un vehículo automotor de su propiedad, el que no podrá ser 
transferido hasta transcurrido un plazo de cuatro años a contar desde su ingreso a la 
República. El régimen a que esté sujeto el automotor deberá constar en los documentos 
de empadronamiento municipal y en el Registro Nacional de Automotores. 
 
El citado vehículo deberá ser empadronado directamente por la persona interesada en la 
Intendencia Municipal correspondiente.  
 

CAPÍTULO XV 
DE LOS DELITOS 

 
Sección I 

Tráfico de personas 
 
Artículo 77.- Quien promoviere, gestionare o facilitare de manera ilegal el ingreso o egreso 
de personas al territorio nacional por los límites fronterizos de la República, con la 
finalidad de obtener un provecho para sí o para un tercero, será castigado con una pena 
de seis meses de prisión a tres años de penitenciaría. Con la misma pena será castigada 
toda persona que en las mismas condiciones favoreciera la permanencia irregular de 
migrantes dentro del territorio uruguayo. 
 

Sección II 
Trata de personas 

 
Artículo 78.- Quien de cualquier manera o por cualquier medio participare en el 
reclutamiento, transporte, transferencia, acogida o el recibo de personas para el trabajo o 
servicios forzados, la esclavitud o prácticas similares, la servidumbre, la explotación 
sexual, la remoción y extracción de órganos o cualquier otra actividad que menoscabe la 
dignidad humana, será castigado con una pena de cuatro a dieciséis años de 
penitenciaría. 
 
Artículo 79.- Quien, fuera de los casos previstos en el artículo 78 de la presente ley y con 
los mismos fines, favorezca o facilite la entrada, el tránsito interno o la salida de personas 
del país, será castigado con una pena de dos a ocho años de penitenciaría. 
 
Artículo 80.- Será de aplicación, en lo pertinente, en los casos de trata de personas lo 
dispuesto en los artículos 13 y 14 de la Ley Nº 18.026, de 25 de setiembre de 2006, en 
favor de los denunciantes, víctimas, testigos y familiares. 
 

Sección III 
Agravantes especiales 

 
Artículo 81.- Se consideran agravantes especiales de los delitos descritos en los artículos 
77, 78 y 79 de la presente ley y se incrementarán de un tercio a la mitad las penas en 
ellos establecidos cuando medien las siguientes circunstancias: 
 
A) Cuando se hubiere puesto en peligro la salud o la integridad física de los migrantes. 
  
B) Cuando la víctima se trate de un niño o un adolescente o el agente se haya prevalecido 
de la incapacidad física o intelectual de una persona mayor de dieciocho años. 
  



C) Cuando el agente revista la calidad de funcionario policial o tenga a su cargo la 
seguridad, custodia o el control de las cuestiones relativas a la migración de personas. 
  
D) Cuando el tráfico o la trata de personas se efectuara con violencia, intimidación o 
engaño o abusando de la inexperiencia de la víctima. 
  
E) Cuando el agente hiciere de las actividades mencionadas en los artículos 77, 78 y 79 
de la presente ley su actividad habitual.  
 

CAPÍTULO XVI 
DISPOSICIONES FINALES 

 
Artículo 82.- Excepcionalmente, y por única vez, a las personas extranjeras que hayan 
ingresado al país y se mantengan en situación irregular al momento de la promulgación 
de la presente ley, podrá concedérseles la residencia legal en el país, siempre que 
cumplieren con los requisitos que establezca la reglamentación al efecto. 
 
Artículo 83.- Las disposiciones de la presente ley en lo que refiere a la admisión, ingreso y 
permanencia de las personas extranjeras al territorio nacional, deberán interpretarse y 
aplicarse de modo compatible con el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, el 
Derecho Internacional Humanitario y el Derecho Internacional de los Refugiados y 
especialmente con las disposiciones de la Ley Nº 18.076, de 19 de diciembre de 2006, 
sobre el Estatuto del Refugiado. 
 
Artículo 84.- Deróganse las Leyes Nº 2.096, de 19 de junio de 1890, Nº 8.868, de 19 de 
julio de 1932, y sus modificativas, y Nº 9.604, de 13 de octubre de 1936, y demás normas 
que se opongan a la presente ley. 
   
Sala de Sesiones de la Cámara de Senadores, en Montevideo, a 27 de diciembre de 
2007. 
   
RODOLFO NIN NOVOA, 
Presidente. 
Hugo Rodríguez Filippini, 
Secretario. 
   
MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL 
MINISTERIO DEL INTERIOR  
MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES  
     
Montevideo, 6 de enero de 2008. 
   
Cúmplase, acúsese recibo, comuníquese, publíquese e insértese en el Registro Nacional 
de Leyes y Decretos.  
 
TABARÉ VÁZQUEZ. 
JORGE BRUNI. 
RICARDO BERNAL. 
REINALDO GARGANO. 
 
 



Poder Legislativo 
LEY N° 19.254 
 
El Senado y la Cámara de Representantes de la Re´´ublica Oriental del Uruguay, reunidos 
en Asamblea General, 
 
Decretan 
 
ARTÍCULO 1°.- Sustitúyese el literal B) del artículo 27 de la Ley N° 18.250, de 6 de enero 
de 2008, por el siguiente: 
 
“B) Otorgar y cancelar a las personas extranjeras la residencia definitiva en los casos 
señalados por esta ley, salvo en los de cónyuges, concubinos, padres, hermanos y nietos 
de uruguayos y los nacionales de los Estados Partes del MERCOSUR y Estados 
Asociados, los que serán cometidos del Ministerio de Relaciones Exteriores”. 
 
ARTÍCULO 2°.- Sustitúyese el artículo 33 de la Ley N° 18.250, de 8 de enero de 2008, por 
el siguiente: 
 
“ARTÍCULO 33.- Tendrán la categoría de residentes permanentes: 
 

a) Los cónyuges, concubinos, padres, hermanos y nietos de uruguayos bastando que 
acrediten dicho vínculo. 
 

b) Los nacionales de los Estados Partes del MERCOSUR y Estados Asociados que 
acrediten dicha nacionalidad. 

 
c) La solicitud de trámite de residencia podrá ser presentada ante el Ministerio de 

Relaciones Exteriores o las Oficinas Consulares de la República. 
 

d) El Ministerio de Relaciones Exteriores dará traslado al  Ministerio del Interior a los 
efectos de que se expida respecto de los antecedentes penales del peticionario, 
en un plazo máximo de quince días hábiles. 
 

e) El Ministerio de Relaciones Exteriores deberá expedirse sobre el otorgamiento de 
la residencia solicitada en un plazo no mayor a treinta días hábiles. 

 
f) A los efectos de la reglamentación, los requisitos correspondientes no podrán 

resultar más exigentes que los previstos para tramitar la residencia temporal.” 
 
ARTÍCULO 3°.- El Poder Ejecutivo reglamentará esta ley dentro de los treinta días de su 
publicación. 
 
Sala de Sesiones de la Cámara de Senadores, en Montevideo, a 19 días de agosto de 
2014. 
 
Fdo. 
DANILO ASTORI 
Presidente 
HUGO RODRÍGUEZ FILIPPINI 
Secretario 



ESTADO PLURINACIONAL DE BOLIVIA 
 
LEY N° 2831 
 
LEY DE 3 DE SEPTIEMBRE DE 2004 
 
CARLOS D. MESA GISBERT 
 
PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DE LA REPUBLICA 
 
Por cuanto el Honorable Congreso Nacional, ha sancionado la siguiente Ley: 
 
EL HONORABLE CONGRESO NACIONAL, 
 
D E C R E T A: 
 
ARTICULO ÚNICO.- De conformidad a lo establecido por el Artículo 59°, atribución 12ª, 
de la Constitución Política del Estado, se aprueba la ratificación de Bolivia al Acuerdo 
sobre Residencia para Nacionales de los Estados Parte del MERCOSUR, Bolivia y Chile, 
suscrito en Brasilia, República Federativa del Brasil, el 6 de diciembre de 2002. 
 
Remítase al Poder Ejecutivo, para fines Constitucionales. 
 
Es dada en la Sala de Sesiones del Honorable Congreso Nacional, a los veinticinco días 
del mes de agosto de dos mil cuatro años. 
 
Fdo. Hormando Vaca Diez Vaca Diez, Mario Cossio Cortez, Juan Luis Choque Armijo, 
Marcelo Aramayo P., Erick Reyes Villa B., Ernesto Poppe Murillo. 
 
Por tanto, la promulgo para que se tenga y cumpla como Ley de la República. 
 
Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los tres días del mes de septiembre de dos 
mil cuatro años. 
 
FDO. CARLOS D. MESA GISBERT, Juan Ignacio Siles del Valle, José Antonio Galindo 
Neder. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
REPÚBLICA DE CHILE 
 
Of. Circular N° 26465 
 
MAT: Instruye sobre aplicación del “Acuerdo sobre Residencia de los Estados 
Partes del MERCOSUR, Bolivia y Chile” 
 
SANTIAGO, 04 Dic 2009 
 
DE: Subsecretario del Interior 
A: Según Distribución 
 
En el marco de la XXVI Reunión de Ministros del Interior del MERCOSUR y Estados 
Asociados, se efectuó la “Declaración de Montevideo relativa al Acuerdo sobre Residencia 
para Nacionales de los Estados Partes del MERCOSUR, Bolivia y Chile”, de fecha 2 de 
octubre de 2009, a través de la cual los Estados suscriptores dejan constancia del 
cumplimiento del proceso de internalización a sus respectivas legislaciones internas. 
 
Mediante el Acuerdo en cuestión, los Consulados Chilenos en el exterior, el Departamento 
de Extranjería y Migración del Ministerio del Interior y las Gobernaciones Provinciales, 
podrán otorgar a los nacionales de Argentina, Bolivia, Brasil, Paraguay y Uruguay 
visaciones de residencia temporaria hasta por dos (2) años. Dicha residencia temporaria 
podrá transformarse en permanente, mediante la presentación de la solicitud respectiva 
ante la autoridad migratoria en Chile, dentro de los noventa (90) días anteriores al 
vencimiento de la misma. 
 
A fin de implementar a la brevedad dicho Acuerdo, se solicita a Ud. la aplicación de las 
siguientes medidas, a contar de la fecha del presente oficio: 
 

1) Nacionalidades a las que se aplica: El mencionado Acuerdo de residencia se 
aplica sólo a los ciudadanos argentinos, bolivianos, brasileños, paraguayos y 
uruguayos, independientemente de la actividad que vengan a realizar, siempre y 
cuando no posean antecedentes penales o delictivos. La circunstancia de carecer 
de este tipo de antecedentes negativos se acreditará con el respectivo informe que 
emita la Policía de Investigaciones de Chile, a través de su Jefatura Nacional de 
Extranjería y Policía Internacional. 
 

2) Permiso de residencia que se les otorga: Se les puede otorgar visación de 
residente temporario hasta por dos años. En consecuencia, se les deberá 
conceder en primer lugar una visación temporaria por un año, la cual puede ser 
prorrogada por un año más. Sin perjuicio de lo anterior, si el extrajnero al estar 
pronto a cumplir el año de residencia prefiere impetrar solicitud de permanencia 
definitiva en vez de prorrogar la visa, se le deberá acoger al trámite la solicitud de 
permanencia definitiva, conforme a las reglas generales. 

 
3) Documentación fundante: Los nacionales de estos países sólo deberán 

acompañar a su solicitud de visación temporaria: fotocopia de su pasaporte 
vigente (hojas de identificación y validez del mismo); fotocopia de la tarjeta de 
turismo, y dos fotografías a color recientes, tamaño carné, con el nombre completo 
y número de pasaporte o DNI. En el caso de estar solicitando prórroga a dicha 



visación o la permanencia definitiva al cabo de los dos años de residencia 
temporaria deberán acompañar, además, certificado actualizado de antecedentes 
para fines especiales, en original, emitido por el Servicio de Registro Civil e 
Identificación; fotocopia de la cédula nacional de identidad para extranjeros por 
ambos lados, y de la Tarjeta de Registro de Policía Internacional. 

 
4) Documentación relativa a dependientes: Los extranjeros que deseen solicitar la 

visación temporaria eb calidad de dependientes deberán acreditar el vínculo con el 
titular, a través del certificado respectivo debidamente legalizado (matrimonio, 
nacimiento). 

 
5) Documentación especial de menores de edad que presenten solicitud de visación 

y no vienen acompañados por sus padres: En este caso los menores deberán 
acreditar con documento debidamente legalizado la tuición o custodia que tienen 
respecto de ellos los adultos con quienes van a residir en el país. 

 
6) Posibilidad de cambio de calidad de visación: Si a la fecha de la presente circular 

hay extranjeros que están tramitando otro tipo de residencia temporal, distinta a la 
temporaria (sujeta a contrato o estudiante). Se ha estimado conveniente instruir en 
estos casos que los funcionarios de Extranjería procedan a dictar resolución 
otorgándoles visación temporaria y efectuar el estampado respectivo, sin requerir 
al Departamento de Extranjería y Migración ratificación de la nueva calidad de 
visa. Deberá seguirse dicho proceder aún cuando exista curso favorable para 
otorgar la visación originalmente solicitada. 

 
Saluda atentamente a Ud.,  
 
Fdo.: Patricio Rosende Lynch, Subsecretario del interior 
 
PRS/TJD/CDH/RQM/PVS 
19.11.2009 
Distribución: 

- Sres. (as) Gobernadores Provinciales 
- Dirección General de Asuntos Consulares y de Inmigración, Ministerio de 

Relaciones Exteriores 
- JENAEX y POLIN 
- D.E.M. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



REPÚBLICA DEL PERÚ 
 
Ratifican la Adhesión del Perú al “Acuerdo sobre Residencia para Nacionales de los 
Estados Parte del MERCOSUR, Bolivia y Chile”. 
 
DECRETO SUPREMO N° 047-2011-RE 
 
EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA  
CONSIDERANDO: 
 
Que el “Acuerdo sobre Residencia para Nacionales de los Estados Parte del 
MERCOSUR, Bolivia y Chile”, fue suscripto el 6 de diciembre de 2002, en la ciudad de 
Brasilia, República Federativa del Brasil,  
 
Que, es conveniente a los intereses del Perú la adhesión al citado instrumento 
internacional. 
 
Que, de conformidad a lo dispuesto por los artículos 57° y 118° de la Constitución Política 
del Perú y el artículo 2° de la Ley N° 26647, que facultan al Presidente de la República 
para celebrar y ratificar Tratados o adherirse a éstos sin el requisito de la aprobación 
previa del Congreso. 
 
DECRETA: 
 
Artículo 1°.- Ratifíquese la adhesión del Perú al “Acuerdo sobre Residencia para 
Nacionales de los Estados Parte del MERCOSUR, Bolivia y Chile”, suscrito el 6 de 
diciembre de 2002, en la ciudad de Brasilia, República Federativa del Brasil. 
Artículo 2°.- Dése cuenta al Congreso de la República. 
 
Dada en la Casa de Gobierno, en Lima, a los seis días del mes de abril del año dos mil 
once. 
 
ALAN GARCÍA PÉREZ 
Presidente Constitucional de la República 
 
ROSARIO DEL PILAR FERNÁNDEZ FIGUEROA 
Presidente del Consejo de Ministros y Ministra de Justicia 
Encargada del Despacho del Ministerio de Relaciones Exteriores 
 
625143-7 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 
 
RESOLUCIÓN 4130 DE 2013 
 
(julio 5) 
 
Diario Oficial No. 48.848 de 11 de julio de 2013 
 
MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 
 
Por la cual se adoptan los requisitos para todas y cada una de las clases de visas 
contempladas en el Decreto 834 del 24 de abril de 2013, y se dictan otras disposiciones 
sobre su expedición. 
 
Resumen de Notas de Vigencia 
 
LA VICEMINISTRA DE RELACIONES EXTERIORES, ENCARGADA DE LAS 
FUNCIONES DEL DESPACHO DE LA MINISTRA DE RELACIONES EXTERIORES, 
 
en ejercicio de las facultades legales y en especial las que le confieren la Ley 489 de 
1998, el Decreto-ley 019 de 2012, el Decreto 3355 de 2009, el Decreto 834 de 2013, el 
Decreto 1386 del 28 de junio de 2013, y 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que el artículo 6o del Decreto-ley 019 de 2012 establece que “Los trámites establecidos 
por las autoridades deberán ser sencillos, eliminarse toda complejidad innecesaria y los 
requisitos que se exijan a los particulares deberán ser racionales y proporcionales a los 
fines que se persigue cumplir. Las autoridades deben estandarizar los trámites, 
estableciendo requisitos similares para trámites similares”. 
 
Que el numeral 12 del artículo 18 del Decreto 3355 de 2009 asigna al Ministerio de 
Relaciones Exteriores la función de “Dirigir y coordinar la expedición de pasaportes y 
visas, expedir los pasaportes diplomáticos y oficiales e instruir y supervisar a las 
entidades que el Ministerio determine en el proceso de expedición de pasaportes, 
apostilla y legalización de documentos, de conformidad con los convenios que se 
suscriban sobre la materia y gestionar su reconocimiento internacional”. 
 
Que de acuerdo con el inciso cuarto del artículo 4o del Decreto 834 del 2013, “los 
requisitos para la expedición de las visas se establecerán mediante resolución ministerial”. 
 
Que mediante Decreto 1386 del 28 de junio de 2013 se encargó a la Viceministra de 
Relaciones Exteriores de las funciones propias del Despacho de la Ministra de Relaciones 
Exteriores. 
 
Que en mérito de lo expuesto, 
 
RESUELVE: 
 



ARTÍCULO 1o. Adóptense los requisitos para todas y cada una de las clases de visas 
establecidas en el Decreto 834 del 2013, “por el cual se establecen disposiciones en 
materia migratoria de la República de Colombia”. 
 

TÍTULO I. 
 

REQUISITOS GENERALES DE LA SOLICITUD DE VISA. 
 
ARTÍCULO 2o. Para todas y cada una de las clases de visas, el extranjero solicitante 
deberá cumplir con los siguientes requisitos generales: 
 
1. Presentar pasaporte o documento de viaje con vigencia mínima de ciento ochenta días 
(180), en buen estado, con mínimo dos (2) páginas en blanco. 
 
2. Adjuntar copia de la página principal del pasaporte vigente donde aparecen registrados 
los datos personales del titular. 
 
3. Diligenciar la solicitud de visa por medio electrónico o personalmente en la oficina 
expedidora. En el caso de grupos artísticos, deportivos y culturales la solicitud de visa se 
podrá diligenciar por su representante, especificando los datos de cada uno de los 
integrantes del grupo. 
 
4. Anexar los documentos que acrediten el cumplimiento de los requisitos específicos 
según lo dispuesto en la presente resolución para cada tipo de visa. 
 
5. Copia de la página del pasaporte donde haya sido estampado el último sello de ingreso 
o salida de Colombia, según el caso. 
 
PARÁGRAFO 1o. En los casos en que se requiera acreditar la existencia y representación 
legal de empresa constituida en Colombia, en lugar de la presentación del certificado que 
expide la respectiva Cámara de Comercio, el interesado deberá informar con precisión el 
número de matrícula mercantil, razón social, domicilio y Número de Identificación 
Tributaria (NIT) de la empresa. El Ministerio de Relaciones Exteriores efectuará la 
consulta respectiva y la lectura de la información servirá de prueba bajo la anotación del 
funcionario que efectúe la consulta. 
 
PARÁGRAFO TRANSITORIO. Los extranjeros que hayan tramitado sus visas y estas 
hayan sido otorgadas sin el código de lectura rápida u OCR, deberán anexar copia de la 
página que contenga la última visa colombiana. En caso de que esta hubiere sido 
otorgada con el código de lectura rápida u OCR, este requisito no será necesario. 
 

TÍTULO II. 
 

REQUISITOS ESPECÍFICOS DE LA SOLICITUD, SEGÚN CLASE DE VISA. 
 

CAPÍTULO I. 
 

DE LA VISA NE. 
Inicio 

 



 

ARTÍCULO 3o. El extranjero que solicite en el territorio nacional o por fuera de él Visa NE, 
además de los requisitos establecidos en el artículo 2o de la presente resolución, deberá 
adjuntar lo siguiente según corresponda: 
 
NE-1 
 
1. Carta del representante legal de la persona jurídica o entidad de carácter público, 
privado o mixto establecida en el país que promueva la visita del extranjero en la que 
indique actividades a realizar, sector económico, planes de inversión y manifieste que se 
hace responsable de este durante su permanencia en el país; acompañada de 
información suficiente que permita verificar la existencia y representación legal de la 
empresa en la forma que lo establece el parágrafo primero del artículo segundo de esta 
resolución, o 
 
2. Carta del representante legal de la empresa extranjera comercial, industrial o de 
servicios que promueva la visita del extranjero al país en la que indique actividades a 
realizar, sector económico, planes de inversión y manifieste que la empresa o persona 
jurídica extranjera se hace responsable de este durante su permanencia en el país; 
acompañada de la certificación de constitución y representación legal o documento 
similar, según el país de origen, o 
 
3. Carta de invitación y/o de presentación del solicitante de Visa de Negocios por parte de 
una Cámara de Comercio u Oficina gubernamental de promoción comercial o de 
inversiones de su país de origen o de residencia en la que se indique las actividades que 
la persona de negocios va a desarrollar en el país. 
 
NE-2 
 
1. Carta del representante legal de la empresa extranjera comercial, industrial o de 
servicios en la que indique la realización en el país de actividades contempladas en los 
instrumentos internacionales vigentes, entre otros: tratados de libre comercio, acuerdo de 
asociación y en el marco de la Alianza Pacífico, acompañada de la certificación de 
constitución o representación legal o documento similar de la persona jurídica, según el 
país de origen. 
 
NE-3 
 
1. Carta de presentación de la Oficina Comercial Extranjera de carácter Gubernamental 
establecida en Colombia que promueva intercambios económicos o comerciales en o con 
Colombia, suscrita por el Jefe o Representante de esta. 
 
NE-4 
 
1. Carta de presentación de la empresa multinacional donde conste que el solicitante es 
presidente o alto directivo de esta, acompañada de la certificación de constitución o 
representación legal o documento similar de la persona jurídica, según el país de origen. 
 

CAPÍTULO II. 
 



DE LA VISA TEMPORAL. 
 
ARTÍCULO 4o. Además de los requisitos establecidos en el artículo 2o de la presente 
resolución, deberá adjuntar lo siguiente según corresponda: 
 
TP-1 
 
1. Carta de solicitud suscrita por parte del interesado acompañada de uno de los 
siguientes documentos: 
 
a) Registro Civil de Matrimonio, fotocopia de la providencia judicial o del acta de 
conciliación o escritura pública que acredite la unión marital de hecho, o aquel que lo 
acredite según el país, y en caso de cónyuge del funcionario de carrera diplomática y 
consular de la República, decreto de inscripción en el escalafón de la Carrera Diplomática 
y Consular de la República, o 
 
b) Registro Civil de Nacimiento donde se demuestre el grado de consanguinidad del 
extranjero solicitante con el pariente, o el grado de consanguinidad con el diplomático 
acreditado en Colombia, y para los parientes en primer grado de consanguinidad de 
funcionario diplomático acreditado en el país copia del carné diplomático, o 
 
c) En virtud de los tratados o acuerdos internacionales vigentes de los cuales Colombia 
sea parte: 
 
-- Matrícula o constancia del centro académico reconocido por el Ministerio de Educación 
de Colombia, o 
 
-- Certificado de que se realizará la práctica, o 
 
-- Carta de invitación para dictar conferencia o ser asistente de idiomas, o 
 
-- Certificación expedida por el Icetex, suscrita por el funcionario competente donde 
conste el otorgamiento de la beca “Mariano Ospina Pérez”, o 
 
-- Certificación de la entidad pertinente sobre el intercambio cultural o académico. 
 
d) Pasaporte diplomático, o 
 
e) Certificado de la institución donde será jurado internacional de tesis de maestría o 
doctorado, o 
 
f) Certificado de la institución pertinente para ser invitado a los procesos y/o actividades 
de fortalecimiento en investigación, o como personalidad de reconocido prestigio 
internacional invitada en desarrollo de proyectos y programas que promuevan la 
transferencia de conocimientos y de nuevas tecnologías en distintas disciplinas, o 
 
g) Certificado donde se acredite ser personal artístico, técnico y de producción extranjero 
con el objeto de realizar proyectos de producción de películas extranjeras, acompañado 
de póliza de servicio médico por un término mínimo igual a la permanencia en el territorio 
nacional. 
 



Están exentas de presentar documentación para la Visa TP-1, las personalidades de 
reconocido prestigio internacional en razón de su especial prestancia intelectual, 
profesional, cultural, académica, científica, política, empresarial, comercial, social, 
deportiva o artística; o cuando se considere que es conveniente para el Estado 
colombiano. Igualmente están exentos, los extranjeros nacionales de un Estado con el 
cual Colombia ha celebrado instrumento internacional vigente relativo específicamente a 
facilitación migratoria para empresarios, representantes legales, directivos, ejecutivos o 
personas de especial prestancia en visita de negocios; y cuya naturaleza principal sea 
diferente a la de tratados de libre comercio. 
 
TP-2 
 
TRIPULANTE O MIEMBRO DE UN MEDIO O TRANSPORTE INTERNACIONAL: 
 
1. Carta del representante legal de la empresa responsable del medio de transporte 
internacional, indicando la actividad a desarrollar y su obligación frente al Gobierno 
colombiano de responder por la permanencia del extranjero en el territorio nacional y su 
salida del país, acompañada de información suficiente que permita verificar la existencia y 
representación legal de la empresa en la forma que lo establece el parágrafo 1o del 
artículo 2o de esta resolución. 
 
2. En caso de empresa extranjera, certificación de constitución o representación legal o 
documento similar de la personería jurídica, según el país de origen. 
 
3. Cuando arribe al territorio nacional por razones técnicas, aportar permiso de 
permanencia expedido por la Dirección General Marítima para embarcaciones marítimas 
o fluviales. 
 
TRIPULACIÓN DE EMBARCACIÓN PESQUERA: 
 
1. Carta del representante legal de la empresa responsable del medio de transporte 
internacional, indicando la actividad a desarrollar y su obligación frente al Gobierno 
colombiano de responder por la permanencia del extranjero en el territorio nacional y su 
salida del país, acompañada de información suficiente que permita verificar la existencia y 
representación legal de la empresa en la forma que lo establece el parágrafo 1o del 
artículo 2o de esta resolución. 
 
2. En caso de empresa extranjera, certificación de constitución o representación legal o 
documento similar de la personería jurídica, según el país de origen. 
 
3. Carta del representante legal de la empresa responsable, donde manifieste que cumple 
con las normas establecidas para la contratación de tripulantes extranjeros. En este caso, 
debe aportar constancia de haber informado sobre el particular a la autoridad marítima. 
 
4. Permisos correspondientes para el ejercicio de la actividad pesquera expedidos por la 
autoridad competente. 
 
DRAGA: 
 
1. Carta del representante legal de la empresa responsable de la draga indicando su 
obligación frente al Gobierno colombiano de responder por la permanencia de los 



extranjeros operarios de la draga en el territorio nacional y su salida del país, 
acompañada de información suficiente que permita verificar la existencia y representación 
legal de la empresa en la forma que lo establece el parágrafo primero del artículo segundo 
de esta resolución. 
 
2. En caso de empresa extranjera, certificación de constitución o representación legal o 
documento similar de la personería jurídica, según el país de origen. 
 
3. Autorización de la Dirección Marítima y Portuaria para su operación. 
 
TP-3 
 
1. Fotocopia del certificado de admisión o de matrícula expedido por el establecimiento 
educativo, o 
 
2. Carta de aceptación en la que se haga referencia al convenio celebrado entre la 
entidad que patrocina y el establecimiento educativo, cuando se trate de estudiante de 
intercambio, o 
 
3. Documento con el cual se acredite que dentro del programa de estudios se requiere de 
práctica laboral, pasantía o investigación como requisito académico, cuando se trate de 
estudiante-practicante, o 
 
4. En los casos de estudios diferentes a primaria, secundaria, técnicos, tecnólogos, o de 
nivel superior ya sea estudios universitarios de pregrado, postgrado, maestría, doctorado, 
diplomado o cursos universitarios, se deberá aportar certificación o documento del 
establecimiento correspondiente donde se indique que la intensidad horaria es de mínimo 
de diez (10) horas semanales, o 
 
5. Certificación o constancia del organismo internacional, entidad pública o privada que 
otorga la beca, en los casos de estudiantes becados. 
 
6. Uno de los documentos anteriores, acompañado de carta del solicitante o de quien 
responda económicamente por el extranjero acompañada de certificación bancaria donde 
se indique que el promedio de los últimos 6 meses es superior a diez (10) salarios 
mínimos legales mensuales vigentes, y 
 
7. Además de lo anterior, según el caso: 
 
-- Podrá solicitarse fotocopia de la Resolución de reconocimiento de personería jurídica 
del establecimiento educativo, o licencia de funcionamiento y registro ante la autoridad 
educativa competente del programa de estudios que va cursar el estudiante, cuando se 
trate de institución privada que sólo imparta educación no formal o también denominada 
educación para el trabajo y el desarrollo humano, cuando así se considere. 
 
-- Cuando se trate de menores de edad, allegar poder de los padres designando al 
responsable o tutor del estudiante durante su permanencia en el país, apostillado o 
legalizado, según el caso. A falta de los padres, firmará quien tenga la custodia o cuidado 
personal del menor. 
 
TP-4 



 
1. Individual: En el caso de un solicitante actuando a título personal, deberá cumplir con 
los siguientes requisitos: 
 
a) Formulario “Resumen de contrato,” completamente diligenciado, firmado por las partes, 
el cual deberá ser descargado de la página web www.cancilleria.gov.co acompañado por: 
 
-- En caso de persona jurídica, declaración de renta, acompañada de información 
suficiente que permita verificar la existencia y representación legal de la empresa en la 
forma que lo establece el parágrafo primero del artículo segundo de esta resolución y 
extractos bancarios de los últimos seis (6) meses que presenten promedio mínimo de cien 
(100) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
 
-- En caso de persona natural, extractos bancarios de los últimos seis (6) meses que 
presenten promedio mínimo de 10 salarios mínimos legales mensuales vigentes y copia 
de cédula de ciudadanía. 
 
-- En caso de ONG, documento válido que acredite la personería jurídica, extractos 
bancarios de los últimos seis (6) meses que presenten un promedio mínimo de cincuenta 
(50) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
 
2. Grupos: En el caso de grupos artísticos, deportivos o culturales, deberá cumplir con los 
siguientes requisitos: 
 
a) Formulario “Resumen de Contrato Grupo,” completamente diligenciado y firmado por 
las partes (representante del grupo), el cual deberá ser descargado de la página web 
www.cancilleria.gov.co acompañado por: 
 
-- En caso de persona jurídica, declaración de renta, acompañada de información 
suficiente que permita verificar la existencia y representación legal de la empresa en la 
forma que lo establece el parágrafo 1o del artículo 2o de esta resolución y extractos 
bancarios de los últimos seis (6) meses. 
 
-- En caso de persona natural, extractos bancarios de los últimos seis (6) meses. 
 
-- En caso de ONG, documento válido que acredite la personería jurídica, extractos 
bancarios de los últimos seis (6) meses. 
 
En caso de que los empleadores sean órganos, entidades o instituciones del Estado 
colombiano, organismo internacional gubernamental, misiones diplomáticas u oficinas 
consulares acreditadas en Colombia, solo se requerirá carta de solicitud de la visa 
suscrita por el representante legal o quien haga sus veces, según el caso. 
 
Esta clase de visa se expedirá sin perjuicio de los requisitos legales establecidos para el 
ejercicio de cada profesión u oficio en el territorio nacional. 
 
TP-5 
 
1. Certificación expedida por el Ministerio del Interior, o por la Arquidiócesis o Diócesis, 
según el caso, en la que conste que la iglesia, confesión o denominación religiosa o su 



federación, confederación o asociación de ministros religiosos, se encuentra debidamente 
inscrita o registrada. 
 
2. Carta expedida por el representante legal o superior jerárquico de la comunidad 
religiosa, en la cual se especifique la misión que viene a cumplir el extranjero, se indique 
el vínculo de este con la entidad religiosa, y se comprometa ante el Gobierno Nacional a 
sufragar todos los gastos de la permanencia y del regreso al país de origen o al último 
lugar que se demuestre residencia del extranjero, así como de su familia, según el caso. 
 
TP-6 
 
1. Carta suscrita por el representante legal de la entidad u organización indicando la 
actividad que el extranjero viene a desarrollar en el país, el programa de trabajo que va a 
realizar, su duración y agenda prevista, asumiendo la responsabilidad económica de 
sufragar todos los gastos del extranjero durante su permanencia en Colombia, así como 
los gastos de regreso al país de origen o al último lugar de residencia del extranjero, y de 
su familia, al término de las actividades. 
 
2. Certificación suscrita por el representante legal de la ONG donde conste la experiencia 
e idoneidad del extranjero en relación con las actividades que pretende desarrollar en el 
país, o que se trata de un estudiante practicante. 
 
3. Documento válido que acredite la personería jurídica de la entidad sin ánimo de lucro, u 
organización no gubernamental, expedido por la autoridad colombiana competente, o 
documento de constitución en país diferente a Colombia con no menos de cinco (5) años 
de constituida expedido dentro de los tres (3) meses anteriores a la presentación de la 
solicitud de la visa. En cualquier caso, los dos requisitos de constitución anteriormente 
indicados podrán ser sustituidos por documento que demuestre que cuenta con estatus 
consultivo del Consejo Económico y Social de la Organización de las Naciones Unidas. 
 
El extranjero vinculado o contratado como funcionario o empleado de la entidad sin ánimo 
de lucro o de la ONG, deberá aplicar a la visa TP-4. 
 
TP-7 
 
1. Certificación expedida por autoridad competente, gobierno, empresa pública o privada, 
o entidad extranjera o colombiana, o misión diplomática o consular del país donde el 
extranjero obtuvo la pensión acreditada en Colombia, en la que conste que el extranjero 
solicitante de la visa recibe pensión mensual no inferior a tres (3) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes, o 
 
2. Certificado donde se especifique la renta expedido por entidad pública, bancos, 
empresas financieras, instituciones de seguridad social, compañías de seguros o 
cualquier otra empresa privada, reconocida por el gobierno respectivo, que pague o gire la 
renta; o el original del contrato que permita comprobar el monto de la renta. En los dos 
casos del presente numeral, la cuantía no podrá ser inferior al equivalente a quince (15) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes, o 
 
3. Información suficiente que permita verificar la existencia y representación legal de la 
empresa en la forma que lo establece el parágrafo 1o del artículo 2o de esta resolución, 
en la que conste que el extranjero es socio o propietario de una sociedad debidamente 



constituida y registrada, indicando un capital o activo registrado y pagado de propiedad 
del extranjero solicitante de la visa no menor a cien (100) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes. Si se trata de una sociedad comercial por acciones, deberá adjuntar 
certificado de la composición accionaría suscrita por el revisor fiscal, precisando el valor 
de las acciones de propiedad del extranjero solicitante, el cual no podrá ser inferior a cien 
(100) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
 
4. Certificación expedida por institución médica habilitada legalmente indicando la 
realización del tratamiento, o 
 
5. Comunicación expedida por el Departamento de Cambios Internacionales del Banco de 
la República en la que conste el registro de la inversión extranjera directa para la compra 
de inmuebles a nombre del extranjero solicitante de la visa, por un monto superior a 
trescientos cincuenta (350) salarios mínimos mensuales legales vigentes, de conformidad 
con lo previsto en el régimen general de inversión extranjera y cambiario o sus adiciones 
o modificaciones, y demás normas colombianas concordantes vigentes. 
 
Además de lo indicado anteriormente, presentar certificado de tradición y libertad 
otorgado por la respectiva Oficina de Registro de Instrumentos Públicos, expedido con 
una antelación no mayor a un (1) mes en el cual conste que el solicitante es propietario de 
un inmueble en el territorio nacional por un valor que corresponda a la inversión 
registrada, el cual no debe ser inferior al monto referido en el presente numeral, o 
 
6. Carta de solicitud suscrita por el interesado indicando la actividad a desarrollar en 
Colombia, acompañada de la hoja de vida en donde conste su experiencia en la actividad 
a desarrollar en el territorio nacional y con por lo menos, dos (2) certificaciones de 
experiencia, acompañada de: 
 
-- Certificación bancaria donde se indique el promedio bancario de los últimos 6 meses 
superior a quince (15) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
 
7. Para el ejercicio de ocupaciones o actividades no previstas en el Decreto 834 del 24 de 
abril de 2013, la solicitud requerirá, en todos los casos, de entrevista personal con el 
interesado, donde serán valoradas las circunstancias que motivan el ingreso y la 
permanencia del extranjero en el país, y se determinará si en efecto se trata de 
circunstancias que escapan a la clasificación normativa dispuesta en el mismo decreto. 
 
En el evento en el que el solicitante sea beneficiario de un programa o actividad de 
emprendimiento respaldada por el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo se deberá 
presentar certificación expedida por tal Ministerio, en donde conste que el extranjero 
solicitante de la visa es beneficiario de un programa público o privado, de apoyo al 
emprendimiento reconocido por la entidad. 
 
TP-8 
 
1. Constancia de asignación del menor a la familia adoptante expedida por el Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar, ICBF, o la casa de adopción respectiva, acompañada 
del documento que acredite la personería jurídica de la casa de adopción colombiana. 
Cuando el trámite se efectúe ante el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, ICBF, no 
será necesario el documento de acreditación de la personería jurídica, o 
 



2. Certificación expedida por la autoridad competente donde se indique: 
 
-- Clase del proceso o trámite. 
 
-- Tipo de vinculación del extranjero en el proceso (parte, tercero interesado, o tercero 
incidental). 
 
3. Para trámites correspondientes a la compra de inmuebles por inversión extranjera 
directa en Colombia: 
 
-- Cuando se trate de la compra de inmuebles a plazo en proyectos de construcción, copia 
autentica de la escritura pública del contrato de promesa de compraventa. 
 
-- En caso de adquisición de títulos de participación emitidos como resultado de un 
proceso de titulación inmobiliaria de un inmueble o de proyectos de construcción o a 
través de fondos inmobiliarios, documento de la entidad emisora de los mismos que 
pruebe la adquisición de los títulos de participación. 
 
TP-9 
 
1. Fotocopia de la Resolución del Ministerio de Relaciones Exteriores de Colombia, 
mediante la cual se le reconoce la condición de refugiado o asilado. 
 
TP-10 
 
1. Registro Civil de Matrimonio colombiano auténtico, o copia auténtica de la providencia 
judicial, o del acta de conciliación o escritura pública, que acredite la unión marital de 
hecho, según las normas colombianas. Cualquiera de estos documentos deberá ser 
expedido dentro de los tres (3) meses anteriores a la solicitud de la visa, y 
 
2. Fotocopia de la cédula de ciudadanía del cónyuge o compañero(a) permanente 
colombiano(a), y 
 
3. Carta del nacional colombiano solicitando la expedición de la visa para su cónyuge o 
compañero(a) permanente extranjero. En caso de no estar presente el nacional 
colombiano y si la solicitud no fuera por primera vez, poder especial otorgado al extranjero 
para solicitar dicha visa. 
 
PARÁGRAFO 1o. Cuando la solicitud de visa en calidad de compañero(a) permanente de 
nacional colombiano(a) se presente ante una Oficina Consular de la República, se 
aceptará el documento válido que compruebe la unión marital de hecho de acuerdo con 
las leyes del país receptor. 
 
TP-11 
 
1. Certificación bancaria donde se indique el promedio bancario de los últimos 3 meses 
superior a cinco (5) salarios mínimos legales mensuales vigentes del solicitante de la visa. 
En caso de que el solicitante sea dependiente, carta compromiso del responsable 
acompañada de la certificación bancaria de que trata el presente numeral, o 
 



2. En el caso de ser invitado, carta y certificación bancaria donde se indique el promedio 
bancario de los últimos 3 meses superior a cinco (5) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes de la persona que invite o se responsabilice del extranjero, de su permanencia y 
salida de Colombia, y 
 
3. Fotocopia o información electrónica de los respectivos pasajes de salida del país. 
 
TP-12 
 
1. Carta de invitación de la persona o institución que invite y se responsabilice de la 
permanencia y salida del extranjero del territorio nacional donde se especifique la 
actividad que el solicitante de la visa pretende realizar. 
 
En caso de que el que invita sea persona natural, certificación bancaria donde se indique 
el promedio bancario de los últimos 3 meses superior a cinco (5) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes, o 
 
2. Certificación de la entidad o institución privada o pública que realiza el proceso de 
selección de personal, o capacitación empresarial, o cubrimiento periodístico donde se 
indique que el solicitante extranjero se encuentra en proceso de selección, es parte de la 
capacitación o que realizará un cubrimiento periodístico. 
 
3. Uno de los dos requisitos anteriormente indicados acompañado de fotocopia o 
información electrónica de los respectivos pasajes de salida del país. 
 
TP-13 
 
1. Carta de responsabilidad de la entidad pública o privada en la que justifique la urgencia 
del servicio técnico requerido, acompañada de información suficiente que permita verificar 
la existencia y representación legal de la empresa en la forma que lo establece el 
parágrafo 1o del artículo 2o de esta resolución, y 
 
2. Fotocopia o información electrónica de los respectivos pasajes de salida del país. 
 
TP-14 <Texto adicionado por el artículo 1 de la Resolución 2223 de 2014. El nuevo texto 
es el siguiente:>  
 
1. Fotocopia o información electrónica de los respectivos pasajes de continuación de viaje 
y hasta el país de destino final confirmados por la empresa transportadora. 
 
2. Copia de visa o de documento que acredite admisión en el país de destino. 
 
3. Acreditar ocupación y situación socioeconómica del solicitante.  
 
Notas de Vigencia 
 

CAPÍTULO III. 
 

DE LA VISA DE RESIDENTE. 
 



ARTÍCULO 5o. Además de los requisitos establecidos en el artículo 2o de la presente 
resolución, se deberán adjuntar los siguientes documentos: 
 
-- Padre o madre de nacional colombiano: 
 
CUANDO UNO DE LOS PADRES ES NACIONAL COLOMBIANO: 
 
1. Copia auténtica del Registro Civil de Nacimiento colombiano del hijo(a), acompañado 
de uno de los siguientes documentos: 
 
-- Cuando el hijo nacional colombiano es menor de edad, el solicitante deberá presentar 
comunicación suscrita por el padre nacional colombiano solicitando la visa y manifestando 
que el extranjero está cumpliendo cabalmente con las obligaciones alimentarias 
correspondientes y que no existe medida de protección o restablecimiento de derechos 
impuesta por autoridad de familia. 
 
En el caso de fallecimiento del padre o madre colombiano(a), o disolución del vínculo 
marital o de hecho, el padre o madre extranjero(a) aportará la respectiva acta de 
defunción y/o certificación de autoridad de familia colombiana en la que se precise que el 
extranjero ha estado cumpliendo a cabalidad con sus obligaciones alimentarias, o 
 
-- Cuando el hijo colombiano sea mayor de edad, deberá presentar carta suscrita por él 
solicitando la expedición de la Visa RE al padre o madre extranjero. 
 
CUANDO LOS DOS PADRES SON EXTRANJEROS: 
 
1. Copia auténtica del Registro Civil de Nacimiento colombiano del hijo(a), acompañado 
de uno de los siguientes documentos: 
 
-- Cuando el hijo es menor de edad, presentar carta de solicitud de la visa suscrita por el 
extranjero(a) adjuntando fotocopia de la Visa de Residente vigente al momento del 
nacimiento del hijo (la cual será prueba del domicilio) y manifestando que cumple 
cabalmente con las obligaciones alimentarias correspondientes y que no existe medida de 
protección o restablecimiento de derechos impuesta por autoridad de familia, o 
 
-- Cuando el hijo colombiano sea mayor de edad, deberá presentar carta suscrita por él 
solicitando la expedición de la Visa RE. 
 
-- Para quien haya renunciado a la nacionalidad colombiana: 
 
1. Fotocopia del acta de renuncia de la nacionalidad colombiana 
 
-- Titular de Visa TP durante un periodo de cinco (5) años cumplidos continuos e 
ininterrumpidos: 
 
1. Copia de la Visa TP-3, TP-4, TP-5, TP-7, TP-9 acompañada del certificado de 
Movimiento Migratorio expedido por la Unidad Administrativa Especial Migración Colombia 
dentro de los tres (3) meses anteriores a la fecha de solicitud de la visa, y 
 
-- Titular de Visa TP-10 durante un periodo de tres (3) años cumplidos continuos e 
ininterrumpidos: 



 
1. Copia de la Visa TP-10 o Temporales Cónyuge o Compañero Permanente de Nacional 
Colombiano y de los salvoconductos, si estos fueron solicitados, acompañados del 
certificado de Movimiento Migratorio expedido por la Unidad Administrativa Especial 
Migración Colombia dentro de los tres (3) meses anteriores a la fecha de solicitud de la 
visa. 
 
2. Carta suscrita por el cónyuge o compañero permanente nacional colombiano en la cual 
solicita la expedición de esta visa para su cónyuge o compañero permanente extranjero. 
 
En caso de fallecimiento del cónyuge o compañero permanente nacional colombiano, 
deberá presentar el registro civil de defunción. 
 
-- Beneficiario mayor de edad 
 
1. Copia de la Visa RE o Residente tanto del beneficiario como del titular y de los 
salvoconductos, si estos fueron solicitados, acompañados de los certificados de 
Movimientos Migratorios del solicitante y del extranjero del cual este ha sido beneficiario, 
expedidos por la Unidad Administrativa Especial Migración Colombia dentro de los tres (3) 
meses anteriores a la fecha de solicitud de la visa. 
 
2. Documento que acredite ocupación o fuente de ingreso. 
 
-- Inversión de capitales 
 
1. Comunicación expedida por el Departamento de Cambios Internacionales del Banco de 
la República en la que conste el registro de la inversión extranjera directa a su nombre 
cuyo monto sea superior a seiscientos cincuenta (650) salarios mínimos mensuales 
legales vigentes. 
 
-- Titular de Visa RE 
 
1. Certificado de Movimiento Migratorio expedido por la Unidad Administrativa Especial 
 
Migración Colombia, con una antelación no mayor a tres (3) meses. 
 
2. Copia de la cédula de extranjería, 
 
3. Documento que acredite ocupación o fuente de ingreso. 
 

CAPÍTULO IV. 
 

DE LA VISA EN CALIDAD DE BENEFICIARIO. 
 
ARTÍCULO 6o. Además de los requisitos contemplados en el artículo 2o de la presente 
resolución, se deberá aportar a la solicitud: 
 
1. Acta o Registro Civil de matrimonio o de nacimiento, según corresponda, o documento 
equivalente que de acuerdo con las leyes del país emisor demuestre el vínculo o 
parentesco, y 
 



2. Carta mediante la cual el titular de la visa se hace responsable de la permanencia del 
beneficiario y de su salida del país, además de manifestar la dependencia económica. En 
el caso de menores de edad, la solicitud será suscrita por sus padres o representante 
legal, y 
 
3. Fotocopia de la visa vigente del titular. 
 

CAPÍTULO V. 
 

DEL TRASPASO DE VISA. 
 
ARTÍCULO 7o. El extranjero que requiera tramitar el traspaso de visa, además de los 
requisitos indicados en el artículo 2o de la presente resolución, deberá adjuntar: 
 
1. Original y fotocopia de la visa que desea traspasar de acuerdo con los siguientes 
requisitos: 
 
-- En caso de pérdida del pasaporte deberá manifestarlo en la solicitud. 
 
-- Certificado del Movimiento Migratorio expedido por la Unidad Administrativa Especial 
Migración Colombia, con una antelación no mayor a tres (3) meses. 
 
2. Copia de la cédula de extranjería, según el caso. 
 

TÍTULO III. 
 

CAPÍTULO I. 
 

DE LA VISA PARA RESIDENCIA TEMPORAL MERCOSUR. 
 
ARTÍCULO 8o. Adáptense los requisitos para la Visa que en virtud del “Acuerdo sobre 
Residencia Mercosur” suscrito por Colombia mediante Acta de Adhesión de veintinueve 
(29) de junio de 2012, autoriza el ingreso y permanencia en el territorio nacional de 
extranjeros nacionales de los Estados Parte del Mercosur. 
 
ARTÍCULO 9o. En los aspectos no previstos en la presente resolución, la Visa para 
Residencia Temporal Mercosur se regirá por las disposiciones del Decreto 834 del 24 de 
abril de 2013 y demás normas y procedimientos aplicables a la visa TP-10. 
 
ARTÍCULO 10. La Visa se concederá en los términos señalados en el Acuerdo, en la 
medida que el Estado de nacionalidad del titular otorgue facilidades equivalentes para la 
obtención de la Visa a los nacionales colombianos que cumplan también las calidades 
descritas en el presente artículo. 
 
ARTÍCULO 11. Para efectos de la Ley 43 de 1993, el extranjero titular de esta Visa no 
podrá considerarse con domicilio en Colombia. 
 

CAPÍTULO II. 
 

DE LOS REQUISITOS. 
 



ARTÍCULO 12. El extranjero nacional de alguno de los Estados Partes de Mercosur y sus 
Asociados, que solicite residencia temporal en el marco del “Acuerdo Sobre Residencia 
para Nacionales de /os Estados Partes del Mercosur,” deberá cumplir con los siguientes 
requisitos: 
 
1. Presentar pasaporte o documento de viaje con vigencia mínima de ciento ochenta días 
(180), en buen estado, con mínimo dos (2) páginas en blanco. 
 
2. Adjuntar copia de la página principal del pasaporte vigente donde aparecen registrados 
los datos personales del titular. 
 
3. Diligenciar la solicitud de Visa por medio electrónico o personalmente en la oficina 
expedidora. 
 
4. Copia de la página del pasaporte donde haya sido estampada Visa o último sello de 
Permiso de ingreso a Colombia, según corresponda. En caso de Visa otorgada con el 
código de lectura rápida u OCR, este requisito no será necesario. 
 
5. Certificado de antecedentes penales expedido por la autoridad competente del país de 
origen o último lugar de residencia donde haya permanecido mínimo 3 años, debidamente 
apostillado o legalizado y traducido, según el caso. 
 
PARÁGRAFO 1o. En caso que el solicitante sea menor de edad, deberá aportar de forma 
adicional los siguientes documentos: 
 
1. Registro Civil de Nacimiento debidamente apostillado o legalizado y traducido, según el 
caso. 
 
2. Autorización para permanecer en Colombia, suscrita por ambos padres, debidamente 
apostillada o legalizado y traducida, según el caso. A falta de alguno de estos, debe 
aportar permiso otorgado por autoridad de familia competente del país de origen, 
debidamente apostillado o legalizado y traducido, según el caso. 
 
PARÁGRAFO 2o. A efectos de la autenticidad de los documentos, cuando la solicitud de 
visa se presente ante una Oficina consular de la República, bastará la certificación 
conforme a los procedimientos establecidos en el país del cual el documento procede. 
Cuando la solicitud se tramite ante el Grupo Interno de Trabajo de Visas e Inmigración, 
dicha autenticidad podrá ser certificada por el agente consular del país de origen del 
peticionario acreditado en Colombia. 
 

TÍTULO IV. 
 

DEL PROCEDIMIENTO PARA LA EXPEDICIÓN DE VISAS. 
 
ARTÍCULO 13. La solicitud de una visa, podrá ser presentada ante una Oficina Consular 
de la República, esté adentro o afuera de una Misión Diplomática, o ante el Grupo Interno 
de Trabajo de Visas e Inmigración del Ministro de Relaciones Exteriores. 
 
ARTÍCULO 14. La solicitud y trámite de visa podrá hacerse por medios electrónicos, 
personalmente o mediante apoderado. Cuando el medio de expedición utilizado sea el 
electrónico todos los requisitos a que se refiere la presente resolución podrán ser 



enviados de forma digital siguiendo el procedimiento establecido por el Ministerio de 
Relaciones Exteriores. 
 
El formulario de solicitud podrá ser diligenciado de manera presencial o por los medios 
electrónicos establecidos para tal fin. 
 
En caso de que la solicitud sea realizada por intermedio de apoderado, deberá aportarse 
el poder respectivo otorgado ante autoridad correspondiente con presentación personal, 
acompañado del documento de identidad en la respectiva Oficina encargada de la 
expedición de visas. 
 
ARTÍCULO 15. Para efectos de la representación de incapaces, sin perjuicio de las 
normas que regulen la materia, se deberá acreditar la condición de representante legal de 
la siguiente forma: 
 
-- Los padres de los menores de 18 años no emancipados que ostenten la patria potestad, 
mediante Acta o registro Civil de nacimiento o documento equivalente que de acuerdo con 
las leyes del país emisor demuestre el parentesco. 
 
-- Los padres de los mayores de 18 años incapacitados que ostenten la patria potestad, 
mediante Acta o registro Civil de nacimiento o documento equivalente que de acuerdo con 
las leyes del país emisor demuestre el parentesco acompañado del certificado médico 
donde conste la incapacidad. 
 
-- Los tutores o curadores, mediante providencia judicial. 
 
ARTÍCULO 16. La autoridad encargada de la expedición de visas estudiará y verificará la 
documentación presentada por el interesado con el fin de obtener la visa adoptando una 
de las siguientes decisiones: 
 
-- Otorgamiento. 
 
-- Inadmisión. 
 
-- Negación. 
 
Una vez adoptada la decisión el motivo de esta deberá ser consignado en el SITAC. 
 
ARTÍCULO 17. El costo de todo estudio de solicitud de visa, sin importar la decisión 
adoptada deberá recaudarse de acuerdo con la tarifa establecida por el Ministerio de 
Relaciones Exteriores para tal fin. 
 
PARÁGRAFO. Cuando con base en el estudio previamente pago de la solicitud de visa, 
se inadmita por falta de documentación, se le indicará al peticionario los requisitos que 
falten, se le devolverá la documentación y se radicará la solicitud con el concepto que 
fundamente la inadmisibilidad. Para la presentación de una nueva solicitud de visado, el 
extranjero deberá realizar nuevo pago por concepto de estudio. 
 
ARTÍCULO 18. La autoridad encargada de la expedición de visas tendrá la potestad de 
realizar entrevistas, en los casos en que lo estime conveniente, de manera personal o por 
un medio de comunicación idóneo. 



 
ARTÍCULO 19. En el caso de negación de la visa, se deberá comunicar la decisión al 
solicitante, de lo cual se dejará constancia en el SITAC. 
 
ARTÍCULO 20. En cuanto a la información referente a la “ocupación”, esta deberá 
coincidir tanto con los documentos soporte presentados por el interesado, como con la 
visa otorgada, la cual corresponderá expresamente a la actividad a ejercer en Colombia. 
 
Así mismo, se encontrará la información referente a la “entidad solicitante” en las visas TP 
y RE. Aquellas visas que tengan fundamento en “familia”, tendrán el nombre del nacional 
colombiano que solicita la visa o en su defecto, la denominación que identifique a la 
familia. En el caso de la Visa RE que tenga fundamento en “Inversiones”, será 
“inversionista en capital” o “inversionista en inmueble” según informe el extranjero y/o 
constate documentalmente el sector en que realizó la inversión extranjera directa. 
 
PARÁGRAFO 1o. Los titulares de visas TP-10 quedarán autorizados a ejercer cualquier 
ocupación legal en el país, incluidas aquellas que se desarrollen en virtud de una 
vinculación o contrato laboral. 
 
Los titulares de las visas NE-2, NE-3, TP-1, TP-4, TP-5 y TP-7 además de la ocupación 
principal autorizada en la visa podrán desarrollar actividades de estudio. 
 

TÍTULO V. 
 

IMPEDIMENTO PARA SOLICITAR VISA. 
 
ARTÍCULO 21. Negada una visa, solamente se podrá presentar una nueva solicitud 
transcurridos seis meses, contados a partir de la fecha en que se comunicó la negativa de 
la visa. 
 
PARÁGRAFO 1o. El Grupo Interno de Trabajo de Visas e Inmigración o las Oficinas 
Consulares de la Republica previa autorización de aquél, en ejercicio de la facultad 
discrecional del Estado, podrán atender una nueva solicitud y expedir la visa antes del 
término mencionado cuando considere que es conveniente o consulta el interés nacional. 
 
El Grupo Interno de Trabajo de Visas e Inmigración contará con un término de hasta 
cuatro (4) días hábiles contados a partir del día en que reciba la solicitud, para autorizar o 
rechazar el trámite. 
 
ARTÍCULO 22. El extranjero al que se le cancele la visa no podrá presentar nueva 
solicitud de visa antes de un (1) año contado a partir de la fecha de cancelación de la 
misma. 
 
En los casos previstos en el numeral 2 del artículo 16 del Decreto 834 de 2013, el 
impedimento será por el tiempo de la sanción establecida de conformidad con los 
artículos 103 y 107 del Decreto 4000 del 30 de noviembre de 2004. En cualquier caso 
este no podrá ser inferior a un (1) año. 
 
Cuando se trate de situaciones descritas en el numeral 3 del artículo 16 del Decreto 834 
de 2013, el impedimento será hasta por (5) cinco años. 
 



TÍTULO VI. 
 

DISPOSICIONES GENERALES. 
 
  
ARTÍCULO 23. Sin perjuicio de lo dispuesto en el parágrafo 2o del artículo 12 de la 
presente resolución, todos los documentos necesarios para el otorgamiento de alguna de 
las visas, en Colombia o en el exterior, deberán ser legalizados o apostillados según el 
caso y traducidos por traductor oficial al castellano, si están en idioma diferente. 
 
Los documentos emitidos en Colombia que soporten o sean parte de los requisitos para 
una visa solicitada en el exterior ante una Oficina Consular de la República, no requieren 
ser legalizados o apostillados. 
 
ARTÍCULO 24. La información y documentos relacionados con el trámite para la 
expedición de una visa así como el concepto que fundamenta el otorgamiento, inadmisión 
o negación de la misma tienen carácter reservado. 
 
ARTÍCULO 25. Si el visado vigente está próximo a vencer, el extranjero deberá realizar el 
trámite de solicitud de una nueva visa dando cumplimiento a lo dispuesto en la presente 
resolución. 
 
ARTÍCULO 26. Las oficinas encargadas de la expedición de visas del Ministerio de 
Relaciones Exteriores deberán expedir, inadmitir o negar las solicitudes de visas, el 
mismo día de la presentación. 
 
En caso de las visas solicitadas por nacionales de países que requieran de ella y que 
deban contar con autorización de Bogotá, el término para el otorgamiento de dicha 
autorización no deberá sobrepasar cuatro (4) días hábiles. La solicitud por parte de las 
Oficinas Consulares, además de los requisitos establecidos, deberá contener el número 
de teléfono celular o fijo de la persona de contacto del solicitante en Colombia. 
 
La autorización concedida por el Ministerio de Relaciones Exteriores en Bogotá tiene una 
vigencia de quince (15) días calendario. Vencido este plazo sin que el solicitante la 
reclame, caducará la autorización y se archivará la solicitud. 
 
ARTÍCULO 27. Una vez el extranjero se encuentre en territorio nacional siendo titular, ya 
sea de visa o de alguno de los permisos otorgados por la Unidad Administrativa Especial 
Migración Colombia, deberá acatar todas las normas colombianas en igualdad de 
condiciones con los nacionales colombianos. 
 
ARTÍCULO 28. El cónyuge o compañero(a) permanente, padres, hijos menores de 
veinticinco (25) años, e hijos mayores de veinticinco (25) años con discapacidad, que 
dependan económicamente del titular de alguna de las visas señaladas en el inciso 
segundo del artículo 9o del Decreto 834 de 2013, tomaran la misma clase de visa en 
calidad de beneficiarios. 
 
ARTÍCULO 29. Los periodos o lapsos que determinen la vigencia de una Visa serán los 
que establezca el Decreto 834 de 2013. Cuando el tiempo esté dado en días, se 
computarán como días calendario. 
 



ARTÍCULO 30. En el evento de presentarse algún error en los datos de la visa otorgada, 
siempre que se trate de errores mecanográficos, ortográficos o de otra índole que no 
afecten los datos esenciales de la misma, el titular contará con un plazo máximo de treinta 
(30) días calendario para solicitar su corrección. Vencido este término el solicitante deberá 
tramitar un traspaso visa. 
Inicio   
 
ARTÍCULO 31. La presente resolución deroga la Resolución 4700 de 25 de noviembre de 
2009 y las demás normas que le sean contrarias, y entrará en vigencia el día 24 de julio 
de 2013. 
 
Publíquese, comuníquese y cúmplase. 
 
Dada en Bogotá, D. C., a 5 de julio de 2013. 
 
La Viceministra de Relaciones Exteriores, encargada de las Funciones del 
Despacho de la Ministra de Relaciones Exteriores, 
 
MÓNICA LANZETTA MUTIS. 
 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN 6588 DE 2013 
 
(octubre 22) 
 
Diario Oficial No. 48.958 de 29 de octubre de 2013 
 
MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 
 
Por la cual se dictan algunas disposiciones en materia de visas. 
 
LA MINISTRA DE RELACIONES EXTERIORES, 
 
en ejercicio de sus facultades constitucionales y legales, en especial las que le confieren 
el Decreto número 3355 de 2009 y el Decreto número 0834 de 2013, y 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que de acuerdo con lo establecido en el artículo 2o del Decreto número 0834 del 24 de 
abril de 2013, “…es competencia discrecional del Gobierno Nacional, fundado en el 
principio de la soberanía del Estado, autorizar el ingreso, permanencia y salida de 
extranjeros del territorio nacional…”. 
 
Que el artículo 5o del Decreto número 0834 de 2013 estableció la clasificación de las 
visas. 
 
Que mediante Resolución 4130 del 5 de julio de 2013 se adoptaron los requisitos para 
todas y cada una de las clases de visas contempladas en el Decreto 834 de 2013. 



 
Que es procedente establecer los países cuyos nacionales requieren o no de visa para 
ingresar al territorio nacional. 
 
Que es necesario determinar en qué casos las Oficinas Consulares de la República deben 
pedir autorización previa al Ministerio de Relaciones Exteriores, 
 
RESUELVE: 
 
ARTÍCULO 1°. Los nacionales de los países que a continuación se relacionan, no 
requieren Visa TP-11, TP-12 y TP-13, para ingresar y permanecer de manera temporal en 
el territorio nacional: 
 
1. Alemania 
2. Andorra 
3. Antigua y Barbuda 
4. Argentina 
5. Australia 
6. Austria 
7. Azerbaiyán 
8. Bahamas 
9. Barbados 
10. Bélgica 
11. Belice 
12. Bolivia 
13. Brasil 
14. Brunei-Darussalam 
15. Bulgaria 
16. Bhután 
17. Canadá 
18. Checa (República) 
19. Chile 
20. Chipre 
21. Corea (República de) 
22. Costa Rica 
23. Croacia 
24. Dinamarca 
25. Dominica 
26. Ecuador 
27. El Salvador 
28. Emiratos Árabes Unidos 
29. Eslovaquia 
30. Eslovenia 
31. España 
32. Estados Unidos de América 
33. Estonia 
34. Fiji 
35. Filipinas 
36. Finlandia 
37. Francia 
38. Georgia 



39. Granada 
40. Grecia 
41. Guatemala 
42. Guyana 
43. Honduras 
44. Hungría 
45. Indonesia 
46. Irlanda 
47. Islandia 
48. Islas Marshall 
49. Islas Salomón 
50. Israel 
51. Italia 
52. Jamaica 
53. Japón 
54. Kazajstán 
55. Letonia 
56. Liechtenstein 
57. Lituania 
58. Luxemburgo 
59. Malasia 
60. Malta 
61. México 
62. Micronesia 
63. Mónaco 
64. Noruega 
65. Nueva Zelandia 
66. Países Bajos 
67. Palau 
68. Panamá 
69. Papua Nueva Guinea 
70. Paraguay 
71. Perú 
72. Polonia 
73. Portugal 
74. Reino Unido de la Gran Bretaña e Irlanda del Norte 
75. República Dominicana 
76. Rumania 
77. Rusia (Federación de) 
78. Saint Kitts y Nevis 
79. Samoa 
80. San Marino 
81. Santa Lucía 
82. Santa Sede 
83. San Vicente y las Granadinas 
84. Singapur 
85. Sudáfrica 
86. Suecia 
87. Suiza 
88. Suriname 
89. Trinidad y Tobago 



90. Turquía 
91. Uruguay 
92. Venezuela 
 
PARÁGRAFO 1°. Los nacionales de los países con los cuales Colombia ha suscrito 
convenios sobre exención de visa, no requieren Visa TP-11, TP-12 y TP-13. 
 
Tampoco requieren Visa TP-11, TP-12 y TP-13 para ingresar y permanecer de manera 
temporal en el territorio nacional los portadores de pasaporte de Hong Kong - SARG 
China; Soberana Orden Militar de Malta y de Taiwán-China.  
 
PARÁGRAFO 2°. A los nacionales de los países de que trata el presente artículo, la 
Unidad Administrativa Especial Migración Colombia, les otorgará a su entrada al territorio 
nacional el correspondiente Permiso PIP y PTP de que trata el Decreto número 0834 del 
24 de abril de 2013. 
 
PARÁGRAFO 3°. Las Oficinas Consulares o el Grupo Interno de Trabajo de Visas podrán 
otorgar visas TP-12 y TP-13 a los nacionales de los países de que trata el presente 
artículo. 
ARTÍCULO 2°. Los siguientes países requieren visa para el ingreso al territorio nacional. 
Las Oficinas Consulares de la República de Colombia no requieren ningún tipo de 
autorización para su otorgamiento: 
 
1. Albania 
2. Argelia 
3. Armenia 
4. Bahrein 
5. Bangladesh 
6. Benín 
7. Bielorrusia 
8. Bosnia y Herzegovina 
9. Botswana 
10. Burkina Faso 
11. Burundi 
12. Cabo Verde 
13. Camerún 
14. Chad 
15. Comoras 
16. Congo 
17. Costa de Marfil 
18. Egipto 
19. Eritrea 
20. Etiopía 
21. Gabón 
22. Gambia 
23. Ghana 
24. Guinea 
25. Guinea Bissau 
26. Guinea Ecuatorial 
27. Haití 
28. India 



29. Kenya 
30. Kirguistán 
31. Kiribati 
32. Kosovo 
33. Kuwait 
34. Lesotho 
35. Macedonia 
36. Madagascar 
37. Malawi 
38. Maldivas 
39. Mali 
40. Marruecos 
41. Mauricio 
42. Mauritania 
43. Moldavia 
44. Mongolia 
45. Montenegro 
46. Namibia 
47. Nauru 
48. Nepal 
49. Nicaragua 
50. Níger 
51. Omán 
52. Qatar 
53. República Centroafricana 
54. Rwanda 
55. Santo Tomé y Príncipe 
56. Senegal 
57. Serbia 
58. Seychelles 
59. Swazilandia 
60. Tailandia 
61. Tanzania 
62. Tayikistán 
63. Timor Oriental 
64. Togo 
65. Tonga 
66. Túnez 
67. Turkmenistán 
68. Tuvalu 
69. Ucrania 
70. Uzbekistán 
71. Vanuatu 
72. Vietnam 
73. Zambia 
74. Zimbabwe. 
 
ARTÍCULO 3°. Los nacionales de los países no señalados en los artículos 1o y 2o de la 
presente resolución requieren visa para el ingreso al territorio nacional. 
 



Las Oficinas Consulares de la República de Colombia deberán solicitar autorización 
previa al Grupo Interno de Trabajo que el Ministerio de Relaciones Exteriores determine 
para otorgar cualquier clase de visa a los nacionales de los países no relacionados en los 
artículos 1o y 2o de la presente resolución. 
  
ARTÍCULO 4°. Las Misiones Diplomáticas y las Oficinas Consulares de la República no 
requieren autorización previa para negar la expedición de ninguna visa. No obstante, en 
todos los casos que así suceda, deben consignar en el Sistema Integral de Trámites al 
Ciudadano (SITAC), la justificación clara y detallada. 
 
PARÁGRAFO TRANSITORIO. Las Oficinas Consulares de la República de Colombia que 
a la fecha de entrada en vigencia de la presente resolución aún no cuenten con el 
Sistema Integral de Trámites al Ciudadano (SITAC), deberán comunicar la negación de la 
visa mediante comunicación escrita al Grupo Interno de Trabajo que el Ministerio de 
Relaciones Exteriores determine, con la debida justificación expresada claramente. 
 
ARTÍCULO 5°. Los nacionales de la República Popular de China requerirán visa para el 
ingreso al territorio nacional. Las Oficinas Consulares de la República de Colombia 
deberán solicitar autorización previa al Grupo Interno de Trabajo que el Ministerio de 
Relaciones Exteriores determine para el otorgamiento de las visas, con excepción de las 
visas NE-1, NE-2, NE-3, NE-4 y TP-1 las cuales serán autorizadas por el Jefe de Misión 
Diplomática de la República de Colombia ante la República Popular de China cuando 
estas sean otorgadas en dicho territorio. 
 
ARTÍCULO 6°. Cuando el solicitante de una visa no acredite el cumplimiento total de los 
requisitos exigidos, su aprobación quedará a discrecionalidad del Grupo Interno de 
Trabajo Visas e Inmigración teniendo en cuenta la credibilidad y suficiencia de los 
documentos presentados por el solicitante, la conveniencia o el interés nacional. 
 
ARTÍCULO 7°. El otorgamiento, negación y autorización de las visas, según lo dispuesto 
en la presente resolución será responsabilidad de los servidores públicos que la otorguen, 
nieguen o autoricen. 
 
ARTÍCULO 8°. La presente resolución entrará en vigencia a partir de la fecha de su 
publicación en el Diario Oficial y deroga en su totalidad la Resolución número 4505 del 24 
de julio de 2013, así como todas aquellas normas que le sean contrarias. 
 
Publíquese y cúmplase. 
 
Dada en Bogotá, D. C., a 22 de octubre de 2013. 
 
La Ministra de Relaciones Exteriores, 
 
MARÍA ÁNGELA HOLGUÍN CUÉLLAR. 
 
 
 
 
 
 
 



REPÚBLICA DE ECUADOR 
 
Acuerdo Ministerial No. 000031 

EL MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES, 

Y MOVILIDAD HUMANA 

Considerando: 

Que, el artículo 9 de la Constitución de la República establece que las personas 

extranjeras que se encuentren en el territorio ecuatoriano tendrán los mismos derechos y 

deberes que las ecuatorianas, de acuerdo con la Constitución; 

Que, el artículo 40 de la Constitución de la República reconoce el derecho de las 

personas a migrar y establece que no se identificará ni considerará a ningún ser humano 

como ilegal por su condición migratoria; 

Que, el artículo 392 de la Constitución de la República establece que el Estado velará por 

los derechos de las personas en movilidad humana y ejercerá la rectoría de la política 

migratoria a través del órgano competente en coordinación con los distintos niveles de 

gobierno. El Estado diseñará, adoptará, ejecutará y evaluará políticas, planes, programas 

y proyectos, y coordinará la acción de sus organismos con la de otros Estados y 

organizaciones de la sociedad civil que trabajen en movilidad humana a nivel nacional e 

internacional; 

Que, el numeral 6 del artículo 416 de la Constitución de la República señala que el Estado 

ecuatoriano propugna el principio de ciudadanía universal, la libre movilidad de todos los 

habitantes del planeta y el progresivo fin de la condición de extranjero como elemento 

transformador de las relaciones de desiguales entre los países, especialmente Norte-Sur; 

Que, el artículo 417 de la Constitución de la República, establece que los Tratados 

Internacionales ratificados por el Ecuador se sujetarán a lo establecido en la Constitución. 

En el caso de los Tratados y otros Instrumentos Internacionales de Derechos Humanos se 

aplicarán los principios pro ser humano, de no restricción de derechos, de aplicabilidad 

directa y de cláusula abierta establecidos en la Constitución; 

Que, el artículo 424 de la Constitución de la República establece que la Carta Magna es la 

norma suprema y prevalece sobre cualquier otra del ordenamiento jurídico. Las normas y 

los actos del poder público deberán mantener conformidad con las disposiciones 

constitucionales; caso contrario carecerán de eficacia jurídica. La Constitución y los 

tratados internacionales de derechos humanos ratificados por el Estado que reconozcan 

derechos más favorables a los contenidos en la Constitución, prevalecerán sobre 

cualquier otra norma jurídica o acto del poder público; 



Que, mediante Decreto Ejecutivo No. 1124, publicado en el Registro Oficial No. 686 de 19 

de abril de 2012, se transfieren al entonces Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio 

e Integración, las competencias a cargo de la Dirección General de Extranjería del 

Ministerio del Interior. 

Que, mediante Decreto Ejecutivo No. 20 publicado en el Registro Oficial No. 220 de 25 de 

junio de 2013, se cambió la denominación del Ministerio de Relaciones Exteriores, 

Comercio e Integración por Ministerio de Relaciones Exteriores y Movilidad Humana; 

Que, en concordancia con lo establecido en el “Acuerdo sobre Residencia para 

Nacionales de los Estados Partes del Mercosur, Bolivia y Chile” al que el Ecuador se 

adhirió mediante Acta de Adhesión suscrita en la ciudad de Asunción (Paraguay) el 29 de 

junio de 2011, el mismo que fue aprobado por la Asamblea Nacional del Ecuador, 

mediante Resolución del 3 de diciembre de 2013, ratificado mediante Decreto Ejecutivo 

No. 194 del 2 de enero de 2014, y publicado en el Registro Oficial No. 166 de 21 de enero 

de 2014, y el depósito de Ratificación realizado en Asunción Paraguay el 3 de marzo de 

2014. 

En ejercicio de las atribuciones que le confiere el artículo 154, numeral 1 de la 

Constitución de la República,  

Acuerda: 

Normar el cumplimiento del “Acuerdo sobre Residencia para los Nacionales de los 

Estados Partes del Mercosur, Bolivia y Chile”, en el marco legal ecuatoriano como sigue: 

ARTÍCULO PRIMERO.- Los nacionales de los Países Miembros del Mercosur y Estados 

Asociados, para ingresar al territorio ecuatoriano por motivos de turismo, no requerirán 

visa por un plazo de 90 días. 

ARTÍCULO SEGUNDO.- Los nacionales de los Países Miembros del Mercosur y Estados 

Asociados que son parte del “Acuerdo sobre Residencia para Nacionales de los Estados 

Partes del Mercosur, Bolivia y Chile”, podrán obtener una visa de residencia temporal de 2 

años previo el cumplimiento de los siguientes requisitos y trámite pertinente: 

Formulario de solicitud de visa de residencia temporal; 

Pasaporte vigente y con validez mínima de seis meses; 

Certificado de antecedentes judiciales o penales o policiales del país de origen, o del 

último país en el que hubiera residido el solicitante, durante los últimos cinco años; 

Para las visas de amparo de los parientes hasta el segundo grado de consanguinidad y 

primero de afinidad, que no ostenten la nacionalidad de uno de los Estados que hayan 

ratificado el “Acuerdo sobre Residencia para los Nacionales de los Estados Partes del 



Mercosur, Bolivia y Chile”, deberán adjuntar partida de matrimonio o de nacimiento o acta 

de solemnización de la unión de hecho o sentencia de reconocimiento legal ante 

autoridad competente ecuatoriana, según el caso; y, 

Pago del costo arancelario de la visa. 

ARTÍCULO TERCERO.- La visa de residencia temporal se podrá solicitar ante la Unidad 

competente del Ministerio de Relaciones Exteriores y Movilidad Humana, o en nuestra 

sede consular respectiva. En el primer caso, cualquiera sea la condición migratoria del 

solicitante. 

ARTÍCULO CUARTO.- Para efectos de la legalización de los documentos, cuando la 

solicitud de visa de residencia temporal se tramite en un Consulado ecuatoriano, bastará 

la certificación de su autenticidad, conforme a los procedimientos establecidos en el país 

del cual el documento procede. 

Cuando la solicitud de visa de residencia temporal se presente ante la Unidad competente 

del Ministerio de Relaciones Exteriores y Movilidad Humana, dichos documentos solo 

deberán ser certificados por el Agente Consular del país de origen del solicitante, 

acreditado en la República del Ecuador. 

ARTÍCULO QUINTO.- Para quienes soliciten la visa de residencia temporal no se 

considerará su condición migratoria; de la misma manera estarán exentos del pago de 

multas u otras sanciones más onerosas determinadas en la Ley.  

ARTÍCULO SEXTO.- La visa de residencia temporal podrá transformarse en visa de 

residencia permanente, mediante solicitud del interesado, la cual debe ser presentada 

dentro de los 90 días anteriores al vencimiento de la visa de residencia temporal y previo 

al cumplimiento de los siguientes requisitos y trámite pertinente: 

Formulario de solicitud de visa de residencia permanente; 

Visa de residencia temporal; 

Pasaporte vigente y con validez mínima de seis meses; 

Certificado de antecedentes penales del Ecuador, verificación a través del portal web: 

ministeriodelinterior.gob.ec, por parte del funcionario público; 

Acreditación de medios de vida lícitos que permitan la subsistencia del solicitante y de su 

grupo familiar conviviente, mediante la presentación de la Declaración del impuesto a la 

renta o Certificado de Aportaciones al Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social. 

Pago del costo arancelario de la visa. 



ARTÍCULO SÉPTIMO.- Las personas que hayan obtenido su visa de residencia temporal 

o permanente, tienen derecho a realizar cualquier actividad lícita, con o sin relación de 

dependencia, en las mismas condiciones que los nacionales ecuatorianos, de acuerdo 

con las normas legales y reglamentarias pertinentes de la República del Ecuador.  

ARTÍCULO OCTAVO.- Los titulares de una visa de residencia permanente, en lo que 

respecta a la permanencia en el exterior y la obtención de cédula de identidad, se 

sujetarán a lo dispuesto en la normativa legal aplicable. 

ARTÍCULO NOVENO.- Encárguese de la ejecución del presente Acuerdo Ministerial, que 

entrará en vigencia, sin perjuicio de su publicación en el Registro Oficial, al Viceministro 

(a) de Movilidad Humana del Ministerio de Relaciones Exteriores y Movilidad Humana. 

DISPOSICIÓN TRANSITORIA: 

Para efectos de la recaudación consular, entre tanto se reforme el Arancel Diplomático y 

Consular, se considerarán las siguientes partidas del Arancel vigente: 

Formulario de visa de residencia temporal y permanente: 

a)   Partida arancelaria: 13.1. 

Visa de residencia temporal Mercosur: 

Partida arancelaria: 13.22: No Inmigrante, categoría 12-XI. 

Partida arancelaria: 17.22: No Inmigrante, Categoría 12-XI.  

Para las recaudaciones correspondientes a la visa de residencia permanente se estará a 

lo señalado en el Arancel Diplomático y Consular.  

Para las recaudaciones correspondientes a las visas de amparo, se aplicarán las 

respectivas partidas del Arancel Diplomático y Consular. 

DISPOSICIÓN GENERAL: 

Las disposiciones no contempladas en el presente Acuerdo Ministerial se regirán a lo 

estipulado en el “Acuerdo sobre Residencia para Nacionales de los Estados Partes del 

Mercosur, Bolivia y Chile” y la legislación interna vigente.  

COMUNIQUESE Y PUBLIQUESE. 

Dado y firmado en el Distrito Metropolitano de Quito, el día 02 de abril de 2014. 

f.) Ricardo Patiño Aroca, Ministro de Relaciones Exteriores y Movilidad Humana. 



REPÚBLICA DEL ECUADOR.- MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES Y 

MOVILIDAD HUMANA.- Certifico. Que el Acuerdo Ministerial No. 000031, del 02 de abril 

de 2014 que en 05 (cinco) fojas antecede, es fiel copia del original que reposa en el 

Archivo de Secretaría General de este Ministerio.- Quito, 03 de abril de 2014.- f.) Diego 

Madero Poveda, Secretario General. 

 


